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Artículo I o En el «Üoleíln Oficial*, qnc aparecerá dia- 
riamente en la Capital de la República, se liar» la pu- 
blicación oficial do las leyes t decretos, resoluciones, 
Informes y demás datos que den a conocer el estado y 
movimiento de la Administración. 

Arí. 2" En el «lioictin» deberá publicarse asimismo 
todos los avisos del Gobierno. 

Art, o* KJUÍÍolctín» deberá hacerse circular convenien- 
temente en todas las reparticiones de los tres ['odores 
del lisiado y so dístribniía en suficiente número de 
ejemplares, a los (¿oblemos de 1'rovlncla. Legaciones 
y Consulados Argentinos. 

Art. 4" Los documentos ojie en di se inserten serán 
tenidos por auténticos y obligatorios por efecto de esa 
publicación.— (A cuerdo del 2 de mayo de 1893.) 
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Resolución aceptando una ubicación de «saco 
mil cien hectáreas, solicitadas por el coro 
ncl Belisle. 

Buenos Aires, marzo 21 de 1894. 

Visto este expediente del que resulta: 
I o Que el coronel Carlos C. Belisle se 
presentó en julio 14 del 92 haciendo pre- 
sente que hacía más de ocho años que 
había poblado un establecimiento rural 
en el territorio de la gobernación del 
Neuquén, inmediato al fortín 1° de Mayo 
sobre el río Catalinas, en la falda de la 
cordillera v pidiendo que como uno de 
los jefes que habían hecho la expedición 
al Río Negro se le ubicase en ese cam- 
po el premio que le correspondía en tie- 
rras, con arreglo á la ley de 5 de setiem- 
bre de 1885. 

2» Que esa solicitud pasada á informe 
de la sección geodesia, manifestó esta 
oficina que ese terreno formaba parte del 
mandado reservar por decreto de fecha 
5 de mayo del 92 para estacionamiento 
de fuerzas militares. 

3 o Que apesar de esto la oficina de 
tierras en su informe de fojas 2 vuelta 
consideró justa la petición del coronel 
Belisle por haber poblado dicho campo 
y puesto en él un capital en haciendas. 

4» Que el decreto de 10 de agosto, que 
corre en copia á fs. 11, fijó la extensión de 
la tierra mandada reservar en el Neu- 
quén para estacionamiento de íuerzas 

TOMO III 



militares en la superficie de 36 leguas 
kilométricas; al mismo tiempo que con- 
cedió ubicación en la reserva al coronel 
don Pedro C. Díaz, por la superficie de 
21.000 hectáreas, que le acordó el honora- 
ble congreso por ley núm. 2799, y 
Considerando: 

I o Que el poder ejecutivo está autori- 
zado para reservar de la enajenación de 
la tierra pública los territorios que con- 
sidere necesarios para servicios públicos; 

2 o Que la reserva de 36 leguas kilomé- 
tricas en el territorio del Neuquén para 
el establecimiento de fuerzas militares, 
es ajuicio del poder ejecutivo, exaj erada, 
á los efectos á que se destina; 

3 o Que el propósito del gobierno y el 
interés público es poblar esos territorios; 

4 o Que resulta de estas actuaciones que 
el coronel Belisle hace ocho años que 
está poblado en el punto que designa éin- 
vertido sumas de consideración en po- 
blaciones y haciendas, siendo por otra 
parte acreedor á ser considerado por el 
gobierno por la participación activa que 
tuvo como militar en las expediciones al 
Río Negro; 

En virtud de estos antecedentes y de 
acuerdo con el informe de la oficina de 
tierras de fs. 2 vuelta y del procurador 
del tesoro fojas 7 vuelta"¡ 

se resuelve: 

I o Acéptase la ubicación solicitada por 
el coronel Belisle de las cinco mil cien 
hectáreas que según resulta de este ex- 
pediente, le corresponden como personal- 
mente agraciado por la ley de 5 de setieme 
de 1885, en virtud de haber formado parte 
del ejército expedicionario al Río Negro 
cuya ubicación se verificará dentro de 
los límites que designa la sección de geo- 
desia de la oficina de tierras en su infor- 
me de fojas 8 vuelta procediendo previa 
mensura á costa del interesado. 

A sus efectos, previa reposición de se- 
llos, pase á la escribanía mayor de go- 
bierno, comuniqúese á quienes corres- 
ponda é insértese en el registro nacio- 
nal. 

SAENZ PEÑA. 
Eduardo Costa. 



Ministerio de Hacienda 



Decreto nombrando empicados de la comi- 
sión valuadora de la capital y territorios 
nacionales. 

Buenos Aires, marzo 2G de 1804. 

Vista la nota que precede de la comisión 
valuadora de la capital y territorios na- 
cionales en la que manifiesta la conve- 
niencia de aumentar el personal de 
empleados con que cuenta en la actuali- 
dad esa comisión á fin de dar mayor im- 
pulso á los trabajos parciales que se 
practican en las distintas secciones de la 
capital. 

El presidente de la república 

decreta: 

Artículo I o . Nómbrase auxiliar técnico 
de la comisión valuadora de la capital y 



territorios nacionales, con la asignación 
mensual de doscientos cincuenta ps. m/n. 
y con la antigüedad de marzo 7, á Teodo- 
ro Differt Lastra, marzo 7 á don Luis Su- 
bin, don Antonio Lambruschini, don Joa- 
quín Vedia, don Juan Seré y don Rómu- 
lo Ferrari; marzo 15 á don Carlos Rame- 
11a, don Alfredo Wasberg, don Federico 
Agard, don Martín Elordi, don Jorge 
Pointa Ñores, don Augusto Jacobsen, 
don Enrique Engel, don Leonardo de 
Leonadis, don Juan Breduos, don Este- 
van Belsuns, don Luis Mignaquy, don 
Justiniano de Zubiriadon Lorenzo Pa- 
rodi. 

Art. 2 o Nómbrase dibujantes de la co- 
misión valuadora con la asignación 
mensual de ciento veinte pesos mo- 
neda nacional y con la antigüedad 
de marzo I o á don Hércules Lasagna; 
marzo 7 á don César Casellas; mar- 
zo 15 á don Máximo J. Millo, don Án- 
gel Mauri, don Augusto Bauthelson, 
don Francisco Bazzano y don Ricardo 
Trefogli; y con antigüedad de marzo 20, 
á don José Vega. Escribientes con la 
asignación mensual de cien pesos mo- 
neda nacional, y con antigüedad de mar- 
zo 7, á don José Franco, don Ricardo 
Barbagelatta y don Gerónimo Rosiano; 
marzol5,á don Enrique Aval y don Faus- 
tino Guiñazú; y con antigüedad de marzo 
20, á clon Alberto Schatz. 

Art. 3 o Nómbrase auxiliar I o de secre- 
taría de la comisión valuadora, con la 
asignación mensual de ciento cincuenta 
pesos moneda nacional, al actual escri- 
biente don Benjamín Baldéz, ven reem- 
plazo de éste, con antigüedad de marzo 7, 
á don Pablo Fornes. 

Art. 4 o Créase en la comisión valua- 
dora de la capital y territorios nacionales 
22 puestos de peones, de los que 12 debe- 
rán nombrarse con antigüedad de marzo 
7 y los diez restantes con antigüedad de 
marzo 15 y con la asignación mensual de 
sesenta pesos moneda nacional. 

Art. 5° El gasto que demande la ejecu- 
ción del presente decreto, se imputará 
al inciso 13, item 3 o del presupuesto del 
departamento de hacienda. 

Art. 6 o Comuniqúese, etc, y pase á con- 
taduría general. 

SAENZ PEÑA. 
José A. Terry. 



Decreto promoviendo al empleo superior in- 
mediato & varios empleados de la conta- 
duría general. 

Buenos Aires, marzo 21 de 1894, 

Hallándose vacante el empleo de ofi- 
cial mayor de la contaduría general, por 
fallecimiento del señor Josélgnacio Ma- 
radona, que lo desempeñaba, 

El presidente de la república 

decreta: 

Artículo I o Nómbrase para ocupar dicha 
vacante al actual tenedor de libros se- 
gundo don Isaac Melián Martí, en reem- 
plazo de éste al tenedor de libros tercero 
don Diego Mensíes; en vez de éste, al 
oficial 1» don Eduardo Thwaites y para 
ocupar la vacante de oficial I o , al ciuda- 
dano don Abelardo Bretón. 
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Art. 2<- Comuniqúese, publíquese, y fe- 
cho pase á contaduría general para su 
conocimiento y demás efectos. 

SAENZ PEÑA. 

Tose A. Terry. 



Ministerio de Guerra y Marina 

Aciicrd» niaiiioiititudo íl los contratistas se- 
ñores I><; Agustín» y <:». un peso moneda 
nacional mensual jsor ciu!» ración de ca- 
ballo outrejfmlu en Santa Catalina, Xltrutc 
'-", rt otros «untos. 

Buenos Aires, marzo 21 de 1804. 

Resultando de los informes produci- 
dos que todas las oficinas declaran que 
la copia agregada demuestra de una ma- 
nera indiscutible que el contrato cele- 
brado con los señores E. De Agustini y 
C a . por licitación pública obligaba á es- 
tos á proveer del forraje necesario para 
las caballadas de los cuerpos de guarni- 
ción en esta capital; 

Que las órdenes de fojas 7 y 8 expedi- 
das por el estado mayor general de ma- 
rina, si bien debieron cumplirse por el 
contratista, no podrían imponerle lle- 
var á su costo á otros parajes artículos 
que por su contrato debía entregaren 
esta capital; 

Que en justicia y equidad se debe 
atender el reclamo interpuesto, porque 
alejados los puntos de la entrega de los 
artículos contratados, se aumenta nece- 
sariamente su costo, como lo manifiesta 
el comisario general de guerra en sus 
informes de. fojas 2 y 6 vuelta y 

Teniendo en cuenta la opinión del es- 
tado mayor general foja 9 v lo dictami- 
nado por el señor procurador del te- 
soro y señor procurador general de la 
nación, 

El presidente de la república, en acuerdo 
general de ministros 

resuelve: 

Reconocer á los recurrentes contratis- 
tas para la provisión de forrajes Dará los 
caballos de los cuerpos de guarnición en 
esta capital, el suplemento de un peso 
moneda nacional por cada ración, men- 
sual, de caballo, entregada en Santa Cata- 
dina, Zarate ú otros puntos fuera de la ca- 
pital, mientras duró su contrato termina- 
do á unes del año próximo pasado. 

Comuniqúese al estado mavor general 
y pase ala contaduría general para que 
practique la liquidación que corresponda 

SAENZ PEÑA-Luis María 
Campos— José A. Terry. 
—Eduardo Costa. 



Dictamen del señor Procurador del Tesoro 

Sosteniendo la nulidad del decreto do 12 do Mayo do 
1888, por el cual se revalidaron los títulos de, pro- 
piedad presentados por los sucesores do madamo 
l.yneh. 

Excmo. señor: 

En 26 de diciembre de 1S82 ocurrió á 
V. E. don Enrique Solano López, en re- 
presentación de su señora madre doña 
Elisa Alicia Lynch, pidiendo se registra- 
sen, con arreglo al art. 103 de la ley de 19 
de octubre de 1876, los títulos de propie- 
dad de una extensa fracción de campo 
'en el Chaco Argentino, sobre la margen 
derecha ó meridional del río Pilcomayo, 
comprada por su poderdante al gobierno 
del tirano López, durante la guerra del 
Paraguay con las naciones aliadas. 

Consultado sobre la solicitud del se- 
eñor López, el señor procurador general 
: de la nación doctor don Eduardo Costa, 



no vaciló en decir á V. E. que el título 
presentado no tenía valor alguno con re- 
lación á la república y no podía, por con- 
siguiente, autorizarse su registro, fun- 
dando esta opinión con las sólidas consi- 
deraciones de su vista de fs. 77, que fué 
adoptada, como resolución gubernativa, 
por decreto del poder ejecutivo de 27 de 
marzo de 1883 (fs. 80). 

La señora Lvnch se presentó al hono- 
rable congreso" solicitando la venia para 
demandar al poder ejecutivo. Conside- 
rada su petición en la sesión de la cá- 
mara de diputados de 13 de agosto de 
1884, fue rechazada, después de un pro- 
longado debate en que prevalecieron 
las Ideas expuestas por el doctor Serú, 
miembro informante de la minoría de la 
comisión de negocios constitucionales. 
(Cámara de diputados. Diario de sesio- 
nes, 1S84, tomojl , páginas 674 á 696). 

En marzo de lSSo el señor López inició 
su tercera reclamación, como cesionario 
ó donatario de su señora madre, ampa- 
rándose en el espíritu del artículo 1» de 
la ley *dc 27 de octubre de 1884 y en los 
principios generales del derecho interna- 
cional. 

Oído el señor procurador del tesoro 
doctor Marenco, este funcionario demos- 
tró concluyentcmente que la ley de 1884 
no comprendía el caso del señor López, 
no pudiendo considerarse su petición si- 
no bajo el punto de vista de la equidad, 
terreno en que le era vedado entrar des- 
pués de la resolución dictada por el po- 
der ejecutivo en 27 de marzo de 1883 .( fo- 
jas 56). 

Habiendo insistido el interesado en 
sus pretensiones (escrito de fojas 59), el 
señor procurador general de la nación, 
doctor Costa, expidió su vista de fojas 67 
en la que, después de demostrar que la 
ley de 27 de octubre de 1884 era absolu- 
tamente inaplicable al caso, y de recor- 
dar que se trataba de un asunto resuelto 
con anterioridad por el poder ejecutivo y 
aún por el honorable congreso, aconse- 
jaba el rechazo de la nueva solicitud. 

Corridos estos trámites, y presentado 
el escrito de fojas 71, el poder ejecutivo 
dictó el decreto de 12 de mayo de 1S88, 
revalidando los títulos de propiedad otor- 
gados por el gobierno de López á la se- 
ñora Lynch (tojas 82). 

Pero más tarde, de acuerdo con las 
prescripciones del decretode24 de enero 
de 1891, la oficina de tierras y colonias di- 
rigió á V. E. su fundada nota de I o de 
abril del mismo año (fojas 109), pidiendo, 
entre otras medidas, se declarase nulo 
el citado decreto de 12 de mayo de 1888, 
y observando á la vez que se había reco- 
nocido una extensión mayor que la indi- 
cada en el título originario. 

Consultado el señor procurador gene- 
ral de la nación Di'. D. Antonio E. Ma- 
laver, este funcionario, en su extensa 
vista de fs. 116, expuso los antecedentes 
del asunto, y salvando sus opiniones so- 
bre los indiscutibles vicios del decreto 
de 12 de mayo de 1888, opuso, como cues- 
tión previa, la de que se trataba de un 
acto comprendido en la competencia del 
poder ejecutivo, habiendo este procedido 
dentro de su jurisdicción al aplicar como 
lo creía justo y conveniente las disposi- 
ciones de la ley de 27 de octubre de 1884. 
Por esta razón, apoyada en consideracio- 
nes jurídicas y en la jurisprudencia de la 
suprema corte de justicia ele la Provincia 
de Buenos Aires, así como por los dere- 
chos particulares creados al amparo del 
referido decreto, el señor procurador 
general Dr. Malaver lo consideraba un 
acto irrevocable. 

Respecto del exceso de cincuenta le- 
guas á que se refería la oficina de tierras 
y colonias, el mismo funcionario acon- 
sejaba á V. E. declarar que la revalida- 
ción acordada «no debe exceder del área 
que los títulos de propiedad determinan, 



y que si la mensura practicada ha com- 
prendido una superficie mayor, debe 
reducirse esta al límite señalado en el tí- 
tulo acordándose con el interesado las 
lineas que deben encerrarla.» 

Sin adoptar resolución alguna sobre 
el fondo de la cuestión, el expediente ha 
seguido sus trámites con relación á las 
diligencias de mensura, agregándose al- 
gunos escritos de los terceros compra- 
dores de varias fracciones del campo re- 
conocido alSr. López, en defensa de lo 
que conceptúan sus derechos. 

En esta situación, el dictamen del in- 
frascripto debe necesariamente versar 
sobre la totalidad de las cuestiones pen- 
dientes. Pero como el señor asesor le- 
trado de la oficina de tierras y colonias, 
en su vista de fojas 235, ha dilucidado 
convenientemente lo relativo á la verda- 
dera extensión de terreno que resulta de 
los títulos, que no puede en macera al- 
guna exceder de ciento veinte y cinco le- 
guas, y á la aprobación de la mensura 
practicada por el agrimensor Sol, me li- 
mitaré á estudiar la validez ó nulidad del 
decreto de 12 de mayo de 1S88, declaran- 
do desde luego á V" E. que, no obstante 
la autoridad jurídica del señor procura- 
dor general de la nación Dr. Malaver, 
que tanto respeto me merece, mi opinión 
es opuesta á la suya sobre este punto. 

En el caso de la concesión de terre- 
nos hecha á los señores Cadret, Rabazi- 
ni y C ; \ por decreto del poder ejecutivo 
de "31 de marzo de 18SS, tuve ocasión de 
examinar fundamentalmente la doctri- 
na expuesta por el mencionado señor 
procurador general, y V. E. ha de per- 
mitirme que reproduzca las considera- 
ciones que aduje en esa oportunidad 
(dictamen núm. 747 de 5 de agosto de 
1892), no solamente por ser aplicables al 
presente caso, como que tuve á la vista 
el dictamen del Dr. Malaver,— sino por 
haber sido aceptadas por el señor procu- 
rador general de la nación doctor don 
Sabiniano Kierypor el poder ejecutivo 
en el decreto con que decidió el asunto, 
en el sentido aconsejado por el infras- 
cripto. 

Afirmé en esa ocasión que, cuando el 
poder ejecutivo excedía sus facultades, 
producía actos nulos comprendidos en 
las disposiciones de los artículos 1038 v 
1047 del código civil, y continuaba: 

Refiriéndose á estas prescripciones, 
dice un distinguido comentarista, «no en- 
contramos en el código una definición 
completa de la nulidad absoluta, pero en 
las enunciaciones de que es la declarada 
por la ley, que los tribunales pueden v 
deben declararla de oficio y que no es 
susceptible de confirmación, tenemos 
indicios que nos inducen á ver en ella 
la no existencia jurídica de un acto que 
se ha practicado materialmente, y en 
esa nada, la pena por la infracción de 
una ley». (M. A. Saez.— Observaciones 
críticas sobre el código civil § 480). 

Es indudable, en efecto, que la nulidad 
absoluta de un acto á que se refiere el 
código, es la no existencia jurídica en el 
sentido que los autores explican. «Un 
acto es inexistente, dice Laurent, cuando 
no reúne las condiciones sin las cuales 
no se concibe, de suerte que sólo tiene 
una existencia aparente: nada se ha he- 
cho en realidad, puesto que el acto no 
existe á los ojos de la ley, siendo una 
pura nada. La nada no puede producir 
ningún efecto; el acto es nulo de pleno 
derecho en virtud de la ley, sin que haya 
necesidad de demandar su nulidad.» 
(Laurent— Principes de droit civil, tomo 
15 pág. 509). 

En el derecho de los bienes el estado 
es una persona jurídica (art. 33, inciso I o , 
código civil), y lo es por excelencia. «Su 
personalidad, dice Savigny, no puede 
dar lugar á las mismas incertidumbres y 
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errores que la de las corporaciones, poi- 
que la represenfación del fisco por cier- 
tos individuos ó cuerpos administrativos 
entra en su constitución, que se regla por 
el derecho público de cada estado». (Sis- 
tema de derecho romano § CI). Y si cual- 
quier corporación investida con este ca- 
rácter está amparada en sus derechos, 
contra los abusos de sus mandatarios, 
por el artículo 36 del código civil— ¿no 
debe estarlo con mayor razón la persona 
jurídica del estado, en sus intereses ma- 
teriales, que son los del pueblo, cuando 
sus representantes exceden los límites de 
su ministerio, violando á un tiempo la 
legislación común, los principios del 
derecho público y la ley fundamental? 

Enunciar la cuestión es resolverla, de 
acuerdo con los artículos 36 y 1112 del 
código civil. «Un poder ejecutivo, se ha 
dicho con verdad, que se sale de la órbita 
de sus atribuciones en países que no son 
de sultanes sino de funcionarios con po- 
der limitado, no es, ni más ni menos, en 
el derecho de los bienes, que el represen- 
tante de una persona jurídica que extrali- 
mita las funciones de su cargo, y con ello 
se obliga á sí mismo, sin vincular á la en- 
tidad abstracta que representa». 

Consagrando esta misma doctrina, la 
corte suprema federal tiene declarado 
que, para que un contrato celebrado con 
un gobernador de provincia obligue á 
ésta, es necesario que sea hecho con arre- 
glo á la constitución y á las leyes (Fallos 
ele la corte suprema, serie I a , tomo 7 o , 
pág. 19; serie 2 a , tomo I o . pág. 59). 

Pero hav más: el mismo código civil en 
el título preliminar que consagra á la 
autoridad de las leyes, establece que los 
actos prohibidos por ellas son de ningún 
valor, si la ley no designa otro efecto 
para el caso efe contravención; disposi- 
ción de la más alta importancia que do- 
mina la grave y complicada teoría de las 
nulidades de los actos públicos, puesto 
que nadie negará el carácter prohibitivo 
de todas las limitaciones constitucio- 
nales. 

«Existen leyes, dice Laurent, *que tie- 
nen tal importancia por su objeto, que el 
legislador no puede permitir que sean 
impunemente violadas; puede decirse que 
la nulidad que surje de la violación de 
esas leves está escrita sin que el legisla- 
dor tenga necesidad de escribirla.» (obra 
citada, tomo 1% página 82). 

La consecuencia más inmediata y esen- 
cial del principio republicano, enseña 
el señor Estrada, es la limitación de los 
poderes de los gobiernos. Ella constitu- 
ye el carácter de un gobierno libre. En el 
orden político de la República Argenti- 
na, esta limitación existe, porque los po- 
deres sólo invisten funciones perentoria- 
mente limitadas por la constitución. «La 
constitución establece que ella es la ley 
suprema del país; que todas las autorida- 
des han de plegarse á sus máximas y á 
sus preceptos en el ejercicio de las fun- 
ciones que les incumben. Por consiguien- 
te, toda ley, decreto ó disposición del 
poder ejecutivo que se oponga á la cons- 
titución, carece de valor y eficacia.» (J. 
M. Estrada— Derecho constitucional, pá- 
gina 211.) 

Dice á este respecto un notable expo- 
sitor de las instituciones americanas, que 
«los actos ejecutados por los funciona- 
rios del poder ejecutivo fuera de la órbi- 
ta de su autoridad legal, no son en reali- 
dad los actos de un magistrado, sino los 
de una persona privada que afecta proce- 
der como magistrado. Ésta no es sino la 
consecuencia de la doctrina inglesa de 
que todo poder ejecutivo está extricta- 
mente limitado por la ley, y es esa á la 
verdad la piedra angular de las liberta- 
des inglesas.» (Bryce.— The american 
commonwealth, tomo I o , página 340). 

Pero nada conozco tan completo y con- 
cluyente sobre este punto, como la' lumi- 



nosa exposición de Pomeroy, de la cual 
traduciré algunos párrafos. 

«Hay tres géneros ó clases de sancio- 
nes, dice este autor, que pueden ser apli- 
cadas á las personas que componen el 
gobierno y en cuya virtud se obtiene el 
debido cumplimiento á las disposiciones 
de la constitución: I o el funcionario pue- 
de ser sometido al juicio político cuando 
su trasgresión es premeditada ó corrom- 
pida; 2 o pueden aplicársele las penas 
ordinarias si la trasgresión importa un 
delito; 3 o puede pronunciarse judicial- 
mente la nulidad del acto que ultrapasa el 
límite de poder definido en la constitu- 
ción. La primera y la segunda de estas 
sanciones, son penas personales impues- 
tas al delincuente, y no afectan la natura- 
leza del acto que ha ejecutado. La tercera 
no es un castigo personal, no se dirige con- 
tra el funcionario, sino que va contra el 
acto ejecutado por él y le quita toda vali- 
dez. Si este acto revisóte la forma de una 
ley, queda invalidada, sin producir dere- 
chos ni obligaciones; si tiene la forma de 
una medida administrativa pierde su ca- 
rácter político y viene á ser un mero 
abuso privado. 

«El medio más importante de asegu- 
rar la observancia de la ley fundamental, 
es el poder que reside en la corte para 
declarar ineficaz una ley del congreso ó 
de una legislatura y nulo un acto ejecu- 
tivo, cuando contraviene álospreceptos 
de la constitución. Las otras sanciones 
castigan al culpable, mientras que ésta 
alivia al ciudadano; las otras no supri- 
men la medida perjudicial, ésta, destru- 
ye su poder de dañar; las otras atienden 
principalmente á la falta del magistra- 
do, estad los derechos del pueblo.» (Po- 
mer oy—Constitutional lana, páginas 81 
Y 97). 

Se arguye, en primer lugar, contra esta 
doctrina, en los casos en que procede 
aplicarla, que cuando una resolución ad- 
ministrativa es de carácter definitivo; 
cuando decide de una manera completa 
en un sentido favorable al interesado, los 
derechos ó pretensiones deducidos, crea. 
sin duda, en favor de éste, un título de 
que puede disponer libremente de con- 
formidad con las leyes, y que, siendo los 
derechos adquiridos, aquellos que han 
sido conferidos irrevocablemente antes 
del hecho, acto ó ley que quiere opo- 
nérseles para impedir su pleno y com- 
pleto goce, no pueden ser alterados en 
modo alguno por la nueva resolución ó 
ley. Así, ningún acto administrativo po- 
dría destruir los derechos conferidos por 
un acto anterior de la misma administra- 
ción. Cítanse, en apoyo de esta opinión, 
los fallos de la suprema corte de la Pro- 
vincia de Buenos Aires registrados en la 
I a serie, tomo VIII, página 194; tomo IX, 
página 357; tomo X, páginas 28 y 401 de 
sus «Acuerdos y sentencias». 

Pero prestando atención á las mencio- 
nadas resoluciones, con relación á los 
casos que las motivaron y al régimen ad- 
ministrativo durante el cual fueron dic- 
tadas, se advierte que todo cuanto ha de- 
clarado sobre este punto aquel alto tribu- 
nal, se refiere á los actos ejecutados por 
los gobernantes en ejercicio de sus atri- 
buciones constitucionales, que es pura- 
mente discrecional, y sin salir de la ju- 
risdicción administra'tiva establecida por 
r la ley. 

A esta clase de actos, perfectamente 
válidos en todas partes, alude el señor 
vocal Dr. González, al fundar su voto 
en uno de los casos citados, diciendo: 
«Cuando la autoridad administrativa en 
ejercicio de esa jurisdicción, declara el 
derecho, su decisión debe ser firme, 
siempre que se haya dictado con las for- 
mas esenciales del juicio y haya sido 
acatada por las partes sin dediicir con- 
tra ellas el remedio constitucional. En 
caso sub-judice el fiscal, notificado de la 



resolución que concedía el terreno á 
Herós, se conforma, sin instaurar la ac- 
ción ante esta corte que el artículo cons- 
titucional autoriza. Es recién cuando 
esa resolución consentida se está ejecu- 
tando, cuando han trascurrido siete me- 
ses después de pronunciada y hecha 
saber, que el fiscal pide su revocación y 
que el gobierno la aprueba. 

«Semejante procedimiento contrariad 
principio que antes he enunciado, porque 
una vez reconocido el derecho con inter- 
vención del fiscal que es el representante 
del interés público, está todo terminado 
y está obligado á respetarlo tanto el par- 
ticular como la administración pública. 
De otra manera, se quitaría toda estabi- 
lidad á las decisiones de la autoridad 
administrativa, no habría derecho segu- 
ro y cierto dependiente de aquella, y la 
base de la propiedad, que debe ser firmí- 
sima, quedaría fluctuante para el particu- 
lar condenado á ver desaparecei;su de- 
recho en el momento menos pensado, un 
derecho que con razón reputaba ya ad- 
quirido y que consideraba definitiva- 
mente Ingresado á su patrimonio » 
(Acuerdos y sentencias, serie I a , tomo IX 
páginas 357 y siguientes). 

Estas palabras arrojan viva luz sobre 
el verdadero sentido de la jurispruden- 
cia de la suprema corte de la Provincia 
de Buenos Aires. 

Los derechos que esas sentencias am- 
pararon eran adquiridos con arreglo á 
las leyes, por actos públicos jurisdiccio- 
nales producidos con forma de juicio, por 
un gobernador que ejercía un mandato 
válido y no excedía sus límites. Eran, 
pues, actos de la provincia misma, en 
virtud de las prescripciones del artícu- 
lo 36 del código civil y de los princi- 
pios del derecho público. Los dere- 
chos creados por esos actos ingresaban 
legítimamente al patrimonio cielos inte- 
resados, quedando asi colocados bajo las 
garantías más eficaces de la ley. 

Si el poder ejecutivo de la provincia 
hubiera ejercido en tales casos actos age- 
nos á su competencia legal, resolviendo 
los asuntos sin intervención del fiscal, 
suprimiendo cualquier otra forma esen- 
cial del juicio ó violando algún artículo 
constitucional, la argumentación misma 
del doctor González y el texto de las sen- 
tencias citadas, demuestran á las claras 
que otra muy distinta hubiera sido la de- 
cisión de la corte. 

En materia de derechos adquiridos, es 
menester no incurrir en la petición de 
principios de considerar como tales, los 
que en realidad no lo son. Nada hay más 
autorizado que una sentencia de un tri- 
bunal de última instancia, y sin embargo, 
no crea derechos á las partes si ha sido 
dictada sin jurisdicción. Contra las leyes 
de orden público, como son las jurisdic- 
cionales, no hay derechos irrevocable- 
mente adquiridos; es decir: que las nuevas 
leyes de este carácter pueden aplicarse 
á los hechos anteriores, y que los actos 
ejecutados en contravención á estas le- 
yes no crean tales derechos. La constitu- 
ción de los Estados Unidos extiende sus 
garantías expresas á las obligaciones que 
nacen de los contratos, comprendiéndose 
en estos las concesiones de las autorida- 
des, y la suprema corte federal de aquella 
república, cuyas instituciones nos sirven 
de modelo, ha hecho las siguientes decla- 
raciones: «Los contratos destinados para 
ser protejidos, son contratos por los cua- 
les se adquieren derechos perfectos, cier- 
tos, definidos, derechos privados, fijos de 
propiedad, (Butler v. Pensilvania 10. 
How. 402); la disposición de la constitu- 
ción se aplica solamente á aquellos con- 
tratos que imponen obligaciones dentro 
de los principios de la ley. No se extien- 
de á aquellos que son nulos por la consti- 
tución del estado ni aquellos que se han 
celebrado sin autorización de la persona. 
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á quien se quiere obligar.» (People v. 
Roper 35. N. I. 629— Bump. Decisiones 
constitucionales). 

Se discuten, en segundo lugar, los 
efectos de un decreto del poder ejecutivo 
por el cual se revoca un decreto anterior, 
diciendo que, si es lejítimo revocar un 
decreto ó una ley, en uso de las faculta- 
des constitucionales de cada poder, no se 
puede desconocer los hechos que han si- 
do consecuencia de aquellos actos públi- 
cos; que toda vez que en el cumplimiento 
de las leyes nace una controversia cual- 
quiera, surie con ella la jurisdicción del 
poder que 'ha de dirimirla; que la acción 
del poder ejecutivo sólo se ejerce mien- 
tras la cuestión es de puro dominio de la 
administración; que si hay derechos he- 
ridos por una resolución administrativa, 
fuente de actos determinados, ahí están 
los tribunales para ampararlos, y que ni 
el ejecutivo ni el congreso pueden anu- 
lar decretos ó leyes, 'porque esa es una 
función esencialmente judicial. 

Bastará una sencilla aclaración para 
demostrar que estas observaciones, en lo 
que tienen de exacto, no se oponen á los 
principios que sostengo. Cuando acon- 
sejo á V. E que revoque y declare nula 
una disposición administrativa anterior, 
no entiendo que el poder ejecutivo usurpe 
atribuciones judiciales, ni que regule 
autoritativamente las consecuencias jurí- 
dicas de sus propios actos, con relación 
á los derechos privados. V. E. resolverá 
dentro de las facultades administrativas, 
sin perjuicio de los recursos que las le- 
yes conceden á los interesados y de la 
jurisdicción de la corte suprema federal, 
si va á ella el caso, para decidirlo en úl- 
tima instancia. 

Pero la corte suprema no puede fallar 
sin juicio. Para que éste se produzca, 
necesario es que un acto de V. E. lo ori- 
gine, y este acto supone necesariamente 
una opinión previa sobre la validez ó nu- 
lidad del decreto de que se trata, colo- 
cado como lo está el poder ejecutivo en la 
alternativa de dejar que surta sus efec- 
tos ó de impedirlo, lal es el alcance de 
las nulidades que el poder ejecutivo pue- 
de declarar, en el mismo sentido en que 
el honorable congreso ha legislado res- 
pecto de la municipalidad de la capital, 
cuando establece las responsabilidades 
de sus miembros, sin perjuicio de la fa- 
cultad que á la municipalidad le queda 
reservada de anular el acto ó contrato 
si lo juzgase conveniente. (Ley núm. 1260, 
art. 69). 

Definiendo la posición legal del poder 
ejecutivo en un caso análogo, el fiscal de 
estado de la Provincia de Buenos Aires 
ha dicho pertinentemente: «no es este el 
acto de un gobernante que anula las reso- 
luciones de su antecesor y rompe la 
tradición y la unidad del gobierno: es el 
deber de un gestor de los intereses de una 
persona jurídica que va contra los hechos 
de un gestor anterior, que no obligó á 
su representada con arreglo á la lev y 
produjo solamente actos personales. 
Siempre el representante ha tenido po- 
testad para el ejercicio de todos los actos 
relativos á la defensa de los intereses ó 
el derecho de sus representados. Y es 
tan evidente que los nuevos administra- 
dores de la persona jurídica tienen per- 
sonería para recuperar las cosas enage- 
nadassin autorización competente, que 
aún vamucho más lejos la doctrina, y los 
tratadistas sostienen que el mismo man- 
datario que, ultrapasando sus facultades, 
enagenaunbien de su mandante, tiene 
derecho á reivindicarlo personalmente.» 

Observaré á V. E., por último, que en 
la administración nacional no ha}' re- 
glas de procedimiento cuya observancia 
esté prescrita por la ley, ni funcionarios 
que intervengan necesariamente en las 
tramitaciones, como representantes del 
interés de la nación. No existen tampoco 



recursos análogos á los que los fiscales 
déla Provincia de Buenos Aires ejercían 
y ejercen contra las resoluciones del 
poder ejecutivo. La representación del 
interés público la tiene exclusivamente 
V. E., en quien se reconcentran las facul- 
tades y deberes de ese alto ministerio. 

Sise aceptase que el poder ejecutivo no 
está autorizado á alterar la estabilidad de 
los actos de un gobierno anterior, ¿quién 
reclamai'ía los fueros de la constitución y 
de la ley, en defensa de los intereses de 
la nación que el poder judicial no puede 
protejer de oficio? No quedaría entonces 
otra garantía que la muy eventual v pro- 
blemática del juicio político, contra los 
actos irregulares y abusivos. Suprimida 
así de hecho la más eficaz de las sancio- 
nes que aseguran el imperio de la cons- 
titución y dé la ley en un pueblo libre, 
aquella que, según Pomeroy, va contra el 
acto mismo suprimiendo su poder de da- 
ñar,— la última palabra de nuestra cien- 
cia política sería la negación de la efica- 
cia de las leyes que nos hemos dado para 
la práctica "honesta délas instituciones 
republicanas. 

Pero para determinar si las considera- 
ciones expuestas se aplican al presente 
caso, es necesario entrar al fondo del 
asunto, 3' establecer si el poder ejecutivo 
tenía ó no competencia para dictar el de- 
creto de 12 de mayo de Í8S8. Esa es, pro- 
piamente, toda la cuestión. No basta, en 
efecto, demostrar que los fundamentos 
de esa resolución son inconsistentes v 
erróneos. Para geí tionar su nulidad, es 
indispensable probar que el poder ejecu- 
tivo carecía de facultades legales que le 
permitieran revalidar los títulos de mada- 
me Lynch. El simple error, en el ejerci- 
cio discrecional de una atribución legal 
perfectamente definida, no afecta la ju- 
risdicción del funcionario que la ejerce 
ni la validez de sus actos. 

El derecho de resolver un asunto im- 
plica la posibilidad de equivocarse, v 
cuando la ley no establece recursos, ó 
estos se han agotado, hay que respetar 
la cosa juzgada como expresión de la 
verdad, aunque no lo sea. 

Colocándose en este punto de vista, el 
señor procurador general de la nación 
Dr. Malaver examina la competencia 
del poder ejecutivo y se pronuncia A su 
favor. 

«¿Fué bien ó mal hecha, dice, la decla- 
ración del decreto de 12 de mavo de 1S8S? 
No es esa por el momento la" cuestión, 
sino la de resolver si el poder ejecutivo 
tenía ó no jurisdicción y competencia 
para hacerla. No se negaría esta compe- 
tencia si el decreto de fojas S2 contuviera 
una resolución contraria á la que encie- 
rra; y basta esto, como observar el con- 
texto de toda esa ley (de 27 de octubre de 
1884) para persuadirse de que el poder 
ejecutivo estaba facultado para hacer di- 
cho reconocimiento, interpretando la 
misma ley según lo creyó justo v conve- 
niente. No quiere decir esto que tal inter- 
pretación y el reconocimiento que fué su 
consecuencia, se ajuste á la letra y al es- 
■píritu de dicha ley: quiero sólo decir que 
el poder ejecutivo tenía la competencia 
necesaria para hacer el reconocimiento 
que hizo; y que habiéndolo hecho, y par- 
ticipando como 'participo de la creencia 
de que la jurisprudencia de la suprema 
corte provincial, en los casos que he ci- 
tado,— en algunos de los cuales intervi- 
ne como abogado,— es justa; creo también 
que V. E. no puede declarar nula dicha 
resolución.» (Vista del doctor Malaver, 
fojas 131, vuelta). 

No escapará á la penetración de V. E. 
el vicio fundamental de esta argumenta- 
ción. Para definir la competencia de una 
autoridad respecto de un acto, no es po- 
sible atenerse al juicio que ella misma 
forme sobre la extensión de su poder. 



La jurisdicción emana de la ley y no de 
las opiniones del funcionario que la apli- 
ca, aún cuando conceptúe muy' justa y 
conveniente la interpretación que con- 
traría abiertamente sus preceptos. De 
otro manera, todo magistrado sería com- 
petente para cualquier acto que ejecu- 
tare de buena fe. El error excluye la 
culpabilidad y exime de pena, pero la 
legislación admite elementos externos 
para apreciar si los actos de un magis- 
trado son contrarios á la ley expresa 
invocada en los autos, como lo comprue- 
ba el artículo 245, inciso I o del código 
penal. 

Si el poder ejecutivo hubiera resuelto 
desfavorablemente la gestión del señor 
López, bajo el punto de vista de sus fa- 
cultades administrativas, nada habría 
que observar, porque toda autoridad es 
competente para declarar su incompe- 
tencia; pero si lo hubiera hecho pronun- 
ciando la nulidad jurídica de 1;í venta 
realizada por el gobierno de López á 
madame Lynch, no solamente se le ne- 
garía la facultad de dictar un fallo seme- 
jante, sino que, como se verá más adelan- 
te, le ha sido positivamente negada por 
el señor procurador general de la nación 
Dr. Costa con aceptación del poder 
ejecutivo. Por otra parte, para que 
el reconocimiento de los derechos del 
señor López sea válido, es necesario 
que la facultad de decretar ese reco- 
nocimiento resulte del texto ó del 
espíritu de la lev, y si el señor pro- 
curador general de' la nación doctor 
Malaver, no se ha atrevido á afirmar que 
el decreto de 12 de mayo de 1888 se ajusta 
á la letra y al espíritu de la ley de 27 de 
octubre de 1SS4, si no señala tampoco 
otra ley cualquiera que confiera al poder 
ejecutivo la indicada facultad, no con- 
cibo cuál pueda ser el fundamento de la 
jurisdicción que se reconoce al poder 
ejecutivo para ejercerla. 

La oficina de tierras y colonias, en su 
citada nota de I o de abril de 1891, había 
afirmado perentoriamente la incompe- 
tencia del poder ejecutivo con una consi- 
deración ilevantáble. «La constitución 
de un título de propiedad, dice, no es un 
acto de mera administración. Ya se 
trate de actos de enagenación por venta, 
cesión, etc, ya del reconocimiento de 
derechos posesorios, es indispensable 
que el poder ejecutivo se halle debida- 
mente autorizado por una ley. Ahora 
bien: ¿qué ley confiere al poder ejecutivo 
la facultad de reconocer como válidas 
las enagenaciones hechas por gobiernos 
extrangeros en territorios argentinos, 
aun cuando se tratase de actos practi- 
cados de buena fe? No existe más ley 
que confiera al poder ejecutivo faculta- 
des de tal naturaleza que la del 27 de oc- 
tubre de 1884, y en ella, como se ha vis- 
to, no se trata de actos emanados de 
gobiernos extranjeros.» 

Cuando madame Lynch presentó su 
primera reclamación al poder ejecutivo, 
no lo hizo porque reconociera en él la 
facultad de aprobar ó desconocer la ven- 
ta realizada por el tirano López. La ley 
de colonización de 1S76 estableció en su 
artículo 103 que las personas que en esa 
fecha poseyesen ú ocupasen tierras na- 
cionales por concesión del congreso ó 
por cualquier otro título, procediesen á 
registrarlos en la oficina de tierras y co- 
ló iiias «dentro de los seis meses siguien- 
tes al establecimiento de esta>. Esta dis- 
posición no tenía por objeto constituir al 
poder ejecutivo en juez de los referidos 
títulos. Tratándose de, implantar un sis- 
tema de colonización en territorios de 
propiedad del estado, era necesario co- 
nocer los derechos, reales ó supuestos 
que alegaran los ocupantes y tomar ra- 
zón de ellos, en un plazo breve, para los 
fines á que en cada caso hubiera lugar 
según derecho. Si madame Lynch ocu- 
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rrió al poder ejecutivo fué porque el plazo 
legal estaba vencido. Veamos ahora por- 
qué razones negó el poder ejecutivo la 
inscripción solicitada. 

«V. E., dijo el produrador general doc- 
tor Costa, en la vista que el poder ejecu- 
tivo adoptó como resolución, ha llamado 
acertadamente mi atención sobre la esti- 
pulación del tratado de límites con el Pa- 
raguay, que declara pertenecer á la Re- 
pública Argentina el territorio del Cha- 
co hasta el canal principal del río Pil- 
comayo. He recorrido, con este motivo, 
todos los antecedentes de la negociación 
que precedió al tratado, y con especiali- 
dad el memorándum del negociador ar- 
gentino general Mitre y ei contra-me- 
morándum del ministro paraguayo señor 
Miranda. De ellos resulta que el gobier- 
no argentino no abrigó jamás la 'más li- 
gera duda acerca de su perfecto derecho 
al territorio del Chaco hasta la margen 
meridional del Pilcomayo. Al mismo 
tiempo sostuvo el negociador argentino 
que el Paraguay ningún título tenía al 
expresado territorio, ni que arrancara 
del régimen colonial, ni que pudiera apo- 
\<-arse en la posesión que nunca tuvo di- 
cha república, por no poder considerarse 
tal algunas guardias militares ambulan- 
tes que de tiempo en tiempo hacían la 
policía del río. Él plenipotenciario para- 
guayo sostuvo débilmente los derechos 
de su gobierno, y el tratado definitivo dio 
toda la razón al argentino, sin que ni 
una. reserva, ni siquiera una alusión se 
con si guara en favor de los derechos pri- 
vados que la. pretendida posesión del 
Paraguay pudiera haber constituido. 

«Partiendo de este hecho, de que no es 
posible prescindir sin ponerse en abierta 
contradicción con los principios defen- 
didos antes, legítimamente se deduce 
que la venta que hizo el gobierno del 
Paraguay de un terreno al que ningún 
Ululo tenía, no tiene para la Repú- 
blica Argentina, valor alguno. Pero hay 
un argumento más concluyeme todavía. 
Por el tratado de alianza del I o de mayo 
de 1865, el gobierno argentino declaró 
solemnemente que el río Paraguay era 
el límite de hecho y de derecho del terri- 
torio de la república. La venta á la señora 
Lrach es de fecha posterior. Su solicitud 
fué presentada, en agosto de 1865 y 
recién en 1867 recayó el decreto defini- 
tivo. El gobierno del Paraguay vendía, 
pues, á sabiendas, un terreno disputado, 
una cosa litigiosa por lo menos. Y no se 
trata en este caso de un poseedor bono, 
fide, que hubiera invertido su capital y 
su trabajo en aquellos territorios. El 
gobierno del Paraguay vendía. para aten- 
der á los gastos de la. guerra y la com- 
pradora lo sabía bien, según de su mismo 
escrito resulta. 

«¿En virtud de qué principio del dere- 
cho" civil ó internacional, terminaba el 
doctor Costa, podría pretenderse que el 
gobierno argentino reconociera una ven- 
ta semejante? Repito que no vacilo en 
pedir á V. E. que no haga lugar á la toma 
de razón que se solicita. 

«Sí? observará que no incumbe á V. E. 

DECLARAR LA NULIDAD DE UNA TRANSAC- 
CIÓN QUE DEBE SER JUZGADA CON ARREGLO 

Á los principios del derecho. ¿Yo se ne- 
gará, empero, que está en las atribuciones 
de V. E. rehusar su asentimiento á una 
formalidad que bien podría interpretar- 
se como un principio de la legitimidad 
de un acloque V. E. no puede menos de 
considerar ilegítimo y vicioso.» (Dicta- 
men del doctor Costa fs. 77). 

Como se ve, el señor procurador ge- 
ner; 1 de la nación y el gobierno que 
adoptó como resolución su vista, enten- 
dían que el poder ejecutivo no podía 
pronunciarse sobre la nulidad del título, 
y por consecuencia, tampoco podía reco- 
nocer su validez. Pero como se trataba de 
un acto evidentemente ilegítimo y vi- 



cioso, el poder ejecutivo no estaba en el 
caso de consentir que el cumpliente de 
una simple j ' ormalidad administrativa, 
con aquiescencia de un poder público, 
lo revistiera de ciertas apariencias de 
legitimidad Este y no otro es el alcance 
de la resolución del poder ejecutivo de 
27 de marzo de 1883. 

Quedaban asi á salvo los derechos de 
la recuirrente para ocurrir á los tribu- 
nales en demanda del reconocimiento de 
su título, en virtud de la incompetencia 
declarada del poder ejecutivo para juz- 
garlo con arreglo á los principios del 
derecho; y madame Lynch solicitó al 
efecto la venia del honorable congreso. 

La elocuente discusión que con este 
motivo tuvo lugar en la cámara de dipu- 
tados, suministra nuevos argumentos so- 
bre la incompetencia del poder ejecutivo 
é ilustra bajo otros aspectos la cuestión 
que V. E. está llamado á resolver. 

Aceptando de plano el carácter con- 
tencioso judicial del asunto, la mayoría 
de la comisión de negocios constitucio- 
nales, en la sesión cíe 13 de agosto de 
1884, aconsejaba se concediera el per- 
miso solicitado por madame Lynch. In- 
formando á su nombre el señor diputado 
doctor Dávila, hizo una lucida exposición 
relativa á los antecedentes y fundamen- 
tos del requisito de la venia para deman- 
dar á la nación, y sin entrar al fondo del 
asunto, pues creía que el Congreso no 
debía hacerlo, concluía diciendo que bas- 
taba la más ligera duda sobre el derecho 
de la recurrente para abrirle «la puerta 
de los tribunales, á fin de que pueda dis- 
cutir sus pretenciones, haciendo que se 
resuelva alli la cuestión, en nombre de 
la ley y de la justicia, después de oírlas 
pretenciones de una 3^ otra parte, después 
que por una y otra parte se produzcan 
las defensas respectivas y la exposición 
de los fundamentos de sus" recíprocos de- 
rechos.» 

La minoría de la comisión, cuyo miem- 
bro informante era el diputaoío doctor 
Serú, se oponía á la concesión de la ve- 
nia, planteando la cuestión desde otra 
faz. «Es indudable, decía, que el congre- 
so no puede consentir que la nación se 
vea envuelta en continuos y perpetuos 
pleitos, dependientes sólo de la volun- 
tud y del capricho de los particulares: es 
también indudable que el congreso no 
puede permitir que la nación, sea. arras- 
trada ante los tribunales por reclama- 
ciones notoriamente injustas y fraudu- 
lentas, lo que hace suponer, como conse- 
cuencia, la necesidad y la conveniencia 
de que el congreso penetre los funda- 
mentos esenciales de la reclamación que 
se entable ante los poderes públicos. 
Y es innegable que si el congreso tuviese 
la conciencia clara y evidente de que la 
reclamación fuera notoriamente iniusta, 
fraudulenta, debería en consecuencia 
negar este permiso.» 

Más adelante agregaba el orador: «creo 
que es necesario entrar también á apre- 
ciar el fondo de justicia que encierra es- 
ta reclamación». «Mientras el congreso 
ejercita la facultad de otorgar ó negar la 
venia, es necesario que se dé cuenta de 
su deliberación; es necesario que se sepa 
por qué la acuerda ó por qué la niega». 

«La señora Elisa A. Lynch obtuvo por 
venta hecha por el gobierno del Para- 
guay el año 1867, una zona de territorio 
situado ala margen derecha del río Pil- 
comayo, es decir, una zona de terreno si- 
tuada dentro de los límites territoriales 
de la República Argentina, que ésta ha 
considerado como de su propiedad, sin 
discusión, sin deliberación de otro poder 
extraño á su soberanía; derecho que ha 
consignado en sus tratados, en sus rela- 
ciones diplomáticas, y del cual no pode- 
mos separarnos como miembros del par- 
lamento argentino. 

«Yo sé, señor presidente, que si se con- 



sultan los memorándums de los ministros 
que representaron á la nación paraguaya, 
podrá encontrarse argumentos para sos- 
tener que la República Argentina no tu- 
vo una jurisdicción efectiva sobre el te- 
rritorio situado á la margen derecha del 
río Pilcomayo y comprendido entre éste 
y el río Bermejo. 

«Pero si se ha tenido la prolijidad de re- 
visar nuestros propios antecedentes, de 
leer el memorándum con que el general 
Mitre sostuvo en sus negociaciones nues- 
tros derechos sobre esta zona de terri- 
torio; si se ha tenido cuidado de estudiar 
los antecedentes compilados por el señor 
Carranza, encargado por el gobierno ar- 
gentino de reunir los que pudieran ser- 
vir al objeto de ilustrar la decisión del 
arbitro, se comprenderá que es indiscu- 
tible el derecho y la posesión de la Repú- 
blica Argentina sobre ese territorio. 

«Este derecho ha sido consignado en 
el tratado de la triple alianza celebrado 
en 1865; este derecho ha sido reconocido 
en el tratado definitivo de límites que la 
República Argentina ha celebrado con el 
gobierno del Paraguay. Y si el gobier- 
no del Paraguay ha reconocido por repe- 
tidas veces que la República Argentina 
ha tenido y tiene, sin contradicción de 
ningún género, derecho de dominio, de- 
recho señorial, sobre esa porción de te- 
rritorio ¿cómo podemos nosotros otorgar 
esta venia, lo que importaría hasta cier- 
to punto establecer la duda sobre si la 
nación arge itina ha tenido ese derecho 
jurisdiccional? 

«El otorgamiento de la venia, señor 
presidente, importa, implícitamente, una 
declaración de que es discutible el punto 
origen de esta solicitud. Y para noso- 
tros como argentinos; para nosotros 
como hombres; para nosotros como 
miembros del congreso, no debe ser 
nunca discutible lo que la nación ha sos- 
tenido con sus armas y con su sangre, lo 
que ha establecido en sus tratados, lo 
que ha proclamado en sus relaciones 
internacionales.» 

La cámara aceptó por 24 votos contra 
23 el dictamen de la minoría de la comi- 
sión de negocios constitucionales, ne- 
gando á la señora Lynch la venia para 
gestionar ante los tribunales el recono- 
cimiento de sus títulos. (Diario de sesio- 
nes, cámara de diputados, 1884, tomo I o , 
páginas 674 á 696). 

Si se estudia atentamente el alcan- 
ce de esta resolución, y de las decla- 
raciones que en el luminoso debate la 
precedieron, se advierte que la compe- 
tencia de los tribunales para juzgar el 
punto, y en cierto sentido del congreso, 
quedó terminantemente afirmada, sin que 
una sola expresión se avanzase en el sen- 
tido de reconocer dicha competencia en 
el poder ejecutivo. 

Así, el diputado doctor Dávila decía: 
«Es este un caso de corte, establecido por 
el artículo 100 de la constitución: corres- 
ponde á la suprema corte y á los tribuna- 
les inferiores de la nación el conocimien- 
to 3- decisión de todas las causas que ver- 
sen sobre puntos regidos por la constitu- 
ción y por las leyes" de la nación, con la 
reserva hecha en el inciso 2 o del artículo 
67, y por los tratados con las naciones ex- 
tranjeras. Y no se diga que cuando la 
constitución hace un "caso de corte de 
las cuestiones que versen sobre tratados, 
se refiere á la validez de los tratados. No, 
señor: se refiere á los derechos privados 
que con ocasión de los mismos tratados 
pueden caer ó pueden levantarse. 

«Entonces, pues, el poder ejecutivo ha 
hecho perfectamente bien en no conce- 
der un título que puede significar el ver- 
dadero reconocimiento, irrevocable y de- 
finitivo, de un derecho, por que esto co- 
rresponde á la corle, como lo establéce- 
la constitución.' El señor diputado Cal- 
vo agregaba: «El reclamo de tierras, en 
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territorios que han cambiado de sobe- 
ranía (no era este el caso) es como lo 
ha dicho muy bien el señor diputado 
miembro informante, un acto eminente- 
mente judicial; es una alegación de dere- 
chos que puede ser atendible, que puede 
no ser atendible, que puede ser fundada 
en la legislación anterior, que puede ser 
fundada en la legislación vigente; que 
puede ser fundada en simples hechos, 
más ó menos bien establecidos. Luego, 
la deducción clara y lógica de esta situa- 
ción, es que todo reclamante de tierras 
debe ocurrir como denunciante á los tri- 
bunales de justicia; porque si emanan es- 
tos reclamos de los tratados, es claro que 
entran en la órbita del poder judicial; 
porque son la interpretación de un trata- 
do, que es ley propiamente, y se hace el 
examen de uñ título que puede ser bueno 
ó malo.» Citaba el señor Calvo, para ro- 
bustecer su opinión, el párrafo final en la 
vista del señor procurador general, doc- 
tor Costa y la resolución gubernativa de 
27 de marzo de 1883. 

En presencia de estas trascripciones, 
no puede quedar duda alguna sobre el 
espíritu de la decisión déla cámara de 
diputados negando la venia solicitada 
por madame Lynch. Al aceptar las ideas 
de la minoría, por no tratarse de un te- 
rritorio que hubiere cambiado de sobe- 
ranía, sino de un territorio perteneciente 
á la soberanía argentina cuando la venta 
se llevó á cabo, se afirmaba la jurisdic- 
ción del congreso para rechazar in li- 
mine ia reclamación, impidiendo que 
lucra llevada á la justicia federal. No 
entendía seguramente la cámara, ni po- 
día sospechar siquiera, que, cerradas las 
puertas de los tribunales, en nombre de 
graves consideraciones públicas, manos 
atrevidas y poco escrupulosas habían de 
forzar más tarde las del poder ejecutivo, 
para arrancarle el reconocimiento de 
un acto oficialmente calilicado de ilegí- 
timo y vicioso, por funcionarios de la 
altura moral y política del general Roca, 
del Di: Irigoyen y del Dr. Costa. 

El señor procurador general de la na- 
ción doctor Malavcr, ha afirmado que la 
competencia del P. E. para dictar el de- 
creto de 12 de mayo de 188S, surge del 
contexto de toda esa lev, la de 27 de octu- 
bre de 1834; sin que esto quiera decir 
que tai interpretación y el reconocimien- 
to que fué su consecuencia, se ajusten 
á la tetra y al espíritu de dicha lev.» 
Examinaré este punto, analizando, ante 
todo, los antecedentes de la tercera re- 
clamación interpuesta sobre los terre- 
nos de madame Lynch. 

En marzo de 1885 el señor López com- 
pareció ante V. E. como cesionario ó do- 
natario de su señora madre, invocando 
el carácter de ocupante de los terrenos 
sobre el Pilcomayo, y pidiendo la reva- 
lidación ele su título, por estar su caso 
comprendido en el espíritu del artículo 
I o de la ley de 27 de octubre de 1884. 

Consultada la opinión del señor procu- 
rador del tesoro, este funcionario demos- 
tró la absoluta falta de fundamento de las 
pretensiones del señor López, no obstan- 
te la excesiva habilidad con que se reno- 
vaban, bajo una nueva forma, anteV. E. 
«La ley de 1S84, decía el doctor Marcnco, 
en su dictamen de fojas 56,— reconoce á 
los particulares dos clases de derechos 
sobre las tierras públicas de los territo- 
rios nacionales:— derecho de propiedad 
—derecho de posesión;— pero cada uno 
de estos derechos debe estar revestido de 
requisitos especiales que la misma ley 
enumera y clasifica. Como propietarios 
reconoce á los ocupantes actuales que 
poseyesen en virtud de títulos de propie- 
dad otorgados por los gobiernos de las 
provincias, antes de la ley de fronteras 
de 1878 para los territorios de la Pampa 
y Patagonia y de la ley de 18 de octubre 



de 18S4 para los del Chaco y Bermejo, 
exigiéndoles sólo que dentro de un tér- 
mino dado, se presenten á revalidar su 
título. Los derechos emanados de la po- 
sesión dependen del tiempo durante el 
cual haya sido ésta ejercida, v según el 
decreto reglamentario, de la importancia 
de los biches que representa la ocupa- 
ción. 

«El señor López pretende que se le re- 
conozca como propietario, v se funda 
para ello en un título de prop'iedad otor- 
gado por el gobierno del Paraguay en 
el año 1867, á'iavor de su señora madre 
de quien él es actualmente cesionario. 

«Apenas se leen el artículo I o de la ley 
y la pretcnsión del recuiTcnte, se com 
prende que el caso no está previsto, y 
con tal fuerza se impone este convenci- 
miento, que él mismo no puede menos de 
confesar que la. letra de la. ley no lo fa- 
vorece, pretendiendo sí que su espíritu 
lo comprende. Son estas sus palabras: 
«El otro extremo mencionado en el ar- 
tículo 1° de la ley de octubre, es el 
título (ha hablado antes de la ocupación). 
La ley se refiere determinadamente d 
títulos de propiedad otorgarlos por los 
gobiernos de las provincias. Para ser 
leal debo consignar literalmente esta 
parte de la ley, porque si bien en su le- 
tra no se comprende exactamente mi 
caso, es indudable que lo comprende en 
su espíritu y objeto, como voy á demos- 
trarlo.» 

«Pero es regla de legislación, continua- 
ba el doctor Marenco, que cuando el 
texto de la ley es claro, no debe eludirse 
la letra bajo íprctexto de penetraren su 
espíritu. "Es á las palabras, es al sentido 
gramatical á lo primero que hay que 
atender, y cuando de este examen 
resulta, claro y completo el pensa- 
miento del legislador, no hav para que 
ir mas allá en busca del elemento lógi- 
co, del elemento histórico ó del elemento 
sistemático, factores á que es lícito y de 
buena escuela recurrircuandohay ambi- 
güedad ó pensamiento deficientemente 

manifestado No puedo, pues, seguir al 

señor López en la laboriosa tarea á que 
con tanto ahinco se dedica para demos- 
trar que atendiendo al espíritu de la 
ley, donde dice gobiernos de provincia, 
debe leerse también gobiernos extranje- 
ros. Serían talve.s, consideraciones de 
equidad las que podrían amparar las pre- 
tensiones del señor López, pero en este 
terreno me esta vedado entrar, después 
de la resolución dictada por V. E. en 27 
de marzo de 1883, de conformidad con lo 
dictaminado por el señor procurador de 
la nación.» 

De este dictamen se dio vista en 28 
de octubre de 1885 al interesado, quien, 
en diciembre de 1886, más de un año des- 
pués, y cuando se había va renovado el 
poder ejecutivo, presento su escrito de 
ís. 59, insistiendo en sus consideraciones 
anteriores, y cxpecialmente, en los prin- 
cipios del derecho internacional que 
antes había invocado. 

Requerida la opinión del señor procu- 
rador general doctor Costa, expidió éste 
.su nueva vista de 7 de abril de 1887 en 
que decía: «don Enrique Solano López, 
cesionario de los derechos de su señora 
madre doña Elisa Alicia Lvnch, á los 
terrenos que á ésta vendió él gobierno 
del Paraguay, viene á renovarla cues- 
tión que fué antas de ahora resuelta por 
V. E. Al amparo de la ley de octubre 2/ 
de 18S4, solicita el señor López la revali- 
dación de los mismos títulos cuya ins- 
cripción fué antes negada á su señora 
madre. 

«Principia el señor López, con reco- 
mendable hidalguía, por reconocer que 
la letra de la ley le es adversa, v se acoje 
ásuespírilu. La ley en efecto,~sc refiere 
á títulos expedidos por los gobiernos de 
provincia, no por los gobiernos extranje- 



ros. Bastará á V. E. la letra, pues cuando 
ella es clara é inequívoca, no es permi- 
tido ocurrir á interpretaciones ó amplia- 
ciones que nada autoriza, y acabarían 
por desvirtuarla 

«Agrégase á esto que en la discusión 
que precedió á la sanción de la ley en 
cuestión, se trató expresa y detenidamen- 
te de los derechos que pudieran invocar 
aquellos que se acogieran á sus beneíi- 
cios, cuando los títulos no arrancaran de 
autoridades argentinas, é importaran, por 
el contrario, el desconocimiento de la ju- 
risdicción nacional. (Sesión del 21 de oc- 
tubre de 1SS4). 

«El espíritu que prevaleció en la discu- 
sión fué, en efecto, que era esta una ley 
de equidad y de favor. 

—«No participo de la opinión de que 
esta no sea una ley de beneficio ó de 
equidad, decia el señor ministro del inte- 
rior. Los argentinos, los chilenos y de- 
más extranjeros, agregaba, deben ser 
comprendidos en sus beneficios. Pero 
¿deberán ser comprendidos también los 
que lejos de haber ocupado en represen- 
tación de la nación, han ocupado para 
hostilizar los derechos de ésta, para des- 
conocerlos? Me parece que sería muy 
violento llegar á esta conclusión.» 

«Decía esta el señor ministro á propó- 
sito de los que pudieran hacer valer la 
posesión de 30 años, no inferior á cual- 
quier otro título, en los terrenos delNeu- 
quén, amparados por la jurisdicción que 
sobre ellos habían pretendido ejercer 
las autoridades chilenas, antes de que las 
armas de la nación llegaran á aquellas 
apartadas regiones. 

«Partiendo de estos antecedentes, no 
es posible admitir por un momento que 
el señor López pueda acogerse á los 
beneficios de una ley cuyo único y ex- 
clusivo objeto, en su letra y en su espí- 
ritu, era favorecer á los que, ya por tí' 
tulos otorgados por los gobiernos de 
provincia, ya por una larga posesión, 
hubiesen ocupado la tierra al amparo de 
las leyes argentinas. Los derechos que 
pudieran arrancar de origen extranjero 
fueron mencionados con j'recuencia en 
aquella discusión, y excluidos intencio- 
nal y marcadamente. 

«Quedaron, sin duda, bajo la garantía 
del derecho internacional, y es este dere- 
cho el único que, á mi juicio, puede hacer 
valer el señor López. 

«Asi lo comprende él visiblemente, á 
juzgar por la extensión que da á la discu- 
sión de los principios en que apoya su 
solicitud. 

«Nadie los pone en duda. Nadie desco- 
noce que cuando una nación sustituye á 
otra en la jurisdicción que ejercía sobre 
un territorio cualquiera, esta sustitución 
en nada altera los derechos inherentes 
al dominio privado. No es este empero 
el caso. 

«Ei gobierno del Paraguay vendió el 
terreno en cuestión, después de declara- 
da la guerra, después que la nación pro- 
clamó y afirmó sus derechos en un docu- 
mento solemne, que aunque privado, se 
hizo luego público, según es de indiscu- 
tible notoriedad. 

«¿En tales condiciones, será válida Ja 
venta para el gobierno argentino? Si el 
gobierno argentino hubiera enagenado 
terrenos en Bahía Negra, ¿el gobierno 
del Paraguay estaría obligado á respetar 
tal enagenación? Pendiente de las armas 
la suerte del territorio en litigio, ninguno 
délos belijerantes ha podido constituir 
sobre él derechos que no dependieran de 
la victoria ó de la derrota, á la manera 
que no puede un particular constituir so- 
bre la cosa en litigio derechos que liguen 
al que disputa su dominio. 

«Pero es esta cuestión resuelta ya por 
el poder ejecutivo y aún por el congreso, 
al negar á la señora Lvnch permiso para 
llevarla á la justicia, "Escuso, por tanto, 
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detenerme en más extensas cor¡<-«ki ora- 
ciones, y terminaré pidiendo á V. K se 
sirva desestimar la solicitud del señor 
Lope;?.».,.,. , 

Después de cs'íaf;. concluycntcs demos- 
traciones, parecería im|)o"sib;e . .qwc se 
continuase invocando la ley de 2'7 dé oc- 
tubre de 1884, como fundamento de la 
competencia del poder ejecutivo para el 
reconocimiento de los títulos de madamc 
Lynch; y así lo comprendió la olicina de 
tierras y colonias cuando dijo ¿i V. E. en 
stt nota de fojas 109: «La idea de aplicar 
al caso de la señora Lynch la ley de 27 de 
bciübfe delS84(?s/«« 'absurda que sor- 
prende cónio lia podido /jdopiarsé y ex- 
ponerse con seriedad. Esa ley al dispo- 
ner que se reconozcan y revaliden los tí- 
tulos expedidos por los gobiernos de las 
provincias, se ha referido única y exclu- 
sivamente á los estados que forman la na- 
ción argentina, bajo el régimen consti- 
tucional que. los gobierna. Los actos del 
gobierno del Paraguay en nuestro terri- 
torio, no se han tomado en cuenta, ni po- 
dían tomarse, en una ley argentina des- 
tinada á subsanar los títulos otorgados 
por autoridades incompetentes, pero ar- 
gentinas también.» 

El interesado señor Peny, en su escri- 
to de fojas 225, al cual me referiré más 
adelante, insiste en denunciar á V. E. la 
irrespetuosidad de este lenguaje, olvi- 
dando que la oficina de tiernas obedecía 
aun mandato superior, v debía pronun- 
ciarse con toda libertad y conciencia, 
sin esas atenuaciones y cobardías de len- 
guaje que revelan la falta de convicción 
ó el propósito de disfrazar la verdad. Yo 
aceptaría deliberadamente la responsa- 
bilidad de esa misma íalta de respeto, si 
la hubiera, porque no solamente consi- 
dero absurda la tergiversación que. se ha 
hecho de la lev de 27 de octubre de 1SS4, 
sino que me atrevería á caliíicarla de un 
verdadero escándalo. 

La división de los poderes no es una 
teoría vana para deslumhrar á los niños 
de escuela con el aparato de un gobierno 
limitado, contrapesado en sus 'diversas 
ramas, que asegura la justicia y el impe- 
rio de la ley: es un principio esencial de 
nuestra organización política, que tiene 
su aplicación en el texto preciso de las 
cláusulas constitucionales. Los poderes, 
aunque armónicos, están separados en el 
ejercicio de sus atribuciones privativas. 
La esfera de acción de cada uno de ellos 
ha sido exactamente deíinida por la cons- 
titución, no pudiendo ninguno ultrapa- 
sarla. 

Así, en el presente caso, si el reco- 
nocimiento hecho á favor del señor Ló- 
pez se asimila á un acto de enajenación, 
se halla comprendido en las facultades 
exclusivas del congreso, con arreglo al 
artículo 67, inciso 4 o de la constitución, 
y el P. E. no habría podido decretarlo 
sino en los propios términos en que el 
congreso hubiera autorizado la cnage- 
nación: si se considera el derecho de ma- 
damc Lynch como una acción contra la 
nación argentina, en su capacidad de 
persona del derecho de gentes, se tra- 
taría de una obligación externa deí es- 
tado y caería igualmente bajo la juris- 
dicción del congreso en virtud deí árt. 67 
inciso 6°; si el reconocimiento de los 
referidos títulos se toma como un acto 
de soberanía, derivado del arreglo de 
los límites de la nación ó de la organi- 
zación de los territorios nacionales; ó se 
mira, por último, como el ejercicio de 
un poder implícito no especificado en la 
ley fundamental, caería, del mismo modo, 
bajo la jurisdicción del congreso, según 
los incisos 14 y 2S del citado art 677 

Pero no se trata de nada de esto. La 
señora Lynch y su cesionario apoyaban 
sus pretcnsiones en un título de propie- 
dad, á su juicio perfecto; invocábanlas 
garantías constitucionales de un derecho 



civil que tiene su aiiípany en los tribu- 
nales de justicia, y por consecuencia su 
reclamación caía bajo la jurisdicción ex- 
clusiva del podí'r' judicial (art. 100 de 
la constitución). 

Y esto se comprueba aún ixiás, teniendo 
presente que para el reconocimiento del 
fytiHcf de Ja señora Lynch no bastaba una 
simple déti;-ión sobre los extremos com- 
prendidos en ííi resolución del poder 
ejecutivo; era indispensable, además, 
juzgarla validez de la enajenación hecha 
por el gobierno del tirano López con 
arreglo á las leyes del Paraguay," {timan- 
do en cuenta todas las circunstancias, 
de fondo ó de forma, que determinan la 
validez ó nulidad de un título, entre las 
cuales figura, eri primera linea, la capa- 
cidad de los contratantes. ¿Podía el po- 
der ejecutivo pronunciarse legalmente 
sobre estos puntos, sin usurpar Cancio- 
nes judiciales^ 

Se dirá que, al negar la Venia, el congre- 
so impidió que la señora Lynchocurriera 
á la autoridad competente. El hecho es 
exacto^ pero sin apreciar si el congreso 
procedió bien ó desacertadamente al ne- 
gar la Venia, y aún salvando toda opinión 
sobre el valor de este requisito exigido 
por la jurisprudencia para demandar á la 
nación, loque correspondía en tal caso 
era pedir al congreso la reconsideración 
del asunto, ó llevarle directamente la re- 
clamación para que se avocase su cono- 
cimiento; no pudiendo sostenerse que la 
decisión del congreso que oponía un obs- 
táculo insuperable á las acciones que 
madamc Lynch pudiera intentar, diera 
origen á una jurisdicción excepcional del 
poder ejecutivo para el reconocimiento 
del título. 

Y si se pretendiese que la ley de 27 de 
octubre de 1884 vino á corregir los efec- 
tos de la resolución del congreso, permi- 
tiendo al poder ejecutivo "reconocer el 
titulo que no se consideró merecedor si- 
quiera de un debatejudicial, sería nece- 
r'io que alguna cláusula de la ley, ó de la 
discusiónque la precedió, en una ú otra 
cámara, autorizara, directa ó indirecta- 
mente, una interpretación tan forzada. 

El señor procurador general, el del te- 
soro v el interesado mismo, establecen 
que no hay en la lev una sola palabra re- 
lativa á los títulos otorgados por gobier- 
nos extranjeros; «que el caso de. la señora 
Lynch no esleí comprendido en su texto» 
Si la mente del congreso hubiera sido 
amparar los títulos extranjeros ¿cómo 
se explicaría esta omisión, cuando la di- 
cusión déla ley de derechos posesorios 
tuvo lugar dos meses después de negada 
la venia á madamc Lynch, en la cámara 
que tanta atención había prestado á ese 
asunto, consagrándole un largo debate 
en-que tomaron parte numerosos orado- 
res, v teniendo su opinión tan dividida 
que la resolución final se adoptó por un 
voto de mayoría, subsistente en dos vo- 
taciones sucesivas? 

No repetiré los argumentos aducidos 
por el señor procurador general y por el 
señor procurador del tesoro, en los dic- 
támenes que he trascripto, por la fuerza 
convincente de su ilustrada palabra; pero 
si ampliaré sus consideraciones, para 
que se vea que es de todo punto aventu- 
rado afirmar que el contexto de la ley de 
1884, confiera competencia al poder eje- 
cutivo para el reconocimiento decretado 
el 12 de mavo de Í8SS. 

La ley de 27 de octubre de 1884 tiene 
antecedentes legislativos que la explican 
v fijan su espíritu, sin dejar lugar á la 
menor duda; antecedentes que, si bien no 
forman parte de la ley misma, y jamás 
pued :n invocarse para contrariar su 
texto, sesún las reglas de una sana inter- 
pretación, son de una importancia capi- 
tal cuando, como en el presente caso, 
corroboran v confirman el texto mismo, 
cerrando todos los intersticios que pudie- 



ran servir á una astucia refinada para 
eludirlo. 

Sancionada la ley de organización de 
Ion territorios nacionales y fijados sus 
límites con las provincias," el gobierno- 
tenía que determinar la condición délos 
ocupantes de esos territorios, sea que 
c--:hibieran títulos expedidos 'por las pro- 
vincias- antes de la demarcación de lími- 
tes, ó q«e fuesen simples poseedores. 
Nuestra tradición legislativa ha sido 
constante en el sentido de premiar álos 
primeros ocupantes del desierto, donán- 
doles la tierra ó reconociendo su dere- 
cho á adquirirla á bajo precio. Puede 
decirse que aún está vigente la doctrina 
establecida por el soberano congreso 
de 1819 cuando decía: «á los pobladores, 
no tanto por título de gracia, cuanto de 
rigorosa justicia, les corresponde el de 
propietarios de unos terrenos que han; 
sabido adquirir y tendrán que conservar, 
sin participar de la protección y salva- 
guardia que dispensa el estado á las de- 
más propiedades que están comprendi- 
das dentro de las lineas de demarcación 
de las fronteras; siendo, por lo mismo, 
muv digno también de la beneficencia de. 
V. É., además de franquearles los títulos 
de los terrenos que así adquieran ó ha- 
yan adquirido antes de ahora, manifes- 
tarles igualmente su gratitud por las ven- 
tajas qtie en el país refluyen de sus traba- 
jos y fatigas.» (Contestación de 18 de 
'lebrero de" 1819. Recop. de L. y D. 1836, 
tomo I o , pág. 131). 

Al mismo espíritu de equidad que tras- 
parentan estos elevados conceptos, res- 
pondió la ley de 27 de octubre de 1884. El 
provecto formulado por la comisión de 
la cámara de diputados se refería única- 
mente á los ocupantes de la Pampa y de 
la Patagonia. Explicando el dictamen de 
la comisión, el diputado doctor Argento 
decía:-- -«El poder ejecutivo presentó 
un proyecto de lev que la comisión ha 
creído conveniente modificar, y lo ha he- 
cho hasta cierto punto radicalmente, por 
cuanto ha tenido en vista que estos ocu- 
pantes va habían tomado posesión de los 
territorios en virtud de concesiones he- 
chas por algunos gobiernos de provincia, 
parliculanucule por algunas leyes de 
tierras dictadas por la provincia de Bue- 
nos Aires» «El poder ejecutivo en el 

artículo I o del proyecto que ha presen- 
tado á la cámara, nías ó menos igual al de 
la comisión, establece que á los ocupan- 
tes de tierras, con títulos otorgados por 
las provincias, se les reconoce su propie- 
dad en la extensión determinada, siem- 
pre que se presenten al gobierno nacio- 
nal á revalidar sus títulos dentro del tér- 
mino de seis meses» — 

«También está conforme la comi- 
sión con otorgar el derecho de propiedad 
á los poseedores de treinta años, porque 
estos podrían ya hacer valer sus dere- 
chos de propiedad, en virtud de la pres- 
cripción, puesto que es el término más 
largo marcado por las leyes generales.» 

Explicaba enseguida el doctor Argento 
los derechos reconocidos á los poseedo- 
res de cinco á diez, de diez á veinte y de 
veinte á treinta años, según la gradación 
adoptada por la comisión. «Por el ar- 
tículo 8°, agregaba, se determina que no 
se podrá vender á un mismo individuo 
una área mavor de. tres leguas cuadra- 
das, con excepción de los comprendidos 
en el artículo I o : y este articulo es pre- 
cisamente el propuesto por el poder eje- 
cutivo. Se trata en él de títulos otorga- 
dos de buena fe por los gobiernos de 
provincia, antes de dictada la ley de 
fronteras del año J.S7S, y es claro que 
esos títulos han de determinar la exten- 
sión de la tierra, en la cual no se puede 
hacer ninguna alteración.» 

El señor diputado doctor Gallo obser- 
vó que, estando ya provisoriamente de- 
terminados los límites de los territorios 
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del Chaco ó del Bermejo, «me parece 
que militan exactamente las mismas 
razones para hacer extensivo el proyecto 
también á estos territorios» .... «Propon- 
dría, pues, una modificación al artículo 
que comprenda también á estos territo- 
rios.» 

El Dr. Argento observó que la razón 
por la cual el proyecto se refería á la 
Pampa y Patagonia" es porque eran los 
únicos territorio medidos por "el gobier- 
no nacional, pero que aceptaba la indi- 
cación del diputado Dr. Gallo. Este 
agregó: «Yo puedo garantir á la cámara 
que en la parte del Chaco adyacente á la 
provincia de Salta, hay algunos ocupan- 
tes que tienen títulos expedidos po"r el 
gobierno de esa provincia y que no vie- 
nen á quedar amparados por completo.» 

Aceptada la indicación, dijo el señor 
Puebla: «Yo desearía una pequeña expli- 
cación sobre este artículo. ¿Qué debe 
entenderse por estas escrituras otorga- 
das por los gobiernos de provincia? 

«Señor Argento— Títulos de propiedad 
que puedan tener fuerza, legal. 

«Señor Puebla— ¿De qué clase? 

«Señor Argento— Según la manera co- 
mo los gobiernos de provincia acostum- 
bran dar estas escrituras, sea por título 
oneroso, sea por título gratuito. 

«Señor Puebla— Hablo de la forma. 

«Señor Argento— En cuanto á la for- 
ma, será la escritura pública, los decre- 
tos del gobierno suficientemente autori- 
zados por la. legislatura. . . . 

«Señor P\iebla~Qztedacoustalíido, en- 
tonces, que el título que acuerda la pro- 
piedad podrá ser una ley, un acto gu- 
bernativo ó una escritura pública, según 
el alcance del artículo.» 

«Debo dar, agregó el señor Argento, 
una explicación más, para que conste todo 
esto. La mente de la comisión, al esta- 
blecer el requisito de que los títulos sean 
revalidados por el gobierno nacional, es 
simplemente que se tenga conocimiento 
de aquellos que tienen títulos de propie- 
dad; que se produzca, el registro nacio- 
nal de esta clase de propiedades, para. 
el conocimiento del gobierno. 

«En virtud de las explicaciones que se 
ha dado, el gobierno nacional «o podrá 
menos de aceptar los títulos otorgados 
por los gobiernos de provincia, "siem- 
pre que estén en debida forma. 

«Señor Puebla— ¿.De modo, que según 
la explicación del señor miembro infor- 
mante, sobre el alcance de este artículo, 
quedaría establecido que si, por ejemplo, 
un gobierno de provincia ha hecho do- 
nación á una persona determinada, por 
medio de una le)', de una zona de terreno, 
esa ley sería su título suficiente? 

«De'consiguiente, cuando se presenta- 
se esa persona al poder ejecutivo para la 
inscripción en el protocolo que se forme, 
el poder ejecutivo no tendría otra 

atribución que la de inscribir 

♦Quiere decir que el término revali- 
dar SE REFIERE A LA INSCRIPCIÓN Y NO 

Á otra cosa. Porque el titulo se consi- 
dera válido; no habrá, que revalidarlo. 

«Sr. Argento—Y que esté en la forma 
legal. Es la inteligencia de la ley. 

«Señor Calvo—No puede ser otra. Por 
eso dice: títulos de propiedad.» 

Con estas aclaraciones consignadas ex- 
presamente, para, constancia del alcan- 
ce de la ley, en el diario de sesiones, fué 
aprobado el artículo I o , que es el único 
que se refiere á los ocupantes con títulos 
de propiedad otorgados por los gobiernos 
de provincia, antes de la ley de' fronteras 
de 1878 para los de la Pampa y Patagonia, 
y de la ley núm. 1532 para los del Chaco 
y Bermejo; y debo detenerme en ellas, 
por la importancia que revisten para la 
debida inteligencia de la sanción legis- 
lativa. 

¿Cómo podría considerarse autorizado 
el poder ejecutivo para revalidar por sí 



un título emanado de un gobierno ex- 
tranjero, dentro de las prescripciones de 
la ley de 27 de octubre de 1884, cuando 
ésta no le confiere, según se ha visto, ni 
siquiera la facultad cíe pronunciarse so- 
bre los otorgados por los gobiernos de 
las provincias? La revalidación de estos 
títulos se opera de pleno derecho, por 
mandato legislativo, independiente de la 
deliberación ó juicio de cualquier otra 
autoridad. «Los actuales ocupantes. . . . 
se considerarán propietarios,* dice la 
ley. Todos los funcionarios y ciudadanos 
sometidos á la autoridad del congreso de- 
ben reconocerles tal carácter. El mismo 
poder ejecutivo no podría desconocerlo, 
siempre que se llenasen las condiciones 
de la revalidación legislativa. 

Los extremos necesarios parala reva- 
lidación son: I o posesión anterior á las le- 
yes de 1878 ó de 13 octubre de 1884; 2 o tí- 
tulo expedido por un gobierno de provin- 
cia; 3 o presentación del título para su re- 
gistro, dentro del plazo legal. 

La facultad conferida al poder ejecuti- 
vo por la ley de 1884, es la de tomar cons- 
tancia de la revalidación, mediante el 
registro, apreciando la posesión y la au- 
tenticidad del título. Juez de los hechos 
invocados para comprobar aquella, y de 
las formas externas para cerciorarse de 
ésta, el poder ejecutivo al aceptar el títu- 
lo y ordenar su registro no efectúa la re- 
validación, sino que la acredita, certifi- 
cando que se han llenado los requisitos 
legales para que ella tenga lugar. En 
ningún caso ha podido el poder ejecuti- 
vo resolver desconociendo un título au- 
téntico, ni modificar ó suprimir las con- 
diciones de la revalidación legal. En 
esta última hipótesis, la revalidación 
sería nula, porque no emanaría del po- 
der legislativo del congreso, sino de un 
acto ejecutivo, practicado con evidente 
usurpación de atribuciones legislativas. 
Tal es el concepto lega] del decreto de 
12 de mayo de 1888, por el cual se alte- 
raron sustancialmente las condiciones 
legales, sin las cuales no existe revali- 
dación. 

Ese decreto es una nada jurídica, que 
no puede crear derecho alguno á los 
beneficiados por sus disposiciones. Ese 
decreto es, pues, el acto abusivo, arbi- 
trario y nulo, de una autoridad eviden- 
temente incompetente para dictarlo. 

No seguiré extractando la interesante 
discusión relativa á los demás artículos 
de la ley, porque todos ellos se refieren 
á los derechos reconocidos á los posee- 
dores sin título; bastándome para los 
fines de este informe, repetir con el 
señor procurador general doctor Cos- 
ta, que «los derechos que pudieran arran- 
car de origen extrajero fueron mencio- 
dos con frecuencia en aquella discusión, 
y escluidos intencional y marcada- 
mente.» 

La discusión de la ley en el senado, 
corrobora plenamente las declaraciones 
hechas en la cámara de diputados al 
sancionarla. El doctor Zapata, como 
miembro informante de la comisión res- 
pectiva, expuso al senado las razones y 
principios de la ley, que fueron acepta- 
dos sin observación. Al tratarse de la fa- 
cultad conferida al P. E. para determinar 
los medios de prueba de la posesión, el se- 
ñor Baibiene observó que esa atribución 
era esencialmente legislativa. Con tal mo- 
tivo, dijo el señor Zapata: «La comisión 
ha creído y lo ha creído también la cáma- 
ra de diputados al sancionar el proyecto, 
que esta disposición es más bien admi- 
nistrativa que legislativa, desde que las 
disposiciones generales á que tiene que 
sujetarse el poder ejecutivo las da 
la. misna ley. De manera, pues, que 
el poder 'ejecutivo NO PUEDE 
APARTARSE DE ESTAS DISPOSI- 
CIONES, que son legislativas, fijadas 
por el congreso. Se establece en el pro- 



yecto en qué condiciones debe couside 
rarse á los propietarios que se presenten 
á justificar su posesión, y el poder ejecu- 
tivo no puede cambiar 'esta base gene- 
ral.» .... «{Hay peligro en que este dere- 
cho se le acuerde al poder ejecutivo? 
Absolutamente no, desde que no puede 
de ninguna, manera falsearse los prin- 
cipios FUNDAMENTALES ESTABLECIDOS EN 

la ley.» Más adelante agregaba el doc- 
tor Zapata: «Creo que esta misma dis- 
cusión le va á indicar al poder ejecutivo 
además de las prácticas que es costumbre 
observar en estos casos, que no se puede 
separar de la ley. Esta la estamos inter- 
pretando nosotros con estas observacio- 
nes. No le queda al poder ejecutivo otro 
camino sino sujetarse á la. ley, y cuando 
se autoriza al poder ejecutivo pafaque re- 
glamente una ley, se entiende que no es 
para que lo haga desvirtuándola; y 
nosotros, con esta discusión, damos más 
claridad al espíritu que se ha tejiido al 
dictarla». Aparte de la importancia de es- 
tas declaraciones, consta en la citada dis- 
cusión un hecho curioso en alto grado: 
uno de los senadores empeñados en ce- 
rrar la puerta á las interpretaciones ar- 
bitrarias de la ley que pudiera hacer el 
poder ejecutivo, fué el mismo que autori- 
zó cuatro años después, como presidente 
de la República, el falseamiento más in- 
calificable de sus prescripciones. (Diario 
de sesiones del senado 1884, páginas 972 á 
975). 

Por lo demás, al reglamentar la ley, el 
poder ejecutivo no se apartó una linea de 
sus mandatos, y el artículo I o del decreto 
de 20 de enero de 1S85, es una confirma- 
ción de las consideraciones que he 
expuesto hasta aquí. «Los actuales ocu- 
pantes, dice, que poseyesen en vir- 
tud de títulos de propiedad otorga- 
dos por los gobiernos de las pro- 
vincias, EN LAS CONDICIONES ESTABLE- 
CIDAS POR LA LEY N° 1552 DE 27 DE OCTU- 
BRE del año anterior, serán conside- 
rados propietarios si se presentasen á 
revalidar sus títulos debidamente legali- 
zados. La presentación se hará en el 
ministerio del interior, antes del 27 de 
abril de 1885, pasado cuyo término perde- 
rán todo derecho.» 

De suerte que, cuando el poder ejecu- 
tivo dictó el decreto de 12 de mayo de 
1888, carecía de toda competencia legal 
para dictarlo; falseaba el espíritu de la. 
ley núm. 1552 y contrariaba su texto; fal- 
taba á las prescripciones del decreto re- 
glamentario; prescindía de las resolucio- 
nes anteriores del mismo poder ejecutivo 
v del congreso; hacía caso omiso de las 
declaraciones consignadas en el diario 
de sesiones de una y otra cámara, para, 
constancia, del alcance de la ley; des- 
atendía todos los dictámenes hscales, 
terminantes y contestes contra el dere- 
cho reconocido al señor López; y tergi- 
versaba las cláusulas de los tratados in- 
ternacionales, aplicándolas con relación 
á los derechos privados amparados por 
ellas, como sólo la corte suprema ó el 
honorable congreso hubieran podido 
hacerlo. 

La decisión de V. E. establecerá si un 
acto que contiene estos vicios insanables 
de nulidad puede dejarse subsistente, y 
si á consecuencia de él, debe quedar irre- 
vocablemente despojada la nación de 
una zona de terreno que representa, por 
su extensión, el territorio de una pro- 
vincia. 

Las consideraciones expuestas queda- 
rán complementadas con el análisis que 
paso á hacer de cada uno de los funda- 
mentos invocados en el decreto de 12 de 
mayo de 1888, y los argumentos concor- 
dantes de los "diversos escritos de los 
interesados. 

Pido, desde luego, disculpa á V. E. por 
abusar de su atención con tan largos des- 
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envolvimientos; pero no puedo excusar- 
me de llevar la discusión á sus últimos 
límites, en todos los terrenos del debate, 
dada la autoridad indiscutible de los 
abogados que han patrocinado los dere- 
chos del señor López; autoridad que, pri- 
vadamente, se me ha señalado repetidas 
veces para impresionar mi juicio. 

Aunque ninguno de los escritos de las 
partes lleva firma de letrado que asuma 
su responsabilidad profesional, no niego 
la competencia délos abogados que ha- 
yan defendido, con más ó menos acierto, 
íos intereses del señor López confiados 
á su dirección. Reconozco también el 
tino con que han dado apariencias de le- 
gitimidad á un acto que conceptuúo in- 
justificable; pero reivindico mi derecho 
de creer 3' demostrar, en defensa de los 
intereses de la nación, que han estado en 
error. Y si soy yo el equivocado, si la 
evidencia no resulta de estas páginas, en 
que consigno los elementos y conclu- 
siones del estudio profundo que he he- 
cho de la cuestión, reconoceré mi defi- 
ciencia intelectual para llegar á la ver- 
dad en más de seis meses de reflección 
y de trabajo. 

La oficina de tierras, en su nota del I o 
abril, ha dicho á V. E. que el reconoci- 
miento del título de la señora Lynch 
«reviste todos los caracteres de una com- 
placencia», y las referencias particula- 
res de los interesados, como las que 
emanaron oportunamente de las esferas 
administrativas, en presencia de la ilega- 
lidad del acto, confirman esta severa 
apreciación. Por mi parte, he visto el 
original del decreto que el señor minis- 
tro del interior, atenido á sus luces, ha- 
bía redactado, desechando en términos 
perentorios la reclamación de 1885. Fue- 
ron dos jurisconsultos extraños á la ad- 
ministración los que redactaron el de 
creto de 12 de mayo y vencieron la resis- 
tencia del ministro, que carecía de auto- 
ridad, por su profesión, para refutarían 
autorizadas opiniones jurídicas. 

Mediaba otra circunstancia, que con- 
viene mencionar, para que V. E. aprecie 
en todo su alcance los enormes intereses 
vinculados al decreto de 12 de mayo de 
1888. El gobierno del tirano López, ade- 
más de los terrenos del Pilcomayo, ha- 
bía vendido á madame Lynch, próxima- 
mente en la misma época, tres mil y 
tantas leguas de tierras fiscales del Pa- 
raguay. "La señora Lynch traspasó 
estos "derechos á don Enrique S. Ló- 
pez, quien los enagenó en su parte 
principal á un sindicato argentino repre- 
sentado por el señor Cordero. El reco- 
nocimiento de la validez del título del 
Pilcomayo, era la base de la reclamación 
que se intentaba contra el Paraguay, con 
el apoyo de las gestiones oficiosas diplo- 
máticas de la República Argentina.' 

Dictado el decreto de 12 de mayo de 
1888, los interesados solicitaron este apo- 
yo por el escrito de 23 de julio, que ha 
sido publicado, al final del cual decían: 
«El gobierno argentino respetando los 
principios del defecho internacional, ha 
reconocido la venta de tierras argenti- 
nas, porque las poseía el gobierno para- 
guayo, cuando las vendió. Mientras tan- 
to, el mismo gobierno paraguayo, que 
vendió tierras paraguayas á la misma 
compradora, sabiendo que ciudadanos 
argentinos han adquirido derechos á esas 
tierras, procede á venderlas á otros ar- 
bitrariamente. Si, pues, V. E. ha reco- 
nocido los derechos de un extranjero, so- 
bre tierras argentinas, no puede dejar de 
reconocer que nuestros derechos están 
violados de un modo flagrante por el go- 
bierno del Paraguay.» 

Así, los efectos de la decisión de nues- 
tro gobierno, no solamente compren- 
dían los terrenos del Pilcomayo, sino 
que podían extenderse indirectamente, 
por la acción diplomática, á las mejores 



tierras fiscales del Paraguay, vendidas 
en suertes de millares de leguas por el 
gobierno de un bárbaro ala persona á 
quien instituía su heredera universal. 
La enérgica resistencia de los magistra- 
dos paraguayos, ha comprobado que los 
abusos que postran á un pueblo, tienen 
su límite, y que la voz de los especulado- 
res ó de los sofistas no domina la con- 
ciencia de una nación ni el juicio de la 
historia en su terrible verdad ¡Y cómo 
contrastan la digna conducta de los fun- 
cionarios paraguayos, al repudiar una 
transacción que importaba el despojo, en 
beneficio de los sucesores del tirano 
que sacrificó á su pueblo, v la con- 
ducta de nuestro gobierno al suscribir, 
con el decreto de 12 de mayo de 1888, el 
olvido de los sacrificios de cuatro nacio- 
nes, v de la sangre derramada por la ci- 
vilización en combates gloriosos! 

Pero veamos los fundamentos del de- 
creto de 12 de mayo. En el primero de 
ellos, encontramos un evidente falsea- 
miento de las consideraciones y conclu- 
siones del dictamen «*el procurador del 
tesoro doctor Marenco, ;e íojas 56. Dice 
«que oído eel dictan; „.. del procurador 
del tesoro, manifestó . que, aun cuando la 
ley de octubre de 1884 se refiere á los 
títulos expedidos por los gobiernos de 
provincia, sin hablar de los que pudie- 
ran haber expedido los gobiernos extran- 
jeros, podía por equidad asimilarse el 
caso en cuestión á los amparados por el 
derecho internacional.-» 

No es exacto que el procurador del 
tesoro doctor Marenco haya dictamina- 
do en el sentido que le atribuye el de- 
creto. Este ilustrado y recto funciona- 
rio, en el informe que he trascripto en 
parte, manifestó, de la manera más ter- 
minante con que pueden expresarse los 
conceptos, que la ley de 1884 se refería 
única y exclusivamente á los títulos 
otorgados por los gobiernos de las pro- 
vincias, sin poder aplicarse sus disposi- 
ciones, bajo ningún pretexto, á los ema- 
nados de gobiernos extranjeros; agreg ó 
que no era posible apartarse del texto 
claro y terminante de la ley; citó en su 
apoyo "las opiniones de Demante, Demo- 
lonbe, Merlin y Laurent; y respecto de 
la equidad, lejos de afirmar que podía 
asimilarse el caso en cuestión á los am- 
parados por el derecho internacional, 
se limitó á mencionarla dubitativamen- 
te; «talvez» dice el señor procurador 
del tesoro, agregando «pero en este te- 
rreno (el de la equidad) me está vedado 

ENTRAR.» 

Si el señor procurador del tesoro se 
pronunciaba en contra de la reclamación 
de la manera más concluyeme; si decla- 
raba que no entraba en el terreno de la 
equidad, en el que talves tuvieran algún 
apovo las pretensiones del señor López; 
si en todo su dictamen no ha mencio- 
nado una sola vez el derecho internacio- 
nal, ni ninguna consideración relacio- 
nada con ese derecho ¿cómo han podido 
los ilustrados redactores del decreto 
arrojar sobre el doctor Marenco la res- 
ponsabilidad de una afirmación tan ab- 
surda como la que le atribuyeron? 

El señor procurador general de la na- 
ción doctor Costa, fué "quien se refirió 
al derecho internacional, como lo dice el 
segundo fundamento del decreto: «que 
oído más tarde el procurador general re- 
conoce que «á su juicio puede hacer va- 
ler el. señor López la garantía del dere- 
cho internacional», pero aconseja el re- 
chazo de la pretensión fundándose en que 
«el gobierno del Paraguay vendió el te- 
rreno en cuestión después de declarada 
la guerra, después que la nación procla- 
mó" y afirmó sus derechos en un docu- 
mento solemne que, aunque privado, se 
hizo luego público.» 

Ya se na visto que no es este sino uno 
de los argumentos que el señor procura- 



dor general doctor Costa había opuesto 
ala gestión del señor López, y que al 
decir que ella podía quedar bajo la ga- 
rantía del derecho internacional, se apre- 
suró inmediatamente á demostrar que 
no se trataba, en el caso, de un territorio 
que estuviera sujeto á los principios que 
amparan los derechos inherentes al do- 
minio privado, cuando una nación sus- 
tituye á otra en el ejercicio de su juris- 
dicción sobre una comarca. 

Por consecuencia, ninguno de los con- 
sejeros legales del P. E. había aseverad.) 
que el caso en cuestión pudiera por 
equidad asimilarse á los amparados por 
el derecho internacional. 

«Que para resolver esta cuestión, con- 
tinúa el decreto, es menester hacerlo se- 
paradamente en cuanto á los dos dis- 
tintos derechos que López invoca para 
que se reconozca la validez de su título 
puesto que si bien por una parte se acoje 
á la ley nacional de 27 de octubrq.de 1884, 
por otra se ampara del derecho interna- 
cional que, como lo reconoce el procura- 
dor general de la nación, le proteje en 
este caso." 

Esta afirmación final, comparada con 
los dictámenes del doctor Costa, en (|ii>- 
declara ilegitimo y vicioso el título del 
señor López, demostrando que no está 
comprendido en las disposiciones de la 
ley cíe 1884, ni amparado por los princi- 
pios del derecho internacional, debe lla- 
mar seriamente la atención de V. I i. 

Cuando el señor procurador general 
dijo que el derecho internacional era el 
único que podía hacer valer el señor Ló- 
pez, usaba la expresión en el sentid'.) Je 
invocar, con razón ó sin ella; sin razón. 
á juicio del doctor Costa, que agregaba: 

«NO ES ESTE EMPERO EL CASO». Para IOS 

autores del decreto, esto implica el n -.co- 
nocimiento de que el derecho internacio- 
nal «LE PROTEJE EN ESTE CASO»; todo lo 

contrario de lo afirmado por el si-ñor 
procurador general con respecto al caso 
del señor López. 

Con este sistema maravilloso de redac- 
ción, los doctores Costa y Marenco, qu.- 
se opusieron en absoluto á la reclama- 
ción del señor López, aparecen so -.te- 
niendo, el primero, que el derecho in- 
ternacional la proteje; el segundo, qm- 
por equidad podía asimilarse el caso á los 
amparados por este derecho. V. E. cali- 
ficará este proceder. 

Pero hay otra observación importante 
sobre el considerando trascripto. El po- 
der ejecutivo siente la necesidad lógica 
de resolver separadamente sobre los dos 
distintos derechos invocados por el señor 
López, poique éste, en la imposibilidad 
de acojerse derechamente á la ley de 
1884 ó á los tratados, hizo en su escrito 
de fs. 39 en habilísima forma, un verda- 
dero galimatías de derechos y de cues- 
tiones, para amparar en algo sus preten- 
siones, como aquel que multiplicaba los 
disparos para aumentar el alcance del. 
cañón. 

Invoca, en efecto, el artículo 1" de la 
ley número 1552.de 27 de octubre de 1884, 
para declarar, á renglón seguido, que su 
caso no está comprendido en el texto cla- 
ro y preciso de ese artículo, aunque sí en 
su espíritu. Para desentrañar este espí- 
ritu, aplica á la revalidación legislativa de 
los títulos otorgados por los gobiernos 
de provincia, el espíritu que atribuye á 
las disposiciones de la ley relativas á la 
posesión sin título, caso en que el máxi- 
mum de tierra que puede acordarse al 
ocupante es de tres leguas. Consideran- 
do al Paraguay en su carácter de nación 
extranjera, en guerra con la República 
Argentina cuando se hizo la venta .1 
macla me Lvnch, sostiene que la ley d<- 
1884 comprende también los títulos ex- 
pedidos por un gobierno extranjero. Si 
conviene considerar al Paraguay como 
una provincia argentina, el señor Lópc /. 
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recuerda que antes lo ha sido, y asimila 
el título otorgado en 1867, durante la 
guerra, al que hubiera podido expedirse 
por el Paraguav antes de 1810 (fs. 43). 
Considerada'nuevamente nación laRepú- 
blica del Paraguav, el derecho interna- 
cional se introduce en la ley de 1884, que 
viene así á conferir facultad al poder 
ejecutivo para entregar cíenlo setenta y 
cinco leguas de campo, en ejercicio de la 
jurisdicción que para ello le coniiere el 
derecho de gentes (!) puesto que los taita- 
dos vigentes no amparan el caso. Se 
borran de una plumada todas las decla- 
raciones de la República Argentina des- 
conociendo en absoluto que el Paraguay 
haya ejercido jurisdicción al sur del 
Piicornavo, oponiéndoles las declaracio- 
nes del Paraguav en contrario, el pro- 
yecto de tratado "de 1852 rechazado por el 
congreso de la confederación y el fallo 
del arbitro en cuj r a virtud perdimos la 
Villa Occidental. Para complemento de 
todo, el señor López que compareció 
como ocupante v propietario, se convier- 
te en colonizador, ofreciendo cumplir las 
condiciones del artículo 98 de la ley de 
1876. 

Prescindiendo así de las disposiciones 
de las leyes, explicando el pretendido es- 
píritu de" una disposición con el espíritu 
de otra, asimilando las cosas más incone- 
xas entre sí, y levantando las declaracio- 
nes extranjeras contra nuestros propios 
actos diplomáticos, hasta las ventas que 
hiciera la Turquía en nuestro territorio, 
quedarían comprendidas en la lev de 
1884! 

Por lo demás, si no es dudoso que el 
poder ejecutivo necesitara resolver se- 
paradamente sobre los distintos dere- 
chos invocados por López, tampoco lo es 
que esta misma separación es una nueva 
prueba de la incompetencia del poder 
ejecutivo para avocarse el conocimiento 
del asunto. Los derechos privados que 
surgen de los actos internacionales, 
no "caben en la jurisdicción limitada 
concedida por la ley núm. 1552 para ins- 
cribir los títulos ele las provincias que el 
congreso revalidaba, dentro de las pres- 
cripciones legales que antes he exami- 
nado. 

Continúa el decreto: 'Que si bien es 
cierto que el articulo 1° de la menciona- 
da ley se refiere determinadamente el- 
los títulos de propiedad otorgados pol- 
los gobiernos de provincia- en los actua- 
les" territorios nacionales, es evidente 
que el espíritu de esa disposición- ha sido 
amparar á todos aquellos que acredita- 
sen poseer UN TÍTULO DE PROPIEDAD legal- 

mente expedido por la autoridad que 
ejercía la jurisdicción en el momento de 
su otorgamiento.» 

Desde luego, la evidencia del espíritu 
de la ley, proclamada por el deersto para 
desnaturalizar un texto claro y preciso, 
que no deja lugar á la menor duda, sus- 
cita una cuestión jurídica de la mas alta 
importancia, que ya fué considerad;-! por 
el señor procurador del tesoro doctor 
Marenco en su dictamen de fojas 56. 

La evidencia del espíritu de la ley que 
el decreto afirma, está contradicha en el 
presente caso, por una evidencia absolu- 
tamente contraria, resultante del texto 
expreso, de los antecedentes y del pen- 
samiento de la ley, que no permiten apli- 
car las disposiciones de su artículo I o á 
otros títulos de propiedad que los que 
por él se revalidan. ¿Y era lícito al poder 
ejecutivo invocar una evidencia pura- 
mente subjetiva, causada talvez por idio- 
sincrasias individuales, para violar la 
le}', declarando regidos por ella casos 
evidentemente excluidos de sus prescrip- 
ciones?» 

La doctrina general del derecho y las 
reglas adoptadas por la legislación posi- 
tiva, resuelven la cuestión negativa- 
mente. El artículo 16 del código civil, ci- 



tado por el doctor Marenco, coloca en 
primer término el texto para la aplica- 
ción de la ley. El art. 59 del código de 
procedimientos en lo civil vigente en la 
capital, dice: «El juez debe siempre resol- 
ver según la ley. Nunca le es permitido 
juzgar del valor intrínseco ó de la equi- 
dad de la ley.» 

La misma doctrina consignaba como 
un principio de derecho público el ar- 
tículo 176 de la constitución de Buenos 
Aires de 18/3, cuya disposición se en- 
cuentra repetida én el artículo 173 de la 
constitución vigente: «Las sentencias 
que pronuncien los jueces y tribunales 
letrados en lo civil, comerciad, y criminal 
serán fundadas cu el texto expreso de la 
ley , y á falta déoste, etc.» El artículo 
24"5, inciso 1° del código penal, á que ya 
me he referido, dice: "Comete prevari- 
cato. . . cljue.-j que expide sentencia deji- 
niliva ó interlocutor i.a que tenga fuerza- 
de lid, si fuera contraria ú la. ley expre- 
sa ixvocada en los autos, salvo prueba 
deque ha procedido por error. » La ley 
tiene así una existencia objetiva, inde- 
pendiente de los errores de"apreciación 
que son la consecuencia de la falibilidad 
humana. Pero aún en el caso de error, 
cuando éste envuelve un exceso de juris- 
dicción por parte del magistrado que 
falsea la ley expresa, «lo que juzgó non 
heve valer», como decían las viejas 
leyes españolas (F. J. L. 19, tít. 2' J , libro 1°). 

Todas las leyes son susceptibles de 
interpretación, por que, jurídicamente, 
interpretar es tomar el pensamiento de 
la ley en su aplicación á un caso de- 
terminado; operación intelectual indis- 
pensable siempre que se aplica la lev. 
Pero cuando esta es clara ¿cómo podría 
eludirse la letra bajo pretexto de pene- 
trar su espíritu? La corte de casación 
francesa, aplicando las reglas de inter- 
pretación, ha dicho á este respecto en 
una sentencia de 24 de febrero de 1809: 
«Sólo hay que consultar la letra de la 
lev, cuando presenta un sentido claro 
y "absoluto.» La misma corte decía en 
otro caso: «Atendiendo que toda vez 
que una ley es clara, que sus términos 
no presentan oscuridad ni equívoco, y 
que no pueden oponérsele sino conside- 
raciones, por graves que sean, el juez 
debe aplicarla tal cual está escrita, pues 
el derecho de reformarla ó modificarla 
sólo pertenece al legislador.» Daíloz— 
Repertoirc, tomo 16, v. disposit. entr. 
vifs. núm. 807). 

«¡Cuántas veces, dice Laurent, se viola 
la letra para hacer decir al legislador 
lo contrario de lo que ha dicho, bajo 
pretexto de que no ha querido decirlo 

que ha dicho realmente! «El respeto 

del texto es el respeto de la ley, y el 
respeto de la ley es el fundamento del 
orden social» (Laurent — Principes de 
droit civil, tomos I o y 33). 

«¿Qué es el texto de la ley? ¿qué es su 
espíritu? pregunta el doctor Levingston, 
en una monografía publicada en 1883. 
El texto de la ley es la expresión del 
pensamiento de la ley, es su fórmula 
externa, es el medio por el cual ella se 
hace conocer. El espíritu de la ley es 
una expresión genérica que significa el 
pensamiento de la ley, su motivo inme- 
diato (ralio legis), su propósito final, 
(meus legis); conceptos que comprenden 
en un todo diversos otros que se les re- 
fieren, tales como la intención, el objeto, 
la tendencia, el fin de la ley.» 

«Para que exista divergencia, agrega, 
entre el texto v el espíritu de la ley, "es 
necesario que "el texto exprese de una 
manera distinta un pensamiento que sea 
diverso del espíritu, del verdadero pen- 
samiento que el legislador ha querido 
expresar, por ser más extenso ó más 
restringido el uno que el otro, sin contar 
el casó de contradicción directa y 
completa, que casi es inadmisible; en 



una palabra, que haya impropiedad en 
los conceptos empleados. Conviene, sin 
embargo, no confundir la impropiedad 
del texto con su indeterminación ú oscu- 
ridad. Un texto impropio da un pensa- 
miento completo, perfectamente distinto, 
pero que no es el verdadero; un texto 
indeterminado da un pensamiento que 
no es preciso en el todo, de manera 
que hay que íijar algunas de sus palabras 
que. tienen más de un sentido, por otros 
textos ó por ios demás elementos extra- 
literales de interpretación; y un texto 
oscuro no da un pensamiento distinto, 
siendo necesario conseguirlo por igual 
procedimiento que en el caso anterior. 
Ni en la determinación de un texto inde- 
terminado ni en la aclaración de uno 
oscuro, se traU de la cuestión de la pre- 
ferencia del espíritv sobre el texto ó 
viceversa. Solamente después de obte- 
nido del texto un pensamiento completo 
y perfecto, puede venir la cuestión. de sa- 
ber si tal pensamiento es el verdadero, 
y, en caso de no serlo, si debe él ser su- 
peditado por el que lo es, por el espíritu. 

«Supuesto el conflicto entre el pensa- 
miento que da el texto y el pensamiento 
que se considera verdadero, entre el tex- 
to de la ley y su espíritu ¿cuál debe pre- 
valecer en la interpretación judicial de 
la ley? ¿cuál debe adoptar el magistrado 
como el intérprete? No vacilo en afirmar 
la previdencia del texto: I o porque la 
Jey es el texto publicado; 2 o porque 1^ 
presunción es que el pensamiento del 
texto es el verdadero pensamiento de la 
ley; 3 o porque el texto es cierto, y reve- 
la un pensamiento auténtico, mientras 
que el espíritu inducido fuera de él es in- 
cierto y tiene que ser más ó menos dudo- 
so; 4° porque el peligro de injusticia se 
reduce al mínimum de casos posibles con 
esta prevaleneia, mientras que con la 
del espíritu tal peligro comprende todos 
los casos; 5 o porque el sistema contra- 
rio hiere el principio de la división de 
los poderes, fundamental en el derecho 
moderno; 6 o porque la ley no es el pensa- 
miento del legislador, siñó el pensamien- 
to expresado por el legislador.»— (R. Le- 
vingston. Registro tardío de las socie- 
dades comerciales). 

Ahora bien: en el presente caso, no 
se trata de un texto indeterminado ó 
confuso, sino de un texto que traduce 
apropiadamente el pensamiento y la vo- 
luntad del legislador. No es exacto que 
la mente de la ley de 1884 haya sido am- 
parar A todos aquellos que acreditaren 
poseer un título cualquiera de propiedad 
en los territorios nacionales, v no hav 
una sola palabra en la ley, ní un solo 
elemento de interpretación extra-literal, 
que permitan darle este alcance. 

Dos disposiciones fundamentales cons- 
tituyen la referida ley. La primera se 
refiere á los actos traslativos del domi- 
nio, que en una época determinada, es 
decir, conanterioridad á la promulgación 
de ciertas leyes nacionales, hubieren 
otorgado esas entidades de nuestro de- 
recho constitucional llamadas provin- 
cias. El congreso revalidaba esos actos 
en conjunto, sin distinción de casos ni 
especies, por razones de orden público y 
convcnienciageneral.y sin tener en vista 
el interés de los particulares beneficia- 
dos por la revalidación. No se atiende 
con esta medida al esfuerzo personal 
incorporado á la tierra por los ocupan- 
tes: se revalida un título expedido por un 
estado argentino. Tampoco se tienen en 
cuenta consideraciones de proporciona- 
lidad ni de equidad. El ocupante, duran- 
te un año, de una legua, con título otor- 
gado por una provincia que le dé opción 
á cien, recibe las cien leguas según la 
ley; y el ocupante de diez años, que posea 
diez leguas y sólo tenga un título pro- 
vincial sobre cinco, únicamente cinco le- 
guas podrá obtener. 
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En su segunda parte, la ley no atiende 
á títulos de ningún género, sino al traba- 
jo del hombre, y le acuerda la tierra en 
proporción al tiempo de la posesión, se- 
gún una escala equitativa y dentro de un 
máximum que no es posible exceder. Se 
trata simplemente de un premio conce- 
dido a los poseedores de territorios in- 
cultos, en condiciones determinadas. 

El congreso no ha revalidado, pues, 
otros títulos que los expedidos por los 
gobiernos de provincia; y se comprueba 
que este ha sido el único pensamiento de 
la ley: I o porque son los únicos títulos 
que la nación podía reconocer en su con- 
junto, sin dificultad alguna; 2 o porque 
esta revalidación se imponía como con- 
secuencia de la demarcación de los lími- 
tes de las provincias con los territorios 
nacionales contiguos; 3 o porque el con- 
greso jamás ha admitido que un gobier- 
no extranjero pudiera enagenar válida- 
mente fracciones de nuestro territorio, 
y fué precisamente para evitar que se 
discutiera la posibilidad de una enage- 
nación semejante, por lo que se negó la 
venia á madame Lynch; v4° porque así 
resulta de todos los antecedentes de la 
ley, desde el proyecto originario del po- 
der ejecutivo hasta su sanción, y de 
todas las declaraciones hechas en la 
discusión que tuvo lugar en ambas cá- 
maras legislativas. 

Prescindiendo, por el momento, de la 
grave declaración final del consideran- 
do trascripto, porque se encuentra re- 
producida en el 4 o , no puedo pasar ade- 
lante sin llamar la atención de V. E. 
sobre la inexactitud del considerando 3 o 
que dice: 

«Que ese espíritu de la ley es tanto más 
claro, cuanto más se estudie la discusión 
de sus artículos en la cámara de diputa- 
dos, donde hablando de la posesión que 
da derechos, quedó claramente estableci- 
do que esta serviría al ocupante, posee- 
dor ó no de título, fuese nacional ó ex- 
tranjero. 

Fácil es patentizar la confusión que se 
hace aquí entre disposiciones completa- 
mente diversas de la ley de 1S84. Esta, 
como se ha visto, revalida los títulos de 
propiedad otorgados por las provincias, 
cualquiera que fuese la extensión de tie- 
rra designada en ellos. Premia, además, 
al poseedor sin título, ciudadano ó ex- 
tranjero, con una fracción de tierra con- 
cedida en propiedad ó el derecho á com- 
prar otra fracción, según el caso y la 
gradación de la ley. Pero no puede adju- 
dicarse gratuitamente al poseedor sin 
titulo, es decir, á los comprendidos en 
todos los artículos de la ley, con excep- 
ción del I o , una superficie mayor de tres 
leguas. Como los únicos títulos revalida- 
dos por la lev son los otorgados por las 
provincias, el poseedor con un título cual- 
quiera no revalidado, queda en la condi- 
ción de los otros ocupantes sin título. 
Este era el caso del señor López, quien 
pudoacojerse ala ley como simple po- 
seedor, acreditando la posesión como lo 
establece el decreto de 20 de enero de 
1885, y de ninguna manera con las cinco 
cartas particulares que acompañó para 
justificar su carácter de ocupante, y que 
no hacen fe ni prueba. 

Pero sostener que el señor López, po- 
seedor sin título de provincia alguna, 
pueda retener las ciento setenta y cinco 
leguas que abusivamente se le han reco- 
nocido, y aplicar á los títulos extranje- 
ros, no revalidados, las declaraciones 
hechas sobre la nacionalidad de los po- 
seedores en la discusión de la ley, es algo 
que parecería cuento, si no constara la 
autenticidad de los documentos que 
obran en el expediente. 

Por lo demás, el diario de sesiones de 
la cámara de diputados es la más conclu- 
yente refutación de estas tergiversacio- 
nes. Pudiera pretenderse que el infras- 



cripto, por su escasa notoriedad jurídica 
no ha comprendido la discusión de la 
cámara; pero tal suposición no cabe res- 
pecto del señor procurador general doc- 
tor Costa, que la ha leído y entendido en 
un sentido absolumente contrario al 
que el decreto le atribuye. 

Si V. E. recorre esas páginas (Diario de 
sesiones 1884, tomo 2 o pág. 555 a 570) apre- 
ciará con su recto criterio si se trata de 
un fundamento serio que haya sido lícito 
consignar con lealtad. Por mi parte, mi 
juicio" está irrevocablemente formado, 
con la severidad que dicta la conciencia, 
sobre un acto que no tiene nombre ni 
precedente en los analesadministrativos. 

Establecido en el considerando 2° del de- 
creto ya mencionado, que el espíritude la 
ley de" 1884 era revalidar cualquier títu- 
lo expedido por la autoridad que ejercía 
lajurisdicción en el momento de su otor- 
gamiento, la lógica del error llevaba ne- 
cesariamente al poder ejecutivo á afir- 
mar que el Paraguay ha ejercido esta 
jurisdicción al sur del Pilcomavo. 

Así, el considerando 4" de'l decreto 
dice: «Que los terrenos á que se refieren 
los títulos acompañados si bien se en- 
cuentran hoy ubicados en lajurisdicción 
argentina, esta jurisdicción solo ha sido 

RECONOCIDA POR EL PARAGUAY, por el 

tratado de límites de 1876, habiéndola por 
el contrario ejercido esa nación en esos 
parajes en 1865 en que se celebró la venta 
á doña Elisa Alicia Lynch v en que se 
practicó la mensura por orden del go- 
bierno de aquella nación.» 

Robusteciendo esta afirmación, graví- 
sima en un decreto del poder ejecutivo, 
los considerandos 7 o y 8° agregan: «Que 
si bien es cierto que la República Argen- 
tina siempre sostuvo su derecho "á la 
región del Chaco en que están ubicados 
los terrenos en cuestión, también lo es 
que esa pretensión la hacía extensiva 
hasta laBahíaNegra, abandonándola más 
tarde al celebrar el tratado definitivo de 
límites de 1876, lo que importa para el 
caso establecer que el gobierno argen- 
tino no impuso al del Paraguay en hom- 
bre de la victoria sus pretensiones públi- 
camente declaradas.» «Que es notoria- 
mente público que el gobierno del Para- 
guay ejercía jurisdicción sobre los men- 
cionados terrenos con el tácito acuer- 
do DEL GOBIERNO ARGENTINO (!!) que Cn 
el TRATADO DE 1852 (?) NO LA RECLAMÓ 

para sí, dejándosela por el contrario al 
gobierno del Paraguay, lo que importa 
reconocer el derecho con que este pudo 
vender en 1865 los mencionados terre- 
nos.» 

No creo, Exento, señor, que pueda ci- 
tarse un caso análogo al presente, en que 
un poder ejecutivo toma como antece- 
dente de la jurisdicción ejercida por su 
gobierno cn un territorio que jamás dejó 
de pertenecer & la soberanía nacional, no 
las declaraciones solemnes de la nación 
ni as constar, cias de las negociaciones 
diplomáticas y tratados internacionales, 
sino el reconocimiento del gobierno ex- 
tranjero que disputaba su dominio. Esta 
teoi'ía podría ser sostenida por el gobier- 
no del Paraguay, dueño de apreciar la 
cuestión desde su punto de vista espe- 
cial; podría aún ser sustentada por cual- 
quier ciudadano en uso del derecho de 
opinar librem nte. Pero sentada en un 
documento argentino, emanado del pre- 
sidente de la nación, importa una des- 
autorización tan complot; de los hechos 
v declaraciones sostenidas en las nego- 
ciaciones diplomáticas, con una persis- 
tencia y entereza que hubieron más de 
una vez" de llevarnos á una nueva guerra, 
V entrañaría tales consecuencias para el 
'futuro si hubiera de quedar fijando un 
precedente, que V. E. está á mi juicio en 
el deber de revocar ese acto de una ma- 
nera terminante y pública. 



La República Argentina no ha acepta- 
do jamás la jurisdicción del Paraguay al 
sur del Pilcomavo; el reconocimiento 
definitivo que el Paraguay ha hecho en 
1876 de la jurisdicción argentina, no per- 
fecciona derechos afirmados en todo 
tiempo, hasta con las armas en la mano, 
que subsistirían aunque el Paraguay no 
los hubiera reconocido. 

En la discusión sostenida en la cáma- 
ra de diputados sobre la venia pedida 
por madame Lynch, el señor doctor Se- 
rú, en el brillante discurso que antes he 
extractado, demostró ios peligros de la 
doctrina que ha adoptado después el 
decreto del poder ejecutivo. 

«Mañana, decía, vendrá un grupo de 
vecinos situados en la falda ciedla cordi- 
llera de los Andes (y me consta que hay 
algunos que tienen títulos de propiedad 
otorgados por el gobierno de Chile) á 
demandar á la nación para que les reco- 
nozca esos títulos v los inscriba» en sus 
registros públicos como propietarios ¿y. 
podemos consentir nosotros que vengan 
estas personas á exigir de la nación que- 
presente sus título -"y todos los antece- 
dentes históricos de sus cuestiones di- 
plomáticas para ventilar estos asuntos? 

«Pero ha}' más, señor presidente, hay 
todavía otros peligros que no son de me- 
ras consideraciones teóricas y que no 
están sujetos puramente á las decisiones 
científicas. Hay otros elementos que de- 
ben tenerse presente; hav otras circuns- 
tancias que no deben perderse de vista 
en esta cuestión; que pueden traer con- 
flictos; que pueden traer soluciones com- 
pletamente contrarias á lo« intereses de 
la república. 

«Nosotros no hemos establecido toda- 
vía nuestros límites territoriales con la 
República de Bolivia. Nosotros no he- 
mos establecido todavía nuestros límites 
territoriales con el Imperio del Brasil. 
Mañana puede presentarse un particu- 
lar, con títulos expedidos por el gobierno 
de Bolivia sobre secciones del territorio 
que el gobierno reputa y está dispuesto á 
sostener como suyo, en las relaciones 
diplomáticas y hasta con las armas, sí 
fuere necesario. ¿ Podremos nosotros 
consentir en el otorgamiento de una ve- 
nia para demandar á la nación por ha- 
berse negado á inscribir cn sus registros 
públicos los títulos otorgados por aquel 
gobierno extranjero? ¿Podremos con- 
sentir que la nación exhiba ante sus pro : 
pios tribunales todos sus antecedentes* 
todo su archivo y todos los medios de 
que, en sus relaciones diplomáticas, se 
sirven las naciones para esclarecer sus 
derechos?» 

Habiéndose afirmado en el debate que 
el tratado de 1S76 fué el fruto de una 
transacción por la cual el Paraguay ce- 
día sus derechos al territorio al sur del 
Pilcomavo en cambio de otras concesio- 
nes análogas hechas en el norte por la 
República Argentina;— argumento que 
amplió el señor López en su escrito de 
marzo de 18S5 y que inspiró los conside- 
randos del decreto del poder ejecutivo,— 
replicó el doctor Serú: 

«No señor! He tenido muy buen cui- 
dado de leer no solamente los" protocolos 
que favorecen los derechos de la Repú- 
blica Argentina, sino también los proto- 
colos firmados por la República del Para- 
guay. Av ha sido el producto de una ce- 
sión, -no ha sido el producto del reconoci- 
miento del Paraguay A favor de la Re- 
pública Argentina; ñi podemos sostener 
semejante cosa, porque entonces sería 
mentira aquella doctrina de que la Repú- 
blica Argentina se presentaba á discutir 
con el Paraguay libre de toda presión 
que pudiera ejercer el vencedor sobre el 
vencido. Ha sido el mutuo reconoci- 
miento de los derechos recíprocos á las 
zonas de territorio disputable». (D. de se- 
siones 1S84, tomo I o , p. 681 y 695). 
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Las doctrinas sostenidas por el doctor 
Serú, aceptadas en general por el voto 
de la cámara de diputados de la nación, 
destruyen por completo el falso concep- 
to en que reposa el decreto de 12 de 
mayo. Pero para que ninguna duela 
quede á este respecto, debo recordar las 
cláusulas de los tratados celebrados con 
el Paraguay y los antecedentes que fijan 
su verdadera interpretación. 

V. E. sabe, por la distinguida parti- 
cipación que tomó en las negociaciones, 
que la jurisdicción á que se refiere el de- 
creto como notoriamente pública, no ha 
sido reconocida al gobierno del Para- 
gi-uvy por ningún acto público del gobier- 
no argentino, y que el tácito acuerdo 
del gobierno argentino respecto de di- 
cha jurisdicción," es otra inexactitud in- 
compatible con la seriedad que debe 
revestir un decreto del P. E. 

Lo que se llama «el tratado de 1852», 
no puede recibir este calificativo oficial 
ni ha podido invocarse como acto que 
ligue al gobierno argentino, pues fué un 
simple proyecto de tratado que el con- 
greso de la confederación desaprobó en 
1855. Al rechazar el tratado y recomen- 
dar al gobierno de la confederación que 
renovase las negociaciones, el congreso 
declaró en fecha 11 de setiembre de ese 
año, «que lo hacía porque encontraba am- 
bigüedad en la disposición de algunos de 
sus artículos y heridos en gran número 
los derechos ele la confederación respec- 
to del territorio seco y fluvial que le per- 
tenecía, y que cuando quedasen salvos 
tales derechos y fuesen bien esplícitos 
los referidos acuerdos y que su letra su- 
primiese en lo posible toda duda para 
la actualidad y para la perpetuidad, se 
pronunciaría definitivamente». Esta de- 
cisión fué comunicada al gobierno del 
Paraguay al acreditar la nueva misión 
que se envió para cumplir las miras del 
congreso; y el doctor don Juan María 
Gutiérrez, ' ministro de relaciones exte- 
riores en aquella época, al muñir al pleni- 
potenciario argentino de las competen- 
tes instrucciones, le prevenía con techa 
21 de marzo de 1856: «La Confederación 
Argentina sostendrá siempre el dere- 
cho DE LA POSESIÓN, OCUPACIÓN Y SOBERA- 
nía del territorio denominado gran 
Chaco hasta la margen derecha del 
río Paraguay y hasta los términos me- 
ridionales de la República deBolivia.» 

Respondiendo á estas mismas declara- 
ciones, la ley núm. 61 de 7 de junio de 
1856, dice: «Apruébase el reconocimiento 
de la independencia y soberanía de la 
República del Paraguay, hecho por el 
encai-gado de las relaciones exteriores y 
director provisorio de la Confederación 
Argentina, por medio de su encargado 
de negocios, en misión especial cerca del 
gobierno de aquella, en acta de 17 de 
julio de 1852, con reserva de la parte 

EN QUE DICHA ACTA SE REFIERE Á LOS LÍ- 
MITES TERRITORIALES CUYO ARREGLO DE- 
FINITIVO ESTÁ AÚN PENDIENTE.» 

La cuestión de límites quedaba así 
planteada, afirmando la República Ar- 
gentina su />o.s<?.s/cw, ocupación y sobera- 
nía, sobre el Chaco, alegando estos de- 
rechos ante el gobierno del Paraguay y 
dejándolos en suspenso por el "aplaza- 
miento del «arreglo de límites entre la 
Confederación Argentina y la República 
del Paraguay», que se estipuló en el ar- 
tículo 24 del tratado de paz, amistad, co- 
mercio y navegación aprobado por la 
ley núm. 102 de 30 de setiembre de 1856. 

En presencia de estos antecedentes 
históricos v legales, que fijan el punto de 
partida de la cuestión de límites al pro- 
ponerse y aplazarse, por ambos gobier- 
nos ¿cómo ha podido el poder ejecutivo 
afirmar en un decreto auténtico que el 
tratado de 1852 (sic) abandonó al Para- 
guay la jurisdicción al sur del Pilcoma- 
yo, y que esta jurisdicción ha sido ejer- 



cida por el Paraguay antes de la guerra 
con el tácito acuerdo del gobierno ar- 
gentino'} ¿Qué concepto merece una igno- 
rancia tan completa de la política ínter- 
nacional argentina, en una cuestión de 
límites que comprometió al país en gra- 
ves conflictos, estando á punto de ocasio- 
nar un rompimiento armado con el Im- 
perio del Brasil? 

Pero hay más: si se prescinde de estos 
antecedentes, el artículo 16 del tratado 
de la triple alianza importaría única- 
mente el testimonio de una ambición 
territorial desmedida, alimentada por la 
esperanza de la victoria, al lanzar al 
combate las fuerzas de la nación. Ese 
artículo sería el reparto anticipado del 
botín de guerra. 

Entretanto, el tratado de alianza no 
hizo en esta parte sino consignar los 
principios y derechos afirmados por el 
gobierno de la confederación diez años 
antes, en la cuestión pendiente con e1 
Paraguay que, sobrevenido el estado de 
guerra, quedaba librada como todas las 
demás cuestiones de los beligerantes, á 
la suerte de las armas. Dice textual- 
mente ese artículo: «Para evitar las 
discusiones y guerras que traen con- 
sigo las cuestiones de límites, queda 
establecido que los aliados exigirán del 
gobierno del Paraguay que celebre con 
los respectivos gobiernos, tratados defi- 
nitivos de límites, bajo las bases si- 
guientes: la República Argentina será 
dividida de la República del Paraguay 
por los ríos Paraná y Paraguay hasta 
encontrarlos límites con el Imperio del 
Brasil, siendo estos por la margen dere- 
cha del río Paraguay la Bahía Negra.» 
Y para que se vea hasta que punto con- 
cuerda esta estipulación, con las citadas 
declaraciones del ministerio de relacio- 
nes exteriores de la confederación, los 
derechos de Bolivia, que éste había men- 
cionado refiriéndose al límite con dicha 
república, quedaron salvados estable- 
ciéndose en las reversales del tratado, 
que el artículo 17, relativo á la garantía 
reciproca que se daban los aliados, «no 
perjudicabaá cualquier reclamación que 
haga Bolivia á algún territorio de la 
margen derecha del río Paraguay y que 
se refería solamente á las cuestiones 
suscitadas por la República del Para- 
guay.» 

A" la terminación de la guerra, los 
protocolos celebrados exijia'ñ que el Pa- 
raguay aceptara las estipulaciones del 
tratado de la triple alianza de 1» de ma- 
yo de 1865. Pero producida la ocupación 
de la Vüla Occidental, las declaraciones 
generosas de las notas relativas á ese 
acto y la protesta del Paraguay,— al arre- 
glarse en 1870 las condiciones definiti- 
vas para el reconocimiento del gobierno 
provisorio, delararon los triunviros que 
aceptaban las bases de modificación del 
protocolo de 2 de junio de J.S69, luego que 
se alterasen los términos del artículo 2 o . 
que expresa la aceptación de las cláusu- 
las del tratado 'del 1° de mavo, estable- 
ciéndose que el referido gobierno las 
aceptaba en el fondo «reservándose para 
ios arreglos definitivos con el gobierno 
permanente, las modificaciones" de este 
mismo tratado que pueda proponer el 
gobierno paraguayo en interés de la 
república.» Esta salvedad, hecha con 
motivo de la ocupación de la Villa Occi- 
dental, fué consignada en el artículo 2 o 
del acuerdo preliminar de paz ajustado 
por el protocolo de 20 de junio de 1870. 
(Colección de tratados, tomo 2° página 
112.) 

No necesito exponerlas discusiones é 
incidentes que con motivo.de estos actos 
públicos se produjeron enlasdifícilesnc- 
gociaciones anteriores al tratado de 1876. 
Pero sí debo recordar las declaraciones 
del gobierno argentino v de los negocia- 
dores, que contradicen absolutamente el 



sentido atribuido á este tratado por el de- 
creto de 12 de mayo de 1888, único docu- 
mento argentino en que se presenta como 
resultado de una cesión del Paraguay, el 
reconocimiento de nuestros derechos al 
territorio al sur del Pilcomayo. 

El ministro de relaciones exteriores 
doctor Tejedor, en su memoria corres- 
pondiente á 1S72, decía: «Cuando me en- 
cargué del ministerio, la organización del 
gobierno provisorio del Paraguay y la 
ocupación del Chaco por fuerzas argen- 
tinas, habían producido entre los aliados 
cierta disidencia. El Chaco que los bra- 
sileros habían empezado á ocupar en el 
servicio de la guerra, fué ocupado defi- 
nitivamente por los argentinos, á nom- 
bre del tratado de alianza y de sus dere- 
chos propios. Pero esta disidencia cesó 
con el establecimiento del gobierno pro- 
visorio que aceptó en el fondo aquel tra- 
tado, v con el reconocimiento por parte 
del plenipotenciario brasilero de Jos de- 
rechos argentinos en aquel territorio.» 
(Memoria "citada pág. 5 a ). 

En el mensaje del poder ejecutivo de 
14 de julio de 1871 elevando al congreso 
los protocolos de Buenos Aires, el pre- 
sidente Sarmiento decía: «El gobierno 
argentino no está dispuesto á reconocer 
al Paraguay la propiedad de la parte del 
territorio del Chaco usurpada á la re- 
pública y que sólo ha poseído aprove- 
chando la anarquía del país; porque .se- 
¡uejaute posesión no confiere derechos 
ni por los principios comunes ni por el 
derecho de gentes». (Memoria citada, 
página 18). 

La base de las negociaciones encomen- 
dadas á nuestro plenipotenciario el doc- 
tor Quintana, se encontraba en los pro- 
tocolos de Buenos Aires. V. E. recordará 
que, abiertas las conferencias en la Asun- 
ción, ante la actitud del señor ministro 
brasilero, V. E. tuvo que fijar claramente 
el punto de partida de todo arreglo, dis- 
tinguiendo la cuestión de derecho, com- 
prendida en las reglas del tratado de 
alianza; y la cuestión de hecho, consis- 
tente en la benevolencia prometida al 
Paraguay; en la concesión de oírle en lo 
que quisiera exponer sobre sus derechos 
á los terrenos disputados con la Repúbli- 
ca Argentina v el Imperio del Brasil; 
(Mem. cit. pág X) viéndose por fin obliga- 
do á plantear las conclusiones tormula- 
das en la conferencia de 30 de noviembre 
de 1S71 (Protocolo núm 4): «I o Que es- 
tán vigentes en todo su vigor las 
cláusulas del tratado de alianza rela- 
tivo á la integridad del Paraguay, á los 
límites de los aliados y al casus feder/s 
para su reconocimiento y conservación í 
2 o Que las discusiones y estipulaciones 
posteriores solo han declarado al Para- 
guay el derecho de proponer modifica- 
ciones ó de exhibir títulos preferentes 
sobre el territorio comprendido dentro 
de dichos límites; 3 o Que la nación á 
quien afecten las posibles exigencias del 
Paraguay es el juez exclusivo de su jus- 
ticia y admisibilidad» etc., etc. (Mem. cit, 
página 84). La oposición á estas conclu- 
siones motivó el retiro voluntario de 
V. E., plenamente aprobado por el gobier- 
no argentino, v la publicación del memo- 
rándum de enero de 1872 con que V. I£. 
las apoyaba. 

En ese notabilísimo documento dice 
V. E. refiriéndose al tratado de alianza, 
«su espíritu revela que la integridad ga- 
rantida al Paraguay era la del teriton.o 
que se conservara sin perjuicio de los de- 
rechos territoriales de los aliados», y con 
respecto á los límites agregaba: «no va- 
cilo en afirmar que la idea general do- 
minante en el tratado, los antecedentes 
especiales del punto, la letra del artículo 
16, su espíritu bien manifiesto, las discu- 
siones áque dio luaar, la defensa que de 
él se hizo y hasta los ataques que le íue- 
ron dirigidos, todo viene á demostrar que 
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el hecho de sus negociadores}" la volun- 
tad de los gobiernos, fueron resolver una 
vez por todas las viejas cuestiones de lí- 
mites que tanto habían contribuido para 
que la guerra se encendiera cruenta y 
desastrosa». (Memoria citada, pág. 102). 

Entre tanto, el gobierno argentino dictó 
en 31 de enero de 1S72 el decreto organi- 
zando el territorio del Chaco y creando 
sus autoridades con arreglo alas decisio- 
nes del congreso argentino. En 16 de 
febrero protestó el Paraguay contra ese 
decreto, y en la nota contestación á esa 
protesta de 29 de febrero, le replicaba el 
ministro doctor Tejedor: «No me deten 
dré, señor ministro, en contestar las fra- 
ses de la misma nota en que se habla de 
los derechos incuestionables y déla pose- 
sión no interrumpida del Paraguay en el 
territorio del Chaco, porque eí gobierno 
argentino cree inoportuno semejante 
debate en este momento y en esta forma. 
Pero no puedo prescindir de recordarle 
que el tratado de I o de mayo no ha de- 
vuelto á la república todos los territorios 
perdidos por una posesión abusiva, y 
que posesiones de esa clase, que en nues- 
tro caso ni siquiera es antigua, no con- 
fieren derechos respetables entre las na- 
ciones. 

Posesiones como esa ha tenido el Pa- 
raguay, de la margen izquierda del Pa- 
raná en la provincia de Misiones, y no 
por eso se le ha ocurrido ni se le ocurre 
ahora mismo, reclamar esta parte de te- 
rritorio que, por títulos indudables, fué 
siempre argentino, como el Chaco.» 

Fué entonces cuando se produjo la gra- 
ve complicación que hubo de arrastrar- 
nos rila guerra con el Brasil, motivada 
por la celebración de los tratados de Co- 
tegipe, con prescindencia de la alianza. 
Las notas del gobierno argentino de 15 
de febrero de 1872 y de 2/ de. abril del 
mismo año y la contestación de 20 de 
junio del gobierno imperial, presagiaban 
un rompimiento, y solo los nobles y pa- 
trióticos esfuerzos del general Mitre, 
acreditado ntelacorte de Río de Janeiro, 
pudo evitarlo, apartando la cuestión de 
forma suscitada por esas comunicacio- 
nes y celebrando el acuerdo de 19 de no- 
viembre de 1872, por el cual se declaraba 
en todo su rigor el tratado de I o de ma- 
yo de 1865 el 'acuerdo preliminar de paz. 

Numerosas declaraciones se hicieron 
en esta negociación tendentes á afirmar 
los derechos territoriales de la repúbli- 
ca, sin excluir la disposición en que se 
encontraba su gobierno á hacer conce- 
siones territoriales al Paraguay. (Nota 
del doctor Tejedor de noviembre -I.) 

En la. memoria de 1873 fijaba el minis- 
tro de relaciones exteriores el carácter 
de las nuevas negociaciones con el Pa- 
raguay, después del rechazo ■/// limine 
de las exorbitantes pretensiones de su 
enviado señor Loizaga: «El mismo nego- 
ciador que supo en Río de Janeiro ejecu- 
tar con lealtad las instrucciones del go- 
bierno, está encargado de completar la 
obra cerca del gobierno del Paraguay. 
La situación encomendada al digno di- 
plomático, apesar de la situación favo- 
rable producida por el restablecimiento 
de los compromisos de la alianza, no está 
exenta por eso de dificultades. El Pa- 
raguay despojado por el derecho de 
territoriosqúe ocupaba se cree despojado 
solo por la tuerza 

•El mismo pretexto de sus dictadores 
para establecer guardias sobre la mar- 
gen derecha del río Paraguay con el mo- 
tivo de defenderse de las tribus salvajes, 
ha desaparecido con la población argen- 
tina del Chaco. La negociación que va á 
abrirse tiene también su limitación. Re- 
cobradas por la victoria las Misiones y 
todo el territorio del Chaco, desde el Pil- 
coinayo hasta las fronteras de Santa Fe, 

NINGUNA DISCUSIÓN ES POSIBLE EN ESTA 

parte. El generoso acuerdo de 20 de ju- 



nio de 1870 sólo ha permitido hacer ob- 
servaciones sobre el territorio reivindi- 
cado desde el Pilcomayo hasta Bahía Ne- 
gra.» (Memoria de 1873, página V.) 

Más adelante agregaba: «Si para satis- 
facer esas pretensiones (del Paraguay) 
fuera, necesario acordar un pedazo irle 
esa tierra, deseada, sin mengua ale la vic- 
toria y sin faltar á los grandes fines 
apuntados, el enviado argentino lleva 
instrucciones suficientes á este respecto.* 
(Memoria citada, página IX.) 

En las instrucciones dadas al general 
Mitre con fecha I o de marzo de 1873 se 
decía: «El debate que va á abrirse y á que 
adquirió derecho el Paraguay, nunca im- 
portó poner en tela de juicio estos lími- 
tes, (los del tratado de alianza) en toda su 
extensión. Nacido de la cuestión de Villa 
Occidental, es d ella solamente, ó á cual- 
quiera otra posesión de hecho del Para- 
guay, después del año 1810, en la margen 
derecha del río desde el Pilcomayo has- 
ta Bahía Negra, que debe reducirse la 
discusión; estándole inhibido al señor mi- 
nistro aceptarla respecto ele los demás te- 
rritorios.» - 

La importante negociación del gene- 
ral Mitre no fué más fcTz que las ante- 
riores, contribuyendo á eilo diversas 
causas que no es del caso analizar. Bás- 
tame decir que los documentos relativos 
á ella, como el memorándum con que el 
plenipotenciario argentino apoyó nues- 
tros derechos, concüerdan coalas decla- 
raciones reiteradas de nuestro gobierno 
en el sentido de desconocer en'absoluto 
toda cuestión sobre el territorio al sur 
del Pilcomayo. En nota del doctor Te- 
jedor al general Mitre, de agosto 2 de 
1873, le dice: «El gobierno argentino, que 
aceptó la discusión con motivo de la 
ocupación de la Villa Occidental, recono- 
ce el deber de aceptar también el arbi- 
trage sobre ella y demás territorios al 
norte hasta Bahía Negra, pero sólo en 
esta, parte por ente es la única litigiosa. » 
(Memoria de 18/4, página 163). 

Terminada en marzo de 1874 la nego- 
ciación Mitre, y rechazados por el go- 
bierno del Paraguay en junio de 1875 ios 
tratados de Río de Janeiro celebrados por 
el doctor Tejedor, el gobierno paraguayo 
declaró estar dispuesto á abrir nuevas 
negociaciones; acreditándose más tarde, 
con este objeto, cerca de nuestro gobier- 
no, al ministro de relaciones exteriores 
señor Machain. No obstante la actitud 
del plenipotenciario paraguayo, el ple- 
nipotenciario argentino doctor Irigoyen 
circunscribió la cuestión al territorio en 
litigio situado entre el Pilcomayo y Bahía 
Negra. Sobre éste fué que se llegó á una 
transacción, conviniéndose en dividirlo 
en dos secciones, la primera comprendida 
entre Bahía Negra y el río Verde, y la 
segunda entre el mismo rio Verde y el 
brazo principal del Pilcomayo, incluyén- 
dose en esta sección la Villa Occidental. 
Elgobierno argentino renunciaría á toda 
pretensión ó derecho sobre la primera 
sección, entregando ia propiedad ó dere- 
cho en la segunda á la decisión definitiva 
de un fallo" arbitral. Como uno de los 
■obstáculos del arreglo había sido el temor 
manifestado por el plenipotenciario pa- 
raguayo de que el reconocimiento de la 
soberanía argentina al sur del Pilcomayo 
pudiera perjudicar á los derechos del 
Paraguay sobre el territorio en litigio, el 
plenipotenciario argentino, que nunca 
admitió que ese reconocimiento impor- 
tara una concesión, accedió á que se 
estableciera que los reconocimientos de 
territorios hechos por los dos países, no 
desvirtuarían los derechos ó títulos que 
pudieran servirles en cuanto al territo- 
rio sujeto á arbitraje. En tal concepto, 
fué ajustado el tratado de 3 de febrero 
de 1876. (Memoria de 1876, pág. 51 á 63). 

Al elevar este tratado al congreso, el 
P. E. lijó su verdadero carácter en el 



mensaje de 16 de mayo de 1876. «El 
tratado de límites, dice, ha hecho efecti- 
vas las promesas con que esta república 
significó su benevolencia hacia el Para- 
guay, después de vencido en la dilatada 
guerra que terminó en 1870. El tratado 
ele alianza estableció en su artículo 16 
el derecho de la República Argentina 
para exigir el reconocimiento de su do- 
minio en el Chaco hasta Bahía Negra, 
y el compromiso de los aliados de soste- 
ner esos límites. 

«No fué ciertamente aquella una desig- 
nación caprichosa, ni menos el resultado 
de ambiciones insensatas epte habrían 
estado en desacuerdo con nuestra políti- 
ca tradicional. Aún cuando el artículo 
recordado estableció con fidelidad el de- 
recho de esta república, el gobierno no 
creyó propio separarse completamente 
de las declaraciones generosas que en- 
contró consignadas en las negociaciones 
anteriores, y haciéndolas efectivas en 
la parte qué ha creído compatible con 
los intereses y con el decoro de la repú- 
blica, ha renunciado al territorio com- 
prendido entre Bahía Negra y el río 
Verde en el grado 23 de latitud,' consis- 
tiendo en someter la cuestión del terri- 
torio comprendido entre los ríos Verde 
y Pilcomayo, al fallo del presidente de 
los Estados Unidos de la" América del 
Norte» (Memoria de 1877, página 663, véa- 
se también las declaraciones del doctor 
Irigoyen memoria de 1876 página VII). 

Éstos, antecedentes que explican el al- 
cance del tratado de limites con el Para- 
guay, aprobado por la ley núm. 7/0 de 7 
ele julio de 18/6, demuestran concluyen- 
te mente: 

1" Que la cuestión de límites con el Pa- 
raguay fué planteada desde 1855 por el 
gobierno de la Confederación Argentina, 
afirmando la ocupación, posesión y sobe- 
ranía argentina en el territorio del Gran 
Chaco, hasta los límites meridionales de 
Bolivia; 

2" Que en virtud de esta actitud del 
gobierno argentino, se estipuló entre 
ambas repúblicas por. el tratado de 1856, 
aplazar el arreglo de la cuestión de lí- 
mites; 

3° Que ni antes de este aplazamiento 
ni durante el slaíu quo, ha reconocido 
el gobierno argentino que el Paraguay 
ejerciera jurisdicción ai sur dei Pilco- 
mayo, y muchísimo menos con su tácito 
acuerdo; 

4° Que en las laboriosas negociaciones 
que arrancan del acuerdo preliminar de 
paz de 20 de junio de 1870 hasta la apro- 
bación del tratado de 1876, no se ha ad- 
mitido por nuestro gobierno ni por los 
distinguidos diplomáticos argentinos, 
discusión alguna sobre los derechos de 
la república á los territorios al sur del 
Pilcomayo, ni se ha reconocido la pose- 
sión que el Paraguay pretendía haber 
tenido en ellos; 

5» Qué en ninguna faz de la negocia- 
ción se ha admitido que el reconoci- 
miento del límite del Pilcomayo, por 
parte del Paraguay, sea una concesión 
de esta república, por vía de transacción 
ó arreglo; 

6 o Que la única transacción recono- 
cida por la República Argentina, es la 
que se estipuló al dividir en dos secciones 
el territorio en litigio, desde el Pilcomayo 
hasta Bahía Negra, abandonando sus de- 
rechos á una de ella y sometiendo la otra 
ala decisión definitiva de un fallo arbi- 
tral: y 

7 o Que cualesquiera que sean las opi- 
niones individuales, ó el concepto íntimo 
que sobre la naturaleza de los hechos ha- 
yan formado los gobernantes paragua- 
yos, al aceptarlos en sus consecuencias 
para el presente y para el futuro, el go- 
bierno argentino no puede apartarse de 
la significación que dan á esos hechos, 
sus declaraciones reiteradas, los actos 
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oficiales de sus diplomáticos y las san- 
ciones del congreso de la nación. 

Los considerandos del decreto de 12 
de mayo de 1888 que he examinado has- 
ta aquí, se refieren á la aplicación de la 
ley de 27 de octubre de 1884, en el concep- 
to erróneo de que amparando dicha ley 
los títulos expedidos por cualquier auto- 
ridad que hubiera ejercido jurisdicción 
en los territorios nacionales, y dando por 
sentado que el Paraguay se 'encontraba 
en este caso, los títulos otorgados por 
ese gobierno á favor de madame Lynch 
queclaban comprendidos en la revalida- 
ción legislativa. Demostrada la false- 
dad de Jas premisas y de. la conclusión, 
voy á analizar las demás consideraciones 
relativas al derecho internacional invo- 
cado por el señor López; anticipando á 
V. E. que en este terreno no ha sido más 
feliz el decreto de 12 de ma3 - o. 

Dice elconsiderandoD : Que siuobasta- 
sen las consideraciones precedentes para 
declarar, por equidad, como lo dice el 
procurador del tesoro (!) comprendidos 
los títulos del señor López, entre los 
comprendidos en el artículo l» de la ley 
de octubre de 1S84, mediarían también, 
en su favor, los principios del derecho 
internacional, invocados por él y reco- 
nocidos POR EL PROCURADOR GENERAL DE 
LA NACIÓN.» (SiC.) 

Continúa el 6 o : «Que es un principio 
umversalmente reconocido por todas las 
naciones que la, ventas hechas á parti- 
culares antes de la celebración de los tra- 
tados de límites, por uno délos gobier- 
nos limítrofes, de terrenos situados den- 
tro del límite más tarde reconocido á 
favor del otro, deben ser respetados por 
cuanto las naciones no discuten precisa- 
mente la propiedad del suelo, sino la ju- 
risdicción y el dominio eminente sobre 
los territorios que creen corresponder les 
en virtud de sus títulos y antecedentes 
históricos.» 

Y después de los considerandos 7 o y S° 
que para el orden de mi exposición he 
analizado anteriormente, concluyen los 
considerandos 9 o y 10°: «Que estos mis- 
mos principios han sido los que han regi- 
do en los i rulados celebrados por los Es- 
tados Unidos con la Inglaterra, la España 
y Méjico, y los que sostuvo el congreso 
de Viena y han reconocido la Italia á pro- 
pósito del Lombardoveneto y el Aus- 
tria (?) á propósito de la Alsacíay la Lo- 
rena»; «Que si bien es cierto que el Para- 
guay vendió después que la República 
Argentina proclamó y afirmó sus dere- 
chos en un documento" solemne, como lo 
recuerda el procurador general, tam- 
bién lo es que ese documento,— el trata- 
do de la triple alianza, —no fué conocido 
del gobierno del Paraguay hasta después 
del 2 de mayo de 1866,"en que el gobierno 
deS. M. Británica lo hizo público, agre- 
gándolo á los anuxos del mensaje dirigi- 
do á la cámara de los comunes, y, por 
tanto, no puede el tratado secreto hecho 
público en 1866, afectar de nulidad la ven- 
ta hecha en 1865 por el gobierno del Para- 
guay.» 

Refiriéndose á estas consideraciones- 
sobre los principios que rigen la propie- 
dad privada en ios casos de cesión, ane- 
xión ■ ó conquista, reproducidas casi 
textualmente, por el decreto, de uno de 
los escritos del interesado (véase consid. 
6 o y í's. 60 vuelta), el señor procurador 
general doctor Costa observaba muy 
oportunamente, que no eran de aplica- 
ción en el presente caso. 

Comprobado que el gobierno argentino 
no admitió discusión sobre el territorio 
del Chaco al sur del Pilcomayo, el reco- 
nocimiento definitivo, liso y llano, de los 
derechos argentinos á ese territorio, 
consignado en el tratado de 1876, sin res- 
tricción, condición, salvedad ó alusión 
alguna, respecto de los pretendidos actos 



de jurisdicción del Paraguay, se encuen- 1 
tra en el mismo caso que el reconoci- 
miento de nuestra soberanía en las 
Misiones, por el límite que fija el artículo 
I o del tratado. Y si las pretensiones del 
Paragua}' sobre el Chaco argentino, que 
nunca atendió nuestro gobierno, hubie- 
ran de dar á aquel reconocimiento el 
carácter jurídico de una cesión interna- 
cional, el mismo carácter tendría el reco- 
cimiento de nuestra soberanía en la parte 
de las Misiones que, según el memorán- 
dum del ministro Miranda, pertenecía al 
Paraguay. 

Aunque los escritos del interesado y el 
decreto de 12 de mayo se refieren á la' ju- 
risdicción del Paraguay propiamente di- 
cha, podría entenderse que aluden á la 
ocupación de hecho, haciendo nacer de 
ella el principio en que apoyan los títulos 
de madame Lynch. Pero sobre esto mis- 
mo son terminantes las declaraciones de 
nuestro gobierno. La República Argenti- 
na no ha reconocido esa ocupación' ó go- 
bierno de hecho sobre el territorio al sur 
del Pilcomayo, como no lo ha reconocido 
en las Misiones, donde se invocaba con 
iguales títulos. 

"El mismo ministro Miranda reconoció 
en su memorándum que la ocupación 
efectiva del Paraguay en todo el Chaco, 
no comprendió una extensión mayor de 
cincuenta leguas, como el general Mitre 
lo había afirmado; y nuestro gobierno ha 
sostenido invariablemente que las incur- 
siones paraguayas en el desierto argen- 
tino, y las guardias militares destacadas 
por los dictadores del Paraguay en la 
margen derecha de este río é izquierda 
del Paraná, para mantener su política de 
aislamiento y contener á los indios, no 
importaron "jamás el ejercicio de una 
verdadera jurisdicción, ni pueden surtir 
los efectos que á la ocupación ó pose- 
sión de hecho reconoce el. derecho de 
gentes. Para no multiplicar las citas so- 
bre este punto, me limitaré á trascribir 
el párrafo 6° de la nota del doctor Iria'o- 
yen de l c de octubre de 18/6 al doctor 
"Carranza, en que le decía con su autori- 
dad irrecusable en esta materia: «Las 
ocupaciones insignificantes y transito- 
rias que pudieron practicar en la margen 
derecha del río Paraguav el gobierno 
de' doctor Francia y los que le' sucedie- 
ron, las guarniciones que establecieron 
para defenderse contra los bárbaros del 
Chaco, carecieron de importancia legal. 

ASÍ LO ENTENDIÓ Y SOSTUVO SIEMPRE EL 
GOBIERNO ARGENTINO, etc.» 

Es tanto más concluyente esta actitud 
de nuestro gobierno cuanto que, al tra- 
tarse de la parte del Chaco al norte del 
Pilcomayo, donde las ocupaciones del 
Paraguay, sin ser definitivas, revestían 
alguna importancia, no tuvo inconve- 
niente en consagrar por el tratado de lí- 
mites el respetó de ios derechos parti- 
culares que hubieran creado uno ú otro 
gobierno, y asi el artículo 12 del tratado 
estableció: «Es convenido que si el fallo 
arbitral fuese en favor de la República 
Argentina, esta respetará los derechos 
de propiedad y posesión emanados del 
gobierno del Paraguay é indemnizará á 
éste el valor de sus edificios públicos, v 
si fuese en favor del Paraguav, éste res- 
petará iguaLncn te los dereclíos de pro- 
piedad y de posesión emanados del go- 
bierno argentino, indemnizando también 
á la República Argentina el valor de sus 
edificios públicos.» 

Si se hubiera reconocido en cualquier 
concepto la ocupación de hecho del Pa- 
raguay al sur del Pilcomayo, el tratado 
hubiera consignado una cláusula aná- 
loga respecto de las ventas hechas en 
ese territorio. Por lo menos, sus pleni- 
potenciarios habrían reclamado su in- 
serción, loque no sucedió en ningún es- 
tado de las negociaciones. El hecho mis- 
mo de no haberse presentado al gobierno 



argentino más título de propiedad otor- 
gado por el Paraguay en ese territorio, 
que el de la señora Lynch, título lleno de 
excepcionales peculiaridades, comprueba 
que el Paraguay nunca tuvo allí la ocu- 
pación de hecho que se le atribuyo. 

«Los estados del nuevo mundo, ha di- 
cho el doctor Bermejo, vinculados por !a 
comunidad de glorias y de sacrificios en 
los orígenes de su vida independiente, 
deben estarlo también en la conserva- 
ción de la paz y de los principios que la 
garanten. Dueños de extensos territo- 
rios inhabitados tienen que condenar 
unánimemente la teoría de las ocupacio- 
nes de hecho como fuente de derecho de 
dominio, porque ella importaría el pre- 
dominio ele la tuerza sobre las inspira- 
ciones de la razón y de la justicia. ... El 
derecho público europeo reconoce el do- 
minio de las naciones americanas sobre 
los territorios ocupados por los indí- 
genas. Los tratados establecen que estos 
ño son res uullius y que solo la nación en 
cuyos límites legales se hallan enclava- 
dos, es la que puede enagenarlos ó so- 
meterlos aun sistema de colonización.» 
(La cuestión chilena, páginas 11 y 20). 

Por otra parte, las reglas generales de 
derecho internacionarque "las naciones 
reconocen en sus relaciones, no son ab- 
solutas, ni rigen por igual en todos los 
casos. Así, si"en los territorios poblados 
que Las naciones se disputan, se contro- 
vierte la jurisdicción y el dominio emi- 
nente, sin atender á ía propiedad parti- 
cular constituida sobre el suelo, no suce- 
de otro tanto respecto de las zonas des- 
pobladas, cuya posesión legal comprende 
todos los derechos inherentes ala sobe- 
ranía, incluso la propiedad de la tierra. 
En todos los casos, la soberanía nacional 
es escluyente, y las únicas trabas que le 
reconoce el derecho internacional, son 
las que se aceptan en ejercicio de esa 
misma soberanía, por ios tratados entre 
las naciones. 

Aún admitiendo hipotéticamente que 
existiera alguna relación de analogía en- 
tre una cesión, anexión ó conquista y el 
reconocimiento hecho por el Paraguay, 
sin reserva alguna, de la soberanía ar- 
gentina al sur" del Pilcomayo {tendrían 
aplicación en este caso, en" ausencia de 
estipulaciones expresas, los principios 
de derecho internacional que menciona 
el decreto • 

VA interesado cita las palabras cieljuez 
Marshall, reproducidas por el señor Cal- 
vo en su notable tratado de derecho in- 
ternacional: «Sería ultrajar el sentimién 
to de justicia y de derecho reconocido 
por todos los pueblos civilizados, exigir 
en regia general la confiscación de la 
propiedad" privada y anular los derechos 
particulares. El. suelo ve romperse y 
cambiar los vínculos que lo unían al an- 
tiguo soberano; pero las relaciones mu- 
tuas de los ciudadanos y sus derechos de 
propiedad quedan intactos.» fia olvidado, 
sin embargo, agregar que el mismo ma- 
gistrado ha hecho "notar, con razón, que 
por propiedad privada, para los efectos 
de la garantía, <cs menester entender una 
posesión qae repose en un titulo revesti- 
do de /odas tas garantías legales, com- 
pletamente válido; que sancione dere- 
chos adquiridos y obligaciones que leu- 
gau fuerza de ley.' (Calvo, Le droit iu- 
ieniaiioual, tomó 4 o , página 400). 

Ha olvidado, igualmente, que estos prin- 
cipios no pueden cohibir la libertad de 
los estados, sino en la forma y la medida 
en que havan sido consagrados por los 
tratados: v que por esta causa, cada na- 
ción tiene buen cuidado de regular en 
sus estipulaciones territoriales con otra, 
no solamante la garantía debida á los 
derechos de propiedad constituidos en el 
territorio que cambia de soberanía, sino 
la condición civil y política de sus habi- 
tantes. Encontramos estipulación expre- 
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sa á este respecto, no sólo en los trata- 
dos celebrados por los Estados Unidos 
con España en 22 de febrero de 1819; con 
Inglaterra en 9 de agosto de 1842 y con 
Méjico, que el interesado cita en uno de 
sus escritos, sino en el de Villaíranca 
(10 de noviembre de 1859), por el cual 
el Austria cedía laLombardía al reino 
de Cerdeña; en el que reunió la Savoya 
y el condado de Niza á la Francia (24 
de marzo de 1860); en el que se hizo cesión 
de Mentón y de Roquebrunc (2 de febrero 
de 1861); en el que celebraron la Francia 
y la Alemania (10 de mayo de 1S71), por 
el cual esta última potencia se anexó la 
Alsacia y una parte de la Lorena; en 
una palabra, casi todos los tratados in- 
ternacionales de nuestra época que 
consagran cambios de jurisdicción sobre 
un territorio cualquiera. El mismo prin- 
cipio fué reconocido, como se ha visto, 
por el artículo 12 del tratado de límites 
con el Paraguay de 1876, respecto del 
territorio sometido á arbitraje. 

Los precedentes de los Estados Unidos 
son empero los que más pueden ilustrar 
esta materia, no solamente por las enor- 
mes extensiones territoriales que se ha 
incorporado esa república desde su 
emancipación, sino por la similitud de 
sus instituciones con nuestra organiza- 
ción política. 

Los tratados concluidos por los Esta- 
dos Unidos con la Francia, la España y 
Méjico, contienen sin excepción alguna 
estipulaciones tendentes á asegurar Vi los 
habitantes de los territorios eñagenados 
ó cedidos, una condición política igual á 
la de los ciudadanos de la Unión, y á con- 
firmarles en toda su plenitud los dere- 
chos de propiedad que gozaban al ampa- 
ro de las leyes de su nación, sobre las 
tierras dependientes de esas posesiones. 

La única restricción de estos derechos 
fué la supresión de cualquier institución 
feudal, de acuerdo con el artículo I o , sec- 
ción 9 de la constitución americana. Con 
tábansc entre los derechos garantidos 
por los tratados, las concesiones de tie- 
rras hechas á diversas personas, á título 
de indemnización, recompensa ó merced, 
por los soberanos mismos, ó en nombre 
de ellos, por los representantes, goberna- 
dores generales, intendentes, comandan- 
tes militares ú otros funcionarios auto- 
rizados al electo. Los títulos en cuestión 
revestían diversísimo carácter. Los unos 
eran completos desde su origen, mien- 
tras que otros no creaban sino derechos 
eventuales ó subordinados ala ejecución 
de ciertas condiciones. 

La apreciación de esos actos reclama- 
ba aptitudes particulares, y un conoci- 
miento de las legislaciones extrangeras 
difícil de encontrar. Fuera de esto, para 
ubicar esas concesiones en superficies 
mal delineadas, era menester recurrir á 
meridianos distintos y adoptar las unida- 
des de medida de las naciones origina- 
rias. ( i'éasc Report of flie Secretaiy of 
thc Interior, 1866-67, página 35f>.) 

«Apesar del largo tiempo transcurrido 
desde el origen de estas reclamaciones, 
ningún procedimiento regular y unifor- 
me se ha adoptado á su respectó, dice un 
distinguido escritor. Al principio, es 
decir, después de la cesión de la Luisia- 
na, el congreso confirió facultades á co- 
misarios especiales para que unidos al 
registe)' y recciver de cada distrito, exa- 
minasen'cstas reclamaciones é informa- 
sen al congreso. que decidiría con cono- 
cimiento de causa. Poco tiempo después 
ordenó que esos funcionarios resolvieran 
como jueces los asuntos de esc género, 
sin apelación. Otras veces se crearon co- 
misiones para oír las quejas y verificar 
los documentos. Más tarde, se sujetó á la 
confirmación del congreso las decisio- 
nes de los tribunales territoriales. En fin, 
el congreso, en diversas circunsiancias 
acordó el privilegio de confirmación á 



las cortes de distrito de los Estados Uni- 
dos con recurso para la suprema corte, 
por violación de la ley únicamente.» 
(Carlier «La Republique Americaine» 
tomo 2 o página 444.) 

Refiriéndose á estas leyes, la oficina 
general de tierras, decía en su informe 
de 1S67: «ellas autorizan la decisión de 
toda reclamación de tierras en los dis- 
tritos de la Florida y la Luisiana, funda- 
da en actos de un gobierno extranjero 
anteriores á la cesión del territorio á los 
Estados Unidos, ó contemporáneos con 
el período en que dicho gobierno tenía la 
posesión actual del distrito ó territorio 
en que se encuentran las tierras.» «Mu- 
chas reclamad mes, termina el informe, 
provenientes de los gobiernos que han 
precedido á los Estados Unidos en la so- 
beranía de este continente, han sido con- 
firmadas por comisarios y fallos judi- 
ciales, PERO LA MAYOR PARTE HA SIDO 
RECONOCIDA POR ACTOS LEGISLATIVOS, BA- 
SADOS EN INFORMES OFICIALES SOMETIDOS 
DE TIEMPO EN TIEMPO AL CONGRESO.» 

Con respecto á los tribunales territo- 
riales, la suprema corte de los Estados 
Unidos ha decidido que «son tribunales 
legislativos creados en virtud del dere- 
cho general de soberanía que existe en 
el gobierno, ó en virtud de aquella cláu- 
sula que habilita al congreso para hacer 
todas las reglas y reglamentos necesa- 
rios, con respecto al territorio pertene- 
ciente á los Estados Unidos. La jurisdic- 
ción con que están investidos no es una 
parte de aquel poder judicial definido en 
este artículo (artículo I o , sec. 3 a ) sino que 
es conferida por el congreso en ejecución 
de aquellos poderes generales que posee 
ese cuerpo sobre los territorios de los 
Estados Unidos». (Bump. trad. Calvo 
tom. 2 o , pág. 12/). 

A medida que las tierras de los territo- 
rios cedidos á los Estados Unidos aumen- 
taban de valor, las reclamaciones de est ; 
género se multiplicaron considerable- 
mente, y sea por incompetencia ó pol- 
lina connivencia culpable con los intere- 
sados, muchos títulos falsos ó ilegales 
fueron elevados por los funcionarios en- 
cargados de su examen al congreso, el 
cual los revalidó prestando fe á sus in- 
formes. La revelación de estos fraudes 
ha dado lugar á numerosas acciones de 
reivindicación, cuyo frecuente éxito se- 
ñalaba ala atención del congreso la oficina 
general de tierras en su informe de 1881, 
pidiendo á la vez que se fijara un plazo 
fatal para la extinción de todas esas re- 
clamaciones. 

Pero prescindiendo de detalles ágenos 
á la cuestión que me ocupa, v conside- 
rando en su conjunto los precedentes 
sentados en los Estados Unidos,, resulta 
que, lejos de ser favorables á la doctrina 
del decreto de 12 de mayo, suministran 
nuevos argumentos contra la validez y 
la legalidad deeste acto del poder ejecu- 
tivo: 

1°. Porque los derechos amparados pol- 
las leves v sentencias americanas, esta- 
ban garantidos en todos los casos por 
estipulaciones expresas de los tratados 
internacionales, mientras que el artículo 
2 o del tratado de 1876 no contiene ni po- 
día contener estipulación alguna en ese 
sentido; 

2 o . Porque en todos los casos produci- 
dos en los Estados Unidos se trataba de 
la compra, cesión ó anexión de un terri- 
torio, con reconocimiento de la jurisdic- 
ción ó de la posesión de hecho de la na- 
ción de origen, mientras que tal jurisdic- 
ción ú ocupación no ha sido reconocida 
al Paraguay ni en las negociaciones ni 
en 'el tratado mismo, en ningún punto 
al sur del Pilcomayo; 

3 o Porque la revalidación de los títulos 
emanados de un gobierno extranjero, se 
ha efectuado en los Estados Unidos por 



actos legislativos ó judiciales y en nin- 
gún caso por el P. É.; y 

4 o Porque, si bien en muchas leyes es- 
peciales el congreso ha reconocido tí- 
tulos otorgados por gobiernos de f acto, 
la suprema corte de los Estados Unidos 
jamás ha admitido este principio en la 
interpretación judicial de los tratados, 
invalidando esos títulos desde la deci- 
sión que pronunció en la causa de Fos- 
ter y Elam contra Neilson (Peters vol, 
2. pág.) 

Podría ampliar estas consideraciones; 
pero basta á mi juicio lo expuesto para 
comprobar que los principios de dere- 
cho internacional invocados por el de- 
creto, no rigen en abstrato, con prescin- 
dencia de lo"s tratados y de las leyes na- 
cionales, para que un poder político pue- 
da, amparándose en ellos, exceder la ju- 
risdicción que le confiere la constitución. 
Si la ley de 1S84 no se refiere en manera 
alguna "á relaciones de dcrech<5 inter- 
nacional, pues es obvio que sería absur- 
do atribuir tal carácter á las relaciones 
entre la nación y sus provincias, tampoco 
confiere autoridad al poder ejecutivo 
para deducir de los tratados, consecuen- 
cias que no están contenidas ni en sus 
estipulaciones ni en sus antecedentes, 
reconociendo actos emanados de un go 
bierno extranjero que sólo pueden reva- 
lidarse por la autoridad de la ley. 

Observaré, por último, que considero 
destituida de toda importancia la observa- 
ción del último considerando del decreto 
sobre la fecha de la publicación del tra- 
tado de la triple alianza. La declaración 
contenida en él no es más que la repro- 
ducción de la declaración hecha por el 
gobierno argentino en 1855, en razón de 
la cual se estipuló el aplazamiento del 
arreglo de límites en el art. 24 del tra- 
tado'dc 1856. Que López vendiera, cono- 
ciendo ó no el tratado de I o de mayo de 
1865, poco importa para el caso. 

La venta se hizo en agosto de ese 
mismo año, después de rotas las hos- 
tilidades, y con el pretexto de atender á 
los gastosde la guerra, perfeccionándose 
la operación en 1867, cuando ya se cono- 
cía el tratado de la triple afianza. Si la 
señora Lynch persistió en la compra, lo 
hizoá su riesgo exclusivo. Y adviértase 
que la cuestión de límites era uno de 
los motivos ostensibles de la agresión 
del Paraguay, y que López no vendía, 
como medida ordinaria de administra- 
ción, aun neutral de buena fe, al amparo 
del derecho de gentes; vendía en tierra 
declarada argentina por nuestro go- 
bierno, violando el slalH c/node.] tratado 
de 1856, que las autoridades argentinas 
habían respetado en el caso de""la con- 
cesión Lavarello; y vendía á la soberana 
de su imperio bárbaro, á la compañera 
de sus pasiones y ambiciones crimina- 
les, á la madre de sus hijos predilectos, á 
quien instituía su heredera universal, en 
beneficio de éstos, poco tiempo después 
de asegurarles, por ventas del mismo 
género, la mejor porción del dominio pú- 
blico paraguayo, uniendo el despojo al 
sacrificio de su pueblo. 

Una venta semejante es un escándalo 
que no se justifica ante la moral, ante el 
derecho ni ante Ja ley de las naciones; y 
para que la República Argentina pudie- 
ra aceptarla, no le bastaría haber renun- 
ciado generosamente á los derechos del 
vencedor: tendría que someterse á la ley 
del vencido, mancillando la victoria. 

Con la demostración que acabo de ha- 
cer de la imcompetencia del poder ejecu- 
tivo para decretar la revalidación orde- 
nada por la resolución de 12 de mayo de 
1888, y de la absoluta inconsistencia de 
los considerandos con que se trató de 
legitimar un acto tan ilegal, podría creer- 
se"terminada la tarea qiíe me he impues- 
to. Pero no es posible prescindir de exa- 
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minar bajo otros aspectos este importan- 
te asunto, si ha de formarse sobre él un 
juicio completo. 

V. E. habrá notado que en todas las pie- 
zas del expediente se evita traer la cues- 
tión al terreno concreto de los hechos. 
La discusión se ha mantenido en la es- 
fera de las generalidades, sin atender á 
las peculiaridades del caso, ni al exa- 
men del título de madame Lynch bajo el 
punto de vista de las leyes del Paraguay, 
y del papel que representaron el tirano'y 
su favorita en la histórica trajediade la 
destrucción de un pueblo. Anticipándo- 
se álos peligros de un análisis de este or- 
den, decía el interesado á fojas 65: «haga- 
mos omisión de nombres que involunta- 
riamente ejercen obsesión sobre la recti- 
tud é imparcialidad del juicio.-" 

No; á la distancia de los sucesos, no 
son los nombres propios los que ejercen 
obsesión sobre el ánimo: son los hechos 
históricos cuya significación nadie pue- 
de cambiar; son las grandes leyes mora- 
les que gobiernan los actos de los hom- 
bres y de los pueblos. 

Si es ya un abuso de lenguaje dar el 
nombre de gobierno al despotismo bru- 
tal y sanguinario de Francisco Solano 
López ¿cómo sería posible, sin borrar 
la historia, examinar con un criterio 
extrictamente jurídico sus actos de des- 
pojo ó de favor, aplicándoles incons- 
cientemente las reglas que rigen los 
actos de los gobiernos, de cualquier 
tipo, que respetan la cultura y los ele- 
mentos fundamentales de toda civiliza- 
ción? Si el derecho internacional reco- 
noce en cada gobierno la representación 
externa de la soberanía de la nación 
que preside, con prescindencia de sus ac- 
tos, este principio no puede aceptarse en 
todas sus consecuencias, cuando se trata 
de un caso tan especial como el de la 
guerra del Paraguay. El mismo intere- 
sado lo confiesa: «La única declaración 
solemne y pública del gobierno argenti- 
no en ese" momento, dice á fs. 72, era la 
declaración de guerra, en la que se de- 
claraba que el objeto único de la guerra 
era derrocar el gobierno que en su con- 
cepto tiranizaba el Paraguay y amena- 
zaba á las naciones liinítrojes, y que 
respetaba y respetaría todos los dere- 
chos de la" nación y ¡pueblo paraguayo; 
y para ratificar [esta declaración ' admi- 
tió en su ejército una legión paraguaya, 
que en otras condiciones hubiera sido 
una legión de traidores.» 

En el memorándum del ministro de re- 
laciones exteriores doctor Mariano Vá- 
rela, de mayo 5 de 1S69 decía: «El tratado 
de I o de mayo de 1865 declaró solemne- 
mente que la guerra que los aliados ha- 
cen no es al pueblo paraguayo sino á su 
gobierno, significando con esta declara- 
ción que, para los poderes aliados, el 
pueblo paraguayo estaba exento de res- 
ponsabilidad por los actos de barbarie 
cometidos por el monstruo que lo do- 
minaba y oprimía»; y abundando en el 
mismo sentido, el memorándum del mi- 
nistro brasilero agregaba que, al no con- 
signarse el nombre de López en el trata- 
do, se demostraba que la guerra no se 
hacía conti-a la persona del tirano, sino 
contra su brutal sistema, incompatible 
con la civilización de América. (Me- 
moria de Relaciones Exteriores, 1870, 
pág. 177 y siguientes.) 
Tres naciones que asumían ante el mun- 
do la responsabilidad de estas declaracio- 
nes, y las apoyaban con sus armas en 
combates sangrientos ¿no reivindicaban 
también el derecho de revisar, una vez 
derrocado el tirano, los actos abusivos 
producidos por éste en interés de sus 
hijos, que afectaran sus derechos ó los 
intereses del pueblo libertado? ¿Era posi- 
ble que esos actos, nulos ante la concien- 
cia universal, se asimilaran hipócrita- 
mente á los que, en el orden de una ad- 



ministración regular, practican los go- 
biernos cultos dé Europa y América? 

Nada de esto tuvo presente el poder 
ejecutivo al dictar el decreto de 12 de 
mayo de 188S. Tampoco tomó en cuenta 
la actitud del Paraguay al constituirse li- 
bremente después del despotismo, siendo 
ella, sin embargo, el mejor antecedente 
para apreciar el carácter de las ventas 
de favor y de despojo comsumadas por 
la tiranía. Y así, mientras que el Para- 
guay repudiaba con indignación y ver- 
güenza las pretendidas ventas de vastísi- 
mas zonas de su territorio, sobreponien- 
do la verdad moral é histórica á un vano 
y farsáico formulismo de legalidad, la 
República Argentina aparecía recono- 
ciendo á los sucesores del tirano, el domi- 
nio de un extenso territorio sustraído á 
su soberanía, durante la guerra, por el je- 
fe enemigo que martirizaba é inmolaba 
á sus soldados prisioneros! 

Cuando se presentó á las autoridades 
paraguayas la declaración de los suceso- 
res de madame Lynch, sobre las tres 
mil leguas que se "decía adquiridas por 
ésta en territorio paraguayo, el fiscal 
doctor Zubizarreta, demostró en un dic- 
tamen conceptuoso, la absoluta nulidad 
de los títulos presentados. Recordando 
primeramente el decreto de 4 de mayo 
de 1870, por el cual se declaró traidora á 
la patria amadame Lynch, y cuyos con- 
siderandos acreditan el concepto en que 
se tenían las espoliaciones del tirano, en 
beneficio de la mujer que tan funesta in- 
fluencia ejercía en su ánimo, decía refi- 
riéndose á esos actos abusivos: «Las re- 
ferencias que debió tener el gobierno 
provisorio de esos actos, serían probable- 
mente las mismas que hoy son del domio 
público: las narraciones de los militares 
que en calidad de testigos unas veces, y 
de amanuenses otras, intervieneron de 
alguna manera en aquella escrituración 
ó tuvieron de ella noticias más ó menos 
directas en las postrimerías de la guerra. 

«En efecto, personas fidedignas han con- 
tado, mucho antes de que se haya inicia- 
do la reclamación de tales tierras fisca- 
les, que López hacía llamar en ocasiones 
á algunos de sus oficiales, y como por 
incidencia, después de mostrarse enoja- 
do por algún particular del servicio, Íes 
ordenaba que pasasen por tal ó cual lu- 
gar á poner su firma como testigos en 
una escritura. Se supone que la orden 
se cumplía sin gran curiosidad de cono- 
cer los pormenores de la testificación.» 
*En el conocimiento de los hechos, la 
nación entera ha permanecido cu la con- 
vicción DE QUE AQUELLOS ACTOS DE TRANS 
FEKENCIA HABÍAN SIDO SIMULADOS: que 11.0 

eran ni podían ser actos de enagenación 
válida; ni que hubiera quien, por res- 
peto ü la. verdad, ya que no a las desgra- 
cias ele un pueblo, se atreviera á sostener 
la. realidad de aquellas ventas." 

Con respecto á la forma de los preten- 
didos títulos, idéntica á la del que ha re- 
validado ilegalmente el decreto de 12 de 
mayo, observa el citado fiscal que las 
personas que presenciaron aquella admi- 
nistración no creen en la autenticidad de 
las fechas de 1865 y 1866. Y explicando 
el verdadero motivo de esas ventas he- 
chas á una misma persona, pues sólo ma- 
dame Lynch aparece comprando todas 
las tierras fiscales del Paraguay, agrega: 
«Cerca de los últimos trances "de "la es- 
pantosa hecatombe en que vio desapare- 
cer por millares á sus disciplinados para- 
guayos, preocupóse López de la suerte 
futura de los hijos que tenía de madame 
Lynch, á quienes, según la expresión de 
Thompson, amaba' locamente. Debió 
creer que el territorio del Paraguay pa- 
saría, por efecto de conquista, al domi- 
nio eminente de algunas de las naciones 
que le combatían, y quiso que, al menos, 
el dominio privado de una gran parte de 
ese territorio fuese de sus hijos. La idea 



de que, con los esparcidos y destrozados 
miembros de este país, se llegara á for- 
mar inmediatamente una nueva Repúbli- 
ca del Paraguay, democrática, libre é in- 
dependiente, no pudo estar en la cabeza 
de López. 

«Para obtener el resultado de aquella 
prole que tanto amaba, quedase, des- 
pués de su muerte, poseyendo una consi- 
derable riqueza territorial, á más de la 
mobiliaria que ya tenía entre sus manos, 
creyó que bastaba á su propósito mandar 
al Vicepresidente Sánchez, depositario 
nominal en ocasiones del poder ejecu- 
tivo, hacer las escrituraciones de forma 
á favor de madame Lynch, á la que, ade- 
más, nombraba heredera universal de 
todos sus bienes. No hay manera de dar 
mejor interpretación á la enagenación 
de 'todas las tierras fiscales en aquella 

SITUACIÓN, CON AQUELLAS PERSONAS Y 
RAJO AQUELLOS MODOS DE VENTA.» 

Robusteciendo estas fundadas" presun- 
siones, el fiscal cita numerosas asercio- 
nes de Thompson, y especialmente el 
autorizado testimonio de Mr. Washburn 
ministro de los Estados Unidos, que en 
su carta al editor déla Tribuna de Nueva 
York, reproducía esta afirmación: «Mrs. 
Lynch no perdió ocasión de echar mano 
d~ todo objeto de valor existente en el te- 
soro y en los santuarios del país." Y 
este ¿s el comprador de buena fe, ampa- 
rado por el decreto de 12 de mayo de 
188S! ' 

Por lo demás, el doctor Zubizarreta 
demuestra concluyentcmente que López 
no tenía facultades para enagenar la tie- 
rra pública, en la forma que se ha visto, 
citando v aplicando con sana crítica, las 
leyes 2 : ',"16 y 21, título XII de la Recopila- 
ción de Indias, vigente en el Paraguav; 
las declaraciones del acta de la indepen- 
dencia de 25 de diciembre de 1842; el de- 
creto de 9 de diciembre de 1843 aprobado 
por el congreso paraguayo y la ley fun- 
damental de 16 de má'rzo'de 1844. 

Esas ventas no respondían tampoco á 
ningún propósito administrativo que las 
legitimara ante el derecho natural, que 
es la ley de los poderes absolutos. «Si- 
quiera no hubiese existido aquel sistema 
económico, dice el fiscal paraguayo, aún 
así, el propósito administrativo cíe aten- 
derá los gastos de la guerra con el pro- 
ducido de la venta de ias tierras, carecie- 
ra de objeto en tan tristes dias. López 
embarcaba los tesoros fiscales en los bu- 
ques neutrales de guerra para formar 
con ellos un patrimonio á sus hijos: el 
oro y la plata eran carga molesta en las 
marchas incesantes que tenía que hacer 
huyendo del enemigo; había acostum- 
brado su ejército A las más terribles 
privaciones, y oficiales y soldados no se 
acoi'daban de sus sueldos nominales. No 
necesitaba dinero para adquirir sus ar- 
tículos de guerra: obraba como señor de 
vidas y haciendas y tomaba todo lo que 
tenía él país en hombres y recursos, sin 
hacer la menor erogación'por cuenta del 
estado. El socialismo en que se había 
educado el pueblo, haciendo que todo 
fuera de la patria y nada del individuo, 
imperaba en toda" fuerza, sin otra ex- 
cepción que la de madame Lynch. 

«En segundo lugar, nadie puede dudar 
que para que hubiese habido un propósi- 
to administrativo de allegar recursos con 
la venta de tierras fiscales, se debía pen- 
sar en personas cuya caja no fuese la 
misma que la del- estado. La caja de 
madame Lynch era. la de López y la de 
éste no era otra que la del. tesoro público. 
Así, el hecho de presentar como compra- 
dora délas tierras fiscales, ala compañera 
y heredera de López, no puede inspirar 
á nadie la creencia de que hubo venta 
real con la entrega del precio; aunque si 
inspirará toda la aversión que merece la 
indignidad y el codicioso egoismo que 
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se practica con las más agravantes cir- 
cunstancias que se pueden imaginar. 

«Madama Lynch figurando como com- 
pradora de tierras fiscales y pagando 
por ellas, según las escrituras, sumas 
cuantiosísimas, á la ves que recibía las 
letras por el importe de las yerbas del es- 
tado y la constancia de ser suyos los di- 
neros que se embarcaban buscando segu- 
ro en el exterior, forma un duro contras- 
te en el cuadro de la guerra con aque- 
llas familias pudientes del país, á quie- 
nes se confiscaron sus bienes en servicio 
del estado, y con aquellos pobres comer- 
cian tes extranjeros á quienes se atormen- 
tó v fusiló después de quitarles las espe- 
cies metálicas que habían adquirido 
como fruto del trabajo de varios años.» 

Entre las muchas "circunstancias que 
comprueban la simulación de esas ven- 
tas, merece llamar la atención de V. E. 
la que el doctor Zubizarreta pone de 
relieve al analizar las inexactitudes 
y afirmaciones de la «exposición y 
pretexta» que la señora Lynch pu- 
blicó en esta ciudad en 1875. Exa- 
minando el folleto respectivo, que me ha 
sido facilitado por el señor Ballesteros 
Zorraquín, he encontrado muy significa- 
tiva la omisión que el mencionado fiscal 
señala. En esa protesta la señora Lynch 
enumeraba todas las propiedades adqui- 
ridas por ella durante su permanencia en 
el Paraguay y cuyos títulos conservaba, 
sin mencionar los campos que se dicen 
comprados sobre el Pilcomayo, ni las 
tres mil leguas de tierras fiscales para- 
guayas. ¿Cómo es posible que la señora 
Lynch al especificar prolijamente sus 
adquisiciones, en salvaguardia de sus 
derechos, se olvidara precisamente de 
las más valiosas, de las que más interés 
podfa tener en conservar, por los enor- 
mes capitales que aparecen invertidos en 
ellas? Sobre este punto debo referirme 
á las deducciones del señor fiscal de la 
Asunción, cuya notable vista agrego á 
este informe, en la imposibilidad de 
reproducirla en todas sus partes. 

Y no se diga que son éstas afirmacio- 
nes caprichosas ó deducciones arbitra- 
rias, motivadas por el extravío de la 
pasión ó por el interés supremo para el 
Paraguay de salvar su dominio público 
comprometido por el tirano, en favor de 
sus hijos. 

Basta tomar al azar las referencias de 
Thompson, para apreciar en toda su ig- 
nominia el despotismo monstruoso de 
López, y afirmar sin vacilación la nuli- 
dad de las ventas hechas por éste á ma- 
dame Lynch. «La idea vertida por el 
obispo en el congreso, xlice ese autor, de 
que la fortuna privada de Lopes y la del 
estado eran una misma cosa, fué calo- 
rosamente aplaudida.» (Guerra del Pa- 
raguay 1869, página 83). «Tres días antes 
deque López enviara su nota á Mitre 
(de 20 de noviembre de 1865) amenazán- 
dole con represalias, las anticipó, hacien- 
do traer engrillados á Humaítá á todos 
los connacionales de los aliados residen- 
tes en el país, y reduciéndolos á una du- 
ra prisión. Más tarde fueron expuestos al 
bombardeo constante délos encorazados 
sobre Humaitá, y finalmente lodos, ex- 
cepto ¿cao que escapó por uillago, fueron 
fusilados ó muertos en el tormento (pá- 
gina 128.) «López se aprovechó de la cor- 
tesía del general Mitre para cometer un 
ultraje horrible contra todas las ideas de 
¿a buena :fe etc.» (página 196). Cuando el 
enemigo'se retiró (Curupay tí), Lopes or- 
denó al batallón 12 que saliera de la 
trinchera a recoger las armas y los 
despojos, y además de esto, hiso una ver- 
dadera massacre con lodos los heridos. 
Les preguntaban si podrían caminar y 
los' que decían, que no eran asesinados 
inmediatamente» (pág. 203) «Se recogió 
una gran cantidad de libras esterlinas 
que múdame Lynch cambió por papel 



moneda* (pág. 205.) «El año siguiente 
(1868) los ciudadanos se vieron en la ne- 
cesidad de hacer otro obsequio, y esta 
vez no hubo reserva alguna respecto de 
la persona que sugirió la idea, porque los 
diseños fueron ordenados por la señora 
del campamento,}' desde allí enviados á 
la Asunción, en donde fueron ejecuta- 
dos» (pág. 227). «Mas tarde, López encon- 
tró un medio más seguro de posesionarse 
de todo cuanto había en el país de algún 
valor. Se apoderó de todas las joyas de 
las familias de la -manera siguiente. . . . 
Se inició un movimiento patriótico {pro- 
movido por la instigadora de siempre) en- 
tre lat señoras, de las cuales algunas se 
constituyeron en comisión é invitaron á 
todas las" demás á presentar á López sus 
joyas para contribuirá los gastos de la 
guerra Poco después toda la joye- 
ría fué recolectada, y los jueces de fias 
invitaron á todos sin excepción y hasta 
d las recalcitrantes á ofrecer todas sus 
joyas, deponiéndolas en sus ¡nanos. La 
orden fué inmediatamente cumplida, y 
después de reunidas las joyas, no volvió á 
hablarse nada de ellas, ni nadie se atre- 
vió á preguntar por su paradero» (página 

«Los aliados estaban dispuestos á con- 
ceder al Paraguay condiciones tales que 
habrían parecido dictadas por un vence- 
dor, con la sola clausula de que él aban- 
donara el país y eso mismo con todos los 
honores. Pero el bárbaro prefirió sacri- 
ficar hasta el último hombre, mujer y 
niño de aquel pueblo valiente, adicto y 
mártir, con el solo objeto de mantenerse 
un poco más de tiempo en el poder» (pá- 
gina 250.) «Los prisioneros tomados en 
Tuyutí fueron colocados en una prisión 

hecha expresamente para ellos se 

dice que cincuenta de ellos fueron saca- 
dos y fusilados. La mayor parte de los 
que quedaron, murieron víctimas del 
hambre y de los malos tratamientos; sin 
embargo algunos pocos sobrevivieron y 
fueron llevados al Tebicuaiy» (pág. 267.) 
«Por mucho tiempo todos los prisioneros 
y desertores eran asolados hasta que con 
f esaban que Mitre había muerto, etc». 
(pág. 273). «Durante todo este tiempo 
parece que cometía los más horribles 
asesinatos, haciendo nuttansas en masa, 
con pretexto de una supuesta conspira- 
ción contra su persona» (pág. 296.) «La 
madre de López bajó de la Asunción 
para verle, probablemente con el objeto 
de rogarle por la vida de sus dos hijos 
que estaban engrillados, y por la de sus 
dos hijas que estaban encarceladas.» 
(pág. 298). «Tomado el teniente coronel 
Campos (hermano de S. E. el señor mi- 
nistro de la guerra) por los enemigos, fué 
llevado al campamento de la fuerza pa- 
raguaya. El prisionero de guerra fué 
desde" entonces un verdadero mártir; 
pero la crueldad, la barbarie increíble 
de Lopes y sus secuaces, no fué capaz 
de humillar la cabeza del joven que ha- 
bía sonreído mil veces en medio de la 
metralla: un día, el hambre despedazaba 
sus entrañas, y desesperado arrancaba 
las franjas de oro de su pantalón para 
cambiarlas por un pedazo de carne— -ni 
así lo consiguió. Los endurecidos sier- 
vos reían del valiente oficial.... Después 
de sufrir hambre, sed, vejámenes y cas- 
tigos sin fin, el comandante Campos mu- 
rió, yendo á reunirse con su valiente 
compañero de Acayuazú, que más feliz 
que él sucumbió sobre el campo del com- 
bate.» (Nota ala págin i 308.) 

«La esposa del coronel Martínez que 
había vivido en el cuartel general con 
madame Lynch, durante toda la guerra, 
fué encarcelada, frecuentemente casti- 
gada y por último barbar amemee J'usila- 
da.» (página 312). «Algunos afortunados 
prisioneros fueron salvados por el rápi- 
do avance de los aliados, pues López ha- 
bía hecho volver un ayudante con orden 



de que los fusilaran y este cayó en poder 
de los asaltantes. Había hecho fusilar el 
25 á su hermano Benigno, al Obispo, á 
Berges, al coronel Alen, á la esposa del 
coronel Martines y al general Barrios. 
A sus hermanas Inocencia y Rafaela las 
había mandado á Cerro León, después 
de haberlas hecho asolar repetidas ve- 
ces con los soldados, y haberse alimen- 
tado varios meses con un cuero de vaca. -> 
(página 346.) 

«Él capitán Saguier, que se había dis- 
tinguido en las batallas de Curuzú y Cu- 
rupaytí, fué preso y atormentado," por- 
que habiendo sido nombrado inquisidor 
y enviado á interrogar á algunos de los 
prisioneros no los encontró culpables...... 

«No hay duda que el objeto de Lopes al 
cometer estos crímenes, era apoderarse- 
de iodo el dinero público y privado que 
existía en el. país. . . . Después de ordenar 

que todo el dinero público fuera deposi- 
tado en sus propias cajas, hiso llevar al 
ejército y asesinar á todos los que tenían 
algo que ver con la tesorería, las oji ciñas 
públicas, v con toda la mayordomía de 
su casa particular, de mañera que en el 
día de hoy, nadie, excepto él, sabe dónde 
se encuentra la tesorería paraguaya. 

«Todos ¿os comerciantes, ó individuos 
de cualquier clase ó profesión que tenían 
dinero, fueron tratados de la misma 
manera, y su dinero y papeles robados 
por los agentes de Lopes, y probable- 
mente enterrados en lugares que él sólo 
conoce. Gran parte del dinero así obte- 
nido, fué sin duda sacado del país por los 
buques neutrales de guerra que visitaron 
la Angostura á fines de 1868. Sin embar- 
go, ni los buques ingleses ni los de los 
Estados Unidos hicieron transacciones 
de este género.» (páginas 380 y 381.) 

Pero si no bastara el testimonio del fir- 
mante de la capitulación de Angostura, 
recuérdese las gravísimas declaraciones 
del ministro de los Estados Unidos, Mr. 
Washburn, en su nota de 24 de setiem- 
bre de 1868 al ministro de Inglaterra, 
cuya traducción ordenó el gobierno ar- 
gentino. «Para dar una idea de aquella 
situación y de los peligros y horrores á 
que están sometidos ó expuestos todos 
los extranjeros de aquel país, me pro- 
pongo hacer una breve narración de ios 
acontecimientos que han tenido lugar 

desde el 21 de febrero último.» «El 

gobierno ó más bien dicho, Lopes, por- 
que López es el gobierno...... Desde 

que Lopes entró al poder, /tunca ha te- 
nido un tenedor de libros competente en 
su administración, y es probable que no 
ha sabido hasta mu} r recientemente el 
dinero que le dejaron sus antecesores.» 

«En el mes de junio supimos que 

todos los extranjeros que habían ganado 
algún dinero en los últimos años y con 
probabilidad lo tenían en sus casas fue- 
ron arrestados y enviados aguas aba- 
jo. Entre ellos sé encontraban ingleses, 
franceses, italianos, españoles, alemanes 
y portugueses. El plan de López parece 
haber sido conseguir este dinero y en- 
tonces por amenasas y torturas, forzar- 
los á con Cesar que eran conspiradores ó 
ladrones del tesoro público. En vista de 
estas confesiones serán muy probable- 
mente ejecutados, obedeciendo al prin- 
cipio prudente de los ladrones de cami- 
no ú otros asesinos de que: «los muertos 
no hablan.» 

«De cómo Lopes piensa escaparse con 
el dinero que se ha procurado de este 
modo, no lo sé. Taíoes crea que alguna 
cañonera neutral lo tome á su bordo con 
el importe de sus saqueos en el último 
momento. Pero por la presente de- 
claro QUE EL DINERO QUE SE HA PROCU- 
RADO NO LE PERTENECE.» 

El mismo ministro de los Estados, Uni- 
dos, señor Walhburn, decia el tirano Ló- 
pez, en la nota que le dirigió en 12 de se- 
tiembre desde la cañonera «Wasp», que 
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el gobierno del Paraguay se había colo- 
cado «fuera DEL GREMIO (palé) DE LAS 
naciones» y sería considerado «como 
enemigo común» por todos los poderes 
civilizados. 

Cuando se recuerdan estos hechos en 
presencia délos considerandos sofísticos 
del decreto de 12 de mayo de 1888, y se 
ve, á los resplandores" lejanos de la 
guerra, un P. H. de la república ampa- 
rando sin autorización legal, por equidad 
y por principios abstractos, la pretendida 
venta de territorios argentinos hecha 
por López á la señora del campamento, 
que cambiaba por billetes las monedas 
quitadas, en el campo de Curupaytí, á los 
que cayeron bajo las gloriosas banderas 
de la alianza, antes de consumar el saqueo 
total del pueblo paraguayo,— la pluma 
perezosa del legista se resiste ;í comen- 
tarios que reclamarían la pluma venga- 
dora de Juvenal. 

Reconocer la validez délos títulos de 
madame Lynch, es ofender á los venci- 
dos y á los vencedores, ultrajando las 
desgracias de un pueblo, lisos papeles, 
«como contrarios en su texto á las leyes 
administrativas del Paraguay, según'las 
palabras del doctor Zubizarreta; como 
otorgados sin potestad en el objeto sobre 
que disponían; como opuestos á las lc3'cs 
comunes del caso; como hechos para el 
beneficio ilícito déla compañera de Ló- 
pez; como defraudadores de la riqueza de 
un pueblo; como falsos en sus fechas y 
demás circunstancias que expresan, no 
son ni pueden ser otra cosa que un padrón 
de ignominia para sus autores y nunca 
un título de legítima propiedad.» 

Antes y después de la revalidación de- 
cretada por el poder ejecutivo, la señora 
Lynch y su cesionario el señor López, 
han vendido á terceros diversas fraccio- 
nes del terreno situado al sur del Pilco- 
mayo. Invocadas esas ventas para apo- 
yar el decreto de 12 de mayo de k-8S, 
debo ocuparme, de ellas, tomando en con- 
sideración el escrito de uno de los com- 
pradores que se ha presentado como 
parte ante V. E. 

Consta en el expediente que la señora 
Lynch vendió ádon Juan Silvano Godoy 
una fracción de 3 leguas de frente por 19 
de fondo, en 23 de noviembre de 1882, 
es decir, un mes antes de presentar su 
primera reclamación. En 2S de mavo 
de 1883, cuando la reclamación había sido 
desestimada por el poder ejecutivo, la 
misma señora vendió á don José L. So- 
moza una fracción de 2 leguas de frente 
al este sobre el río Paraguay, por 25 de 
fondo al oeste, con un martillo de 3 le- 
guas por 6, en la suma de 9 109.533 m/n. 
En mayo 5 de 1884, antes de que el con- 
greso negara la venia, madame Lynch 
¡.vompra al señor Somoza el mismo cam- 
po á igual precio. En 17 de setiembre de 
1884, madame Lynch extiende la escritura 
de donación remuneratoria á favor de su 
hijo el señor López. La donación se re- 
fiere únicamente al campo vendido y 
comprado á Somoza, con exclusión del 
vendido á Godoy. y como el decreto de 
12 de mayo sólo revalida el título presen- 
tado por López, la revalidación no puede 
hacerse extensiva al terreno cnagenado 
á Godoy, sobre el cual no ha recaído re- 
solución. 

Dictado el decreto de 12 de mayo, el se- 
ñor López vende en 7 de junio de 1888, á 
doña Bienvenida Rivarola, 80 leguas en 
$240.000 m/n.; en la misma fecha, "al doc- 
tor Araoz, 40 leguas; en la misma fecha, 
á don Francisco Solano Alvarez. 40 le- 
guas; en la misma fecha, á don Ernesto 
Alvarez Barca, 5 leguas. 

Doña Bienvenida Rivarola vende en 14 
de julio de 1888, á don Nicanor Godoy, 12 
leguas; en la misma fecha á don Juan 
Silvano Godoy 38 leguas cuadradas, en 
133,000 $ m/ n . Este en 21 de marzo de 1889 



recibe del doctor Joaquín M. Cúllen50.000 
ps. n Yn en préstamo á 180 días, con garan- 
tía hipotecaria de las 38 leguas. En 22 de 
noviembre de 18S9 Godoy vende á Cú- 
llcn 68 leguas, quedando extinguida la 
hipoteca, en la suma de 264.000 ¿"m/n. En 
19de abril de 1890, el doctor Cúllen ven- 
de las mismas 6S legua: al señor Gardner 
B. Perry en 204.000 8 m/ n . 

Pero estas ventas no pueden de nin- 
gún modo subsanar la nulidad absoluta 
del decreto de 12 de mayo de 1888, dictado 
por el poder ejecutivo "sin jurisdicción y 
extralimitando sus poderes legales. Co- 
mo V. E. lo ha resuelto en más de una 
ocasión, la extralimitación de los pode- 
res en el derecho de los bienes, no obli- 
ga jamás á la entidad jurídica, que en el 
caso actual es el estado. La nulidad des- 
pués de pronunciada, vuelve las cosas al 
mismo ó igual estado en que se ha- 
llaban antes del acto anulado. El ar- 
tículo 1051 del código civil establece 
claramente cuál es la situación en que 
quedarán los compradores del campo del 
Pilcomayo, una vez que la nulidad del 
decreto de 12 de mayo de 1888 se pronun- 
cie y pase en autoridad de cosa juzgada. 
«Todos los derechos reales ó personales, 
dice, trasmitidos á terceros sobre un in- 
mueble por una persona, que lia llegado 
á ser propietario en virtud del acto anu- 
lado, quedan sin. ningún valor y pueden 
ser reclamados directamente del posee- 
dor actual". Por el mismo principio, el 
artículo 1052 del código establece que «la 
anulación del acto obliga á las partes á 
restituirse mutuamente lo que han reci- 
bido ó percibido, en virtud ó por conse- 
cuencia del acto anulado.» 

La circunstancia de que los comprado- 
res recurrentes, hayan realizado la ope- 
ración bajo la fe que les merecía un de- 
creto del poder ejecutivo, no puede sus- 
traer este caso al imperio del derecho 
común; pues es elemental en nuestra 
organización política que el P. E. no pue- 
de obligar al estado sino cuando procede 
en la esfera, de sus atribuciones legales. 
Todos los que contratan con la nación lo 
saben, y tienen buen cuidado de exami- 
nar las competentes autorizaciones le- 
gales, conferidas por el congreso, para 
fictos que no están comprendidos en las 
facultades del poder ejecutivo. Si en este 
examen se incurre en error, es el equivo- 
cado, y no la nación, quien debe sufrir 
sus consecuencias, sin perjuicio de las 
acciones personales que tenga contra los 
causantes del daño. 

Teniendo presente, sin duda alguna, 
estos preceptos de la ley, el representan- 
te del señor Perry ha creído necessario 
insistir en la validez del decreto de 12 
de mayo de 1888, y la funda en conside- 
raciones que habían escapado hasta aho- 
ra á todos los que tenían interés en sos- 
tenerla. «El artículo 103, dice, de la ley 
de octubre 19 de 1876, establece que los 
actuales ocupantes de tierras nacionales 
por concesión del congreso ó por cual- 
quier otro titulo, procederán á registrar- 
los en la oficina de tierras y colonias».... 
El señor Perry se detiene en la transcrip- 
ción, cuando se hacía más interesante 
para el concepto de la disposición legal. 

¿Por qué no ha continuado, como cíice 
el artículo — «dentro de los seis meses 
sigujentes al establecimiento de esta»? 
Vencido con gran exceso el plazo fatal 
fijado en la ley para presentación de los 
títulos á la oficina de tierras, no era po- 
sible invocar unadisposición que caducó 
á la expiración del plazo, sin guardar si- 
lencio sobre la parte del artículo en que 
dicho plazo se establece. Fuera de esto, 
ya he manifestado á V. E. que el registro 
autorizado por la ley de 1876 no tenía por 
objeto conceder á la oficina de tierras ni 
al poder ejecutivo facultades para reva- 
lidar ó anular títulos, sino para tomar 
nota de los ocupantes, á fin de que el con- 



greso pudiera legislar con conocimiento 
de causa sobre los territorios nacionales. 

En el mismo caso se encuentra la dis- 
posición del artículo 26 de la ley de 3 de 
noviembre de 1882 sobre venta de tierras 
nacionales, que el representante del se- 
ñor Perry no cita, aún cuando importó 
en cierta manera conceder un nuevo 
plazo. «Los ocupantes de las tierras cuya 
venta se autoriza por esta ley, dice, de- 
berán presentarse al poder ejecutivo por 
intermedio del ministerio del interior, 
dentro del término de seis meses, con- 
tados desde la fecha de su promulgación, 
á deducir los derechos con que se con- 
sideren y que se les dejan á salvo.» 

Después de estas disposiciones, la ley 
de 1884 vino á revalidar definitivamente 
los títulos otorgados por los gobiernos de 
provincia y á reconocer los "derechos po- 
sesorios de los ocupantes. ¿Cómo puede 
hacerse arrancar la revalidación de 1888, 
fundada ilegalmentc en la lev de 1884, de 
la disposición del artículo Í03 de la ley 
de 1876? 

Entretanto, continúa el representante 
del señor Perry: «Está disposición (art. 
103 ley de 1876) es amplísima (para regis- 
trar en una oficina y dentro del plazo) 
pues no excepciona título alguno, y pue- 
den por consiguiente considerarse com- 
prendidos en ella los títulos originarios 
de un gobierno extranjero, con tal que 
hubiese tenido jurisdicción territorial 
en la época en que aquel fué otorgado. 
Consta á fs. 39 que el señor López, primi- 
tivo antecesor de mi representado, pidió 
la inscripción de su título amparándose 
en la disposición citada: no se admitió su 
pedido, no por falta de jurisdicción en el 
poder ejecutivo (para inscribir ó para re- 
validar}) sino por razones de otro orden; 
él insistió nuevamente y obtuvo por jin 
la revalidación solicitada. » 

El representante del señor Perry con- 
funde todas las nociones. La señora 
Lynch pidió la inscripción de _su título 
fuera del plazo de la ley de 18/6. Se le 
negó, con fundadas razones, y acudió al 
congreso, que rio permitió que llevara su 
gestión ante los tribunales. Dictada la 
ley de 1884, el señor López solicitó aco- 
gerse á su espíritu, y el poder ejecutivo 
revalidó,— \o que es muj' distinto que ins- 
cribir para efectos ulteriores,— el título 
presentado. Nada tiene que ver este acto 
con las leyes del 76 y del 82, sino con la de 
1884 en que pretende fundarse el decreto 
de 12 de mayo, con arreglo á los princi- 
pios generales del derecho internacional, 
citados en él. 

La conclusión del señor Perry es que: 
«Habiendo una ley ordenado la inscrip- 
ción de los títulos de cualquier origen en 
una oficina dependiente del poder ejecu- 
tivo, es evidente que éste quedó ¿acui- 
tado para resolver sobre los títulos que se 
presentaren á inscribirse, revalidando 
los legítimos y rechazando á los malos. 
Se comprende por otra parte que aunque 
no existiese una ley expresa, el poder 
ejecutivo está constitucional mente fa- 
cultado para resolver todos los asuntos 
quecaeu bajóla jurisdicción contencioso- 

administrativa» Más adelante agrega: 

revalidar un título no importa ena- 

genar la tierra, sino tan sólo reconocer 
el derecho de dominio que un particular 
tiene sobre ella por su título propio.» «El 
poder ejecutivo no ha hecho trasmisión 
de derechos: se ha limitado á declarar 
que esos derechos existían legítimamen- 
te adquiridos y que debían7 por consi- 
guiente, ser reconocidos», etc. 

Dejo completamente librada al ilustra- 
do criterio de V. E., esta novísima doc- 
trina constitucional sobre las facultades 
del poder ejecutivo, con arreglo ála- 
cual resultaría que fué el congreso quien 
invadió las atribuciones de ese poder, 
al revalidar por la ley de 1884 los títulos 
otorgados por las provincias, desde que 
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el poder ejecutivo podía hacerlo por 
sí, como un acto de simple administra- 
ción. No seguiré tampoco al representan- 
te del señor Perry en la discusión histó- 
rica que aborda sobre la jurisdicción del 
Paraguay al sur del Pilcomayo, porque 
ese punto ha quedado suficientemente 
dilucidado en este informe; pero sí obser- 
varé que la obra del barón du Graty que 
se cita, no puede prevalecer contra los 
actos v declaraciones reiteradas de nues- 
tro gobierno y las estipulaciones del tra- 
tado de límites; y que la concesión del 
gobierno de Salta" de 19 de setiembre de 
1824 prueba lo contrario de lo que se pre- 
tende, puesto que la salvedad de su ar- 
tículo 4 o previene las violaciones del te- 
rritorio argentino por fuerzas paragua- 
yas, sin mas efecto que el de interrumpir 
íos plazos. 

Se me ha invocado, privadamente, en 
favor de los derechos de los comprado- 
res, la circunstancia ele que el Banco Hi- 
potecario Nacional, haya concedido la 
hipoteca solicitada en algún caso sobre 
fracciones correspondientes al título re- 
validado por el decreto de 12 de mayo de 
1888. Pero comprobada como lo ha sido 
la nulidad .de éste, ella no puede subsa- 
narse por un error, perfectamente expli- 
cable, del abogado del referido Banco 
que haya podido afirmar la legalidad de 
dicha revalidación. Tratándose de un 
asunto tan complicado, noes extraño que, 
en el cúmulo de trabajo y sin el tiempo 
necesario para estudiarlo bajo todos sus 
aspectos, se haya prestado fe á la apa- 
rente legalidad del decreto de 12 de 
mayo. 

En la misma forma particular, se me 
ha citado la decisión de la suprema corte 
de los Pistados Unidos en el caso de Flet- 
cher v. Peck (6 Cranch, 87): «Si una ley de 
la legislatura de un estado, concediendo 
ciertas tierras, es obtenida por fraude y 
corrupción, y el cesionario transfiere la 
tierra á un comprador bonajide, por un 
valor remunerativo., la ley de la legisla- 
tura que despojara de sus derechos á ese 
comprador, sería inconstitucional y nu- 
la». (Bump Dec. Cons. tomo 1» pág. 285). 

Fácil es comprobar que esta acertada 
decisión judicial no tiene analogía algu- 
na con el presente caso. Se trataba, en la 
causa citada, de una concesión otorgada 
por la legislatura con arreglo á la cons- 
titución "del estado, y la corte suprema 
de los Estados Unidos establecía que si 
una corte de justicia puede en algún caso 
averiguar los motivosque hayan decidido 
á los miembros de una legislatura á vo- 
tar una lev, no puede hacerlo en una 
contienda "entre particulares, en que el 
estado no es parte. Decía el juez Mar- 
shall, en esa oportunidad, que si la co- 
rrupción podía abrirse camino en nues- 
tras jóvenes repúblicas y contaminar Las 
fuentes de la legislación, ó que motivos 
impuros pudieran contribuirá la sanción 
de la ley, ó á la formación de un contrato 
legislativo, cosa verdaderamente deplo- 
rable, — era necesario examinar con 
muchísima circunspección si una corte 
de justicia podía destruir un contrato por 
esa causa, ó anular derechos adquiridos 
por tal contrato, por terceros que no tu- 
vieran noticia de los medios empleados 
para obtener su celebración. Como V. E. 
ve, la doctrina del fallo citado se refiere 
ala validez de un acto legal, atacado á 
consecuencia de la corrupción del fun- 
cionario que lo ejecuta; mientras que en 
el caso actual se trata de un acto ilegal, 
practicado sin la jurisdicción y compe- 
tencia necesarias para que de él pudie- 
ran nacer derechos irrevocables. 

Por lo demás, V. E. carece de faculta- 
des para conceder por equidad, lo que le 
está vedado conceder por la ley. Si el 
decreto de 12 de mayo de 188S es un acto 
absolutamente nulo, V. E. no puede con- 
firmarlo en beneficio de los comprado- 



res de buena fe. Su deber, como repre- 
sentante de la persona jurídica del esta- 
do, es desconocer el acto de los repre- 
sentantes anteriores que violaron su 
mandato, conperjuiciodeios intereses ele 
la nación, salvando las graves responsa- 
bilidades de su elevada investidura; sin 
perjuicio de los recursos que las leyes 
concedan á los interesados, y del dere- 
cho que tengan para acogerse ala bene- 
volencia del honorable congreso, pidien- 
do por equidad alguna indemnización 
territorial que disminuya sus pérdidas. 

A mérito de las consideraciones ex- 
puestas en este largo informe, mi dicta- 
men es que V. E. declare nulo y sin valor 
alguno el decreto de 12 de mayo de 18SS, 
adoptando las medidas necesarias para 
la reivindicación de los terrenos com- 
prendidos en el título ilegal del señor 
López, que se encuentren en poder de él 
ó de sus sucesores. 

Salvo en todo la opinión más ilustrada 
de V. E.-443-Buenos Aires Marzo 20 
de 1S94.— Enrique García Méroit. 
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Dirección Genera! da Rania3 

En el expediente núm. 1736 iniciado 
por Suriph Morgan, solicitando privile- 
gio de paquete para el vapor Cairouse, 
ha recaído la siguiente resolución: 

Marzo 21 de 1894. 

Concedido, pase á la administración de 
contribución territorial y patentes pai'a 
que inscriba al vapor de" que se trata en 
la matrícula de vapores de carga con pri- 
vilegios aduaneros, expidiendo la que le 
corresponda todalvez que sea requerida. 
Anotado, devuélvase.— M. Rom. 

En el expediente núm. 1404, iniciado 
por el guarda 2° de La Plata, José M. Ben- 
golea, solicitando le sean pagados sus 
haberes por el mes de enero, ha recaído 
la siguiente resolución: 

Marzo 21 de ISíH- 

Vista la presente solicitud y en virtud 
del informe producido, se resuelve: 

Vuelva el presente ala aduana de La 
Plata para que el señor administrador 
abone al presentante su haber por el mes 
de enero último, descuente el \ r ale de 
la referencia, y fecho archívese en la 
misma.— Ac/iával. 

En el expediente núm. 4871, iniciado 
por F. Cappelletti, solicitando de la pa- 
tente que se le impone, ha recaído la 
siguiente resolución: 

Marzo 21 de ÍS'JÍ. 

Visto el presente expediente en el 
acuerdo de la fecha, y resultando del in- 
forme del inspector de avaluadores se- 
ñor Lamas, que el recurrente trasladó 
su negocio de la calle de Artes núm. 
874 ala de Ayacucho 1226, sin haber abo- 
nado ninguna de las patentes impuestas 
á ambos negocios, ni cumplido los requi- 
sitos establecidos en el artículo 9" de la 
ley respectiva, la dirección general, re- 
suelve: 

Vuelva el presente á la administración 
del ramo para que proceda, por interme- 
dio del cobrador fiscal de la sección co- 
rrespondiente á hacer efectivo su cobro, 
de conformidad en todo con la liquida- 
ción practicada por la inspección de ava- 
luadores, haciéndose las anotaciones del 
caso en los padrones respectivos y re- 
póngase los sellos.— Achával. 

En el expediente núm. 1464, iniciado 
por la administración de Gualeguay re- 
clamando presupuesto para refacciones 
en esa aduana, ha recaído la siguiente 
resolución: 



Marzo 21 do 1S0Í. 

Vuelva á la administración de rentas 
de Gualeguay pai a que haga reponer el 
sello correspondiente por ía ley á todas 
las propuestas como la presente.— Achá- 
val. 

En el. expediente número 793 iniciado 
por Juan G. Allende solicitando exone- 
ración de patente, ha recaído la siguien- 
te resolución: 

Mnrzo 21 de I80Í. 

Visto este expediente en acuerdo de 
la fecha y resultando de los obrados 
producidos que el presentante es inspec- 
tor de sanidad dependiente del consejo 
de higiene, cuyo empleo le priva la fa- 
cultad de ejercer su profesión de médico 
en el público, y habiéndose exonerado 
en casos análogos á otros facultativos del 
impuesto de patente correspondiente, la 
dirección general resuelve; 

Exonerar al recurrente de la patente 
impuesta por el año 1893. A sus efectos 
pase á la administración general de pa- 
tentes y repónganse los sellos— Achával. 

En el expediente núm. 1560 iniciado 
por Benjamín Rojas, oficial I o , dando 
cuenta de la averiguación que se le en- 
comendó hacer en la oficina de contri- 
bución territorial y patentes, solicitando 
el pago de contribución en 1892, por el 
señor Manuel Nova, ha recaído la si- 
guiente resolución: 

Marzo 21 de 1S94. 

Visto el presente expediente en el 
acuerdo de fecha 14 del que rige, la di- 
rección general de rentas resuelve; 

Amonestar al inspector de avaluadores 
don José Luis Lamas por los términos 
irrespetuosos de su informe, y al oficial 
I o . don Benjamín Rojas por haber provo- 
cado el conflicto en ía oficina el primero 
de los empleados nombrados.— y fecho, 
archívese este expediente en secretaría. 
—Achával. 

En el expediente núm. 1353 iniciado 
por el ferrocarril Oeste Argentino comu- 
nicado que en las importaciones que 
hubieron en el año 1892 para ese ferro- 
carril, el detalle de tierra Portland era 
destinado á la construcción de obras de- 
arte á í ese ferrocarril, ha recaído la si- 
guiente resolución: 

Vista la presente comunicación, el in- 
forme producido, y, considerando: 

I o . Que la práctica establecida con re- 
ferencia alas cuentas que se forman á 
las empresas ferroviarias por la oficina 
de contabilidad aduanera, de los materia- 
les y artículos para los mismos, ha sido en 
un todo de acuerdo con las prescripcio- 
nes del decreto reglamentario de lecha 
25 de iunio de 1877 que manda formar dos 
planillas, la una por excesos de artículos 
de consumo con las limitaciones estable- 
cidas, y, la otra, de materiales de cons- 
trucción}' explotación. 
'¿:2 o . Qué la primera de esas planillas de 
las cuentas formuladas ala empresa re- 
currente, ha sido pasada á la aduana de 
la capital para su cobro inmediato, y la 
segunda al ministerio de hacienda con el 
fin de que pida informe al departamento 
de obras públicas para comprobar de 
una manera exata si todos los materiales 
expresados los ha empleado en nuevas . 
construcciones, como asimismo los tu- 
bos de bronce y la tierra Plortland y cuyo 
uso se hace necesario justificarlo. 

3 o . Que la observación que hace la 
empresa con respecto al recorrido kilo- 
métrico, de sus \vagones,°debe desesti- 
marse completamente, en virtud del 
mandato expreso y terminante del art. 2 o 
del referido decreto, que no designa si 
los vehículos son de uno ó más ejes, sino 
que el recorrido debe computarse por 
cada uno de aquellos, y, 
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4". Que estando m un lodo d> acuerdo 
i-<m los puntos expresados con el informe 
de la oficina del ramo, los términos es- 
plícitos del decreto de 1877 v con la opi- 
nión de ladireccion general, se resuelve; 

I '.s tese la recurrente á los mandatos de 
la ley de su relcrencia, á los del decreto 
reglamentario de la misma, á la práctica 
establecida en la oíicida de contabilidad 
aduanera de ferrocarriles y désele aviso 
de esta resolución por intermedio de la 
última para que se sepongan los sellos y 
fecho archívese por la misma.— Ahával. 

En el expediente núm. 1607, iniciado 
por Kropp Zananch y C 1 ., solicitando 
devolución de derechos para el vapor 
Cinti, ha recaído la siguiente resolución: 

Marzo 21 do 1804. 

Vuelva ala aduana de la capital para 
que practique la planilla de contrahqui- 
ttación correspondiente.— Achával. 

En el expediente núm. 1500, iniciado 
por F. S. Osuna y C a . . solicitando recon- 
sideración auna resolución de ladirec- 
cion sobre la forma de pago de comisión, 
ha recaído la siguiente resolución: 

Marzo 26 do 1S94- 

\"sto el presente expediente en el 
acuerdo de 1« fecha, se dispuso pedir in- 
forme por nota á la contaduría general 
de la nación, sobre si la ley de contabi- 
lidad vigente es contraria á la letra y al 
espíritu del artículo 4 del contrato de los 
px-esentantes y que se sirva así manifes- 
tarlo á fin de resolver lo que sea conve- 
niente.— Achával. 

En el expediente núm. 1156, iniciado 
por M. Real, devolviendo boletas de 
constancia de deuda de contribución del 
año 88, ha recaído la siguiente resolu- 
ción: 

Marzo 2<¡ do. 1894. 

Visto el presente expediente en el 
acuerdo de la fecha y en vista de lo in- 
formado por el inspector de avaluadores: 
Vuelva el presente expediente á la ad- 
ministrad ón de contribución territorial 
para que recabe del señor Real la decla- 
ración de la fecha en que le fueron en- 
tregadas la referidas boletas y qué ges- 
tiones hizo á los efectos del cobro.— 
AcJiával. 

En el expediente número 1579, iniciado 
por la administración de Concordia, co- 
municando si en la nómina de los despa- 
chos referidos en la quincena que debe 
remitir, deben ir todos sean ó no libres 
de derechos, ha recaído la siguiente re- 
solución: 

Marzo 26 de 1894. 

Vuelva ala administración de rentas 
de Concordia, manifestándole que la re- 
lación á que se refiere el precitado decre- 
to, solo comprende las mercaderías des- 
pachadas libres de derechos, expresando 
en ella la fecha de la orden, la marca, el 
número, la cantidad, el envase, el conte- 
nido, el valor declarado, el aloro, la casa 
que recibe los bultos, el vapor, el paquete. 
y la fecha de la entrada. Cumpla en con- 
secuencia.— AcJiával. 



. En el expediente número 1641, iniciado 
por la receptoría de Reconquista, comu- 
nicando que á 3 leguas de esa ciudad se 
encuentran algunas vigas pino de tea, de 
las que introdujo libre de derechos de la 
compañía ferrocarril Central Sud Ame- 
ricano, ha recaído la siguiente resolu- 
ción: 

Marzo 26 de 1894. 

Vuelva á la receptoría de rentas de 

Reconquista, manifestándole que se le 

autoriza á proceder como lo solicita de 
La dirección general.— Achával. 



En i.-l •; ••.\p> -diente núm. 1234, inici-ido 
por la aduana de la capital, comunicando 
que no se ha podido dar curso al despa- 
cho núm. 12,717 del señor Belrnon, por 
haberse extraviado en la oficina de ba- 
lances, ha recaído la siguiente resolu- 
ción: 

Marzo 26 de 1894. 

Con lo informado por el empleado Va- 
lentín Pérez, vuelva á la aduana de la 
capital para su conocimiento.— Achával' 



Caja de Conversión 

En Buenos Aires á veintiséis días del 
mes de marzo de mil ochocientos noven- 
ta y cuatro, reunidos en la Caja de Con- 
versión los señores directores, gerente, 
contador, tesorero y secretario que fir- 
man se procedió á destruir por el fuego 
la suma de cíenlo veinte mil pesos en 
doscientos ataréala mil billetes de cin- 
cuenta centavos cada uno, sin habilitar 
y con la numeración que se expresa más 
abajo, perteneciendo esta emisión á la 
ley 2707, contrato de 10 de pilio de 1891, 
cuya leyenda es incorrecta, por lo cual el 
directorio ordenó su destrucción en abril 
21 de 1892, confirmando esta resolución 
por otras posteriores. 

La numeración de estos billetes es la 
siguiente: 

240.000 billetes de s0.50, en doce series 
de la numeración 160.001 á 180.000 en 
cada serie. 

Pai a constancia de lo expresado se le- 
vantó la presente acta por duplicado. 

Firmados: Luis P. Molina— J. Balbin — 
J. A. Areco— Carlos A. Marenco, geren- 
te— J. Pillado, subcontador— Juan Batta- 
glini, tesorero— Alberto Aubone, secre- 
tario. 



presente en dos ejemplares. -Luis P. 
Molina — /. Balbin— J. A. Areco- Car- 
los A. Marenco, gerente-;/. Pillado, sub- 
contador— Juan" Ballagííni, tesorero - 
Alberto Aiibone, secretario. 



En Buenos Aires, á veintiséis días 
del mes de marzo de mil ochocientos no- 
venta y cuatro, reunidos en la Caja de 
Convc sión los señores directores, ge- 
rente, contador, tesorero y secretario 
que firman, se procedió á destruir por 
el fuego la suma de ciento treinta y nue- 
ve mil cuatrocientos cuarenta y siete pe- 
sos, en bonos agrícolas y billetes de emi- 
sión antigua del Banco Provincial de 
Córdoba, mandados quemar en esta Caja 
por decreto de 25 de noviembre próximo 
pasado y resoluciones posteriores del 
gobierno nacional. 

El detalle de los billetes quemados, cu- 
ya clasificación queda especificada en 
planillas archivadas en contaduría, es el 
siguiente: 

Bonos Agrícolas 1.573 billetes $ 14.065 
Emisión antigua 15.594 » » 125.382 

17.167 » » 139.447 
Para constancia de lo que se deja ex- 
presado se levantó la presente acta por 
triplicado de acuerdo con lo dispuesto 
por el artículo 19 del decreto reglamen- 
tario de la ley de 3 de noviembre de 1887. 
Luis P. Molina— J. Balbin— J. A. Are- 
co— Carlos M. Marenco, gerente— J. Pi- 
llado, sub-contador— Juan^Battaglini, te- 
sorero—Alberto Aubone, secretario. 



En ..¡Buenos Aires, á veintiséis dias 
del mes de marzo de mil ochocientos no- 
venta y cuatro, reunidos en la Caja de 
Conversión los señores directores, ge- 
rente, contador, tesorero y secretario que 
firman, se procedió á destruir por el fue- 
go la suma de treinta mil pesos moneda 
nacional en igual número de billetes de 
v 1 c/u, de la ley 3 de noviembre de 1887, 
recibidos del Banco de Londres y Rio 
de la Plata, por renovación. 

La clasificación de los billetes que- 
mados se especifica en planillas que 
quedan archivadas en contaduría. 

Para constancia del acto se levantó la 



Aduana de ¡a Capital 

LIBERACIONES 

Día 26. 

A M. Soli y C a ., 3 cajones con 339 kilos 
libros impresos, venidos en el vapor Cór- 
doba. 

A JacoboPeuser, un cajón con 31 kilos 
libros impresos en pasta y la rústica, ve- 
nidos en el vapor Rosario! 

A Tenconi y C a ., 3 cojones con libros 
impresos, venidos en el vapor Córdoba. 

A la Compañía Sansinena de carnes 
conservadas, 4 fardos con 24.000 bolsas 
para la exportación de carnes congela- 
das, con 2.700 kilos bruto, venidos en el 
vapor Kathleen. 

AF. Maresca y O 1 ., 456 cajones limo- 
nes, venidos un el vapor Sud América. 

A Jacobsen, 1 cajón con 31 kilo libros 
impresos, venidos en el vapor Words- 
woth. 

MANIFIESTOS DE BUQUES. — ENTRADAS DE 
ULTRAMAR 

Marzo 26 de 1894. 

La Plata, vapor francés de Burdeos y 
escalas el 5 de marzo á O. R. M. Don os 
con á: Igon 9 cajones librería; Benerech 

5 cascos vino; M. Anchorena 4 cajones 
pieles; Andrés 2 cajones sombrerería; C. 
v Lastreti 3 cajones tejidos; Scheurer32 
bordalesas virio; Trongé 8 cajones id me- 
dicinal; R. Arana 10 bultos mercaderías; 
H. Sager 250 barriles sardinas; Mieres 
L. 2 cajones armas; Rigollean 5 cascos 
porcelanas; Devoto 250 cajas sardinas; 
Manpas 25 cajones aceite; B. Wolff 42 
bordalesas vino; Plaize 3 cajones cognac; 
Caride 85 bordalesas vino; Fittte 20 bor- 
dalesas id; F. R. Roget 10 bordalesas id; 
B. y Alonso lObordls. id; Banco Francés 
55 cajones aguardiente; Calvet, 100 cajo- 
nes ajenjo; Carrique, 306 fds. plantillas; 
E. de 'Vedia, 1 cajón cognac; Martin, 2 ca- 
jones relojes, Dussaud. 19S bordalesas 
vino; Rocha, 100 id id; Maupas, 50 id id; 
Chapar, 60 id id; Mautalen, 400 id id; C. 
Solari, 762 cajones leguubres y conser- 
vas, 50 cajones ajenjo; Calvet, 11 bord. 
vino, 420 cajones" id, cerveza y kirsch; 
Romat, 55 cascos vino, 5 cajones puntas: 
Pilliving, 90 cajones botellas y cápsulas; 
Devoto, 308 bordalesas vino; Recht,4 id 
id; orden, 5 cajones sanguijuelas; Trongé 

3 id id; Nargones J., 15 bultos pastas tru- 
fadas; Larronde, 150 cajones cognac; 
Delor, 62 bordalesas vino; Soulié 1800 
cajones bitter, Feuillan, 116 bordale- 
sas vino; Méndez, 116 cajones vidriería; 
Berisso, 100 cajones ajenjo; Molí, 1 
cajón sombreros; Faybesse, 10 cajones 
id; Capdeville, 16 fardos frazadas; Vigne, 

6 bultos tegidos y bonetería; Preiz, 77 
cajones conservas; Loubet, 2 cajones 
librería; L. Lev}', 3 cajones conservas; 
Jumachien, 3 cajones papel; orden, 17 
cajones mercaderías; Chapón, 2 cajones 
cuchillería; G. Brun, 33 cajones nieles, 
tegidos etc, 2 cajones bonetería; Kropp, 

4 cajones tegidosy quincallería; Kunding 
4 cajones mercería; Bemberg, 3 cajones 
tegidos; J. Brun, 3 cajones id; Cervece- 
ría Argentina, 10 cajones capsulas; Las- 
serre, 29 cajones conservas; orden de 
varios, 21 bultos mercaderías diversas. 

Resguardo de la Capital 

ENTRADAS DE LOS RÍOS 

Vapor nacional Inca, procedente de 

Salto, consignado á Ros v Tobal, con car- 

: gamento de: 250 fardos lana. 

¡ Vapor nacional Rivadavia, procedente 

¡ de Salto, consignado á A. Tarando y C a , 
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con cargamento de 3 rollos tabaco negro, 
3 cajones huevos, 1 jaula aves, 114 bolsas 
lana, 35 pipas sebo. 

Vapor nacional Golondrina II, proce- 
dente de Montevideo, consignado á E. D. 
Risso, con cargamento de 10 cajones teji- 
dos lana, 1 cajón sederías, 1 cajón bo- 
tones. 

Vapor oriental Cosmos, procedente de 
Salto consignado á J. M. Tullock con car- 
gamento de" 140 fardos lana, 48 id. lana. 

Vapor nacional Oriente G. proceden- 
te de Gualeguaychú consignado á Ros y 
Tobal con cargamento de fó pipas aceite 
potro, 510 tarros grasa, 99 tarros grasa. 

Vapor nacional Interior procedente del 
Rosario consignado á Francisco Cameli- 
no y C a con cargamento de 6445 bolsas 
trigo. 

Vopor Argentino La France, proce- 
dente de Santa Fé, consignado á Nuñez 
y Cerro, con cargamnnto de: 6.782 bolsas 
trigo. 

Vapor argentino Artrea, procedente 
de Gualeguay, consignado á Quintana y 
Amespil, con cargamento de: 50 lardos 
lana, 95 atados lanares, 50 fardos carne 
salada. 

ENTRADAS DE CABOTAJE 

Pailebot nacional Venti Setembre, pro- 
cedente de Rosario, consignado á N. 
Mihanovich, con cargamento de: 3043 
bolsas lino. 

Pailebot nacional Eugenia Altieri, pro- 
cedente de Magdalena, consignado á F. 
Mania; con cargamento de; 449 bultos 
lana sucia. 

Pailebot nacional Res Non Verba, pro- 
cedente de Ajó, consignado á G. Mares- 
ca, con cargamento de 3.904 kilos lana, 
155 kilos cerda, 204 kilos cueros nutria, 
770 kilos cueros vacunos secos, 12 cueros 
becerros secos, 174 kilos cueros potros, 
11 kilos nonatos. 

Pailebot nacional Expreso, procedente 
de Santa Fe. consignado á S. Maresca 
con cargamento de 490 bolsas harina. 

Patacho italiano Aurora F., proceden- 
te de San Lorenzo, consignado á S. Ma- 
resca, con. cargamento de 2000 bolsas 
trigo. 

Goleta nacional Nuevo Antonio, pro- 
cedente de Rosario, consignado á S. Ma- 
resca, con cargamento de 5.250 bolsas 
harina, 300 bolsas afrecho. 

Balandra nacional Joven David Molió, 
procedente de San Gerónimo, consigna- 
do á S. Maresca, con cargamento de 
45.000 kilos trigo. 

Chata inglesa Llama, procedente de 
Rosario, consignada á W. Samson y C a 
con cargamento de 3200 bolsas trigo. 

Chata inglesa Carpincho, procedente 
de Rosario, consignada á W. Samson y 
C" con cargamento de 3210 bolsas trigo. 

Vapor oriental Teseo, procedente de 
Puerto Aragón, consignado á N. Mihano- 
vich con cargamento de 197.541 kilos 
trigo. 

Pailebot nacional Caima, procedente 
de Uruguay, consignado á Nuñez y Cerro 
con cargamento de 864 bolsas trigo. 

Pailebot nacional Vamos á probar, 
procedente de Gualeguaychú, consig- 
nado á Ros y Tobal, con cargamento 
de 860 bolsas trigo. 

Pailebot nacional Río Corrientes, pro- 
cedente de Esquina, consignado á Ros y 
Tobal, con carga nento de 2750 medios 
postes ñandubay. 

Vapor oriental América, procedente 
del Uruguay, consignado á Ros y Tobal, 
con cargamento de 95.498 kilos trigo. 

Pailebot nacional AngelGambetta pro- 
cedente de Gualeguaychú consignado á 
E. Gagliardo, con cargamento de 60.000 
astillas leña. 

Pailebot nacional Agustín Demartine, 
procedente del Uuruguay, consignado á 
E. Gagliardo, con cargamento de 80 000 
kilos leña en trozos. 



ZARPADOS 

Pailebot nacional Cittá Nova, con des- 
tino á Ajó, cargado. 

Pailebot nacional Sei Fratelli, con des- 
tino á Santa Fe, cargado. 

Pailebot nacional Fílocre, con destino 
á I. Uruguay, en lastre. 

Pailebot nacional Mentin Revagno, 
con destino á I. Uruguay, en lastre. 

Pailebot nacional Rosa Fresone, con 
destino á Sauce, en lastre. 

Pailebot nacional Don Juan Fynn, con 
destino á Colonia, en lastre. 

Goleta nacional Adela R. Camera, con 
destino al Rosario, cai-gada. 

Balandra nacional Monte Alegre, con 
destino á Martín García, en lastre. 

Barca noruega Stanley, con destino al 
Rosario, en lastre. 

Balandra nacional Spaniero, con des- 
tino á Corrientes, en lastre. 

Chata nacional Excelsior, con destino 
á Victoria, en lastre. 

Balandra nacional Fé del Franío, con 
destino á Santa Fé, cargado. 

Balandra nacional El Sindicador, con 
destino á Corrientes, en lastre. 

Pailebot nacional Teresa Angela, con 
destino á C. del Uruguay, en lastre. 

Balandra nacional Sigúeme si puedes, 
con destino á Corrientes, en lastre. 

Pailebot nacional Rendello, con des- 
tino á Uruguay, cargado. 

Pailebot nacional Albartiti con desti- 
no á San Nicolás, cargado. 

Pailebot nacional Lobo, con destino á 
La Plata, cargado. 

Balandra nacional Nueva Eharca, con 
destino á San Fernando en lastre. 

Balandra nacional María Pía, con des- 
tino á San Fernando, en. lastre. 

Balandra nacional Olimpo, con destino 
á San Fernando, en lastre. 

Balandra nacional Valentina, con des- 
tino á San Fernando, enlastre. 

Balandra nacional Despacio, con desti- 
no á San Fernando, en lastre. 

Balandra nacionolDorlindana, con des- 
tino á San Fernando, en lastre. 

Balandra nacional Lavagnino, con 
destino á San Fernando, en lastre. 

Balandra nacional Levantina, con des- 
tino á San Fernando, en lastre. 

Gpleta nacional Inmaculata Concep- 
ción, con destino á Corrientes, en lastre. 

Pailebot nacional Feliz del Plata, con 
destino á Ajó, en lastre. 

Pailebot nacional Final Marino, con 
destino á Corrientes, en lastre. 

Balandra nacional Herminia, con des- 
tino á San Fernando, en lastre. 

Pailebot nacional Correo Concepción, 
con destino á Concordia, cargado. 

Pailebot nacional Teresita Desimoni, 
con destino á San Nicolás, en lastre. 

AYIj^OjS OEICIADEjS 



Ministerio de Hacienda 



Contaduría General de !a Nación 

EDICTO: 
Por disposición del señor presidente 
de la contaduría general de la nación, 
se cita al exhabilitado del ministerio de 
relaciones exteriores Rafael Chilavert, 
para que por sí ó por intermedio de 
apoderado ingrese en tesorería general 
de la nación 'la suma de § 172,812.88 m/n. 
importe del saldo deudor de la planilla 
de cargos formulada por está contadu- 
ría, en el plazo de quince días.— hl se- 
cretario. 



trol de las tercerolas de alcohol consti- 
tuirá para los ferrocarriles y demás em- 
presas de transporte, el certificado exi- 
gido por el artículo 25 de la ley nacional 
de impuestos internos. 

Para mejor inteligencia de los intero- 
sados, se transcribe á continuación los 
artículos pertinentes del derreto men- 
cionado: 

Artículo 1" Desde la fecha de la pro- 
mulgación de este decreto, el boleto 
control que las tercerolas de alcohol de- 
ben siempre llevar adherido constituirá 
por sí mismo el certificado que reclama 
el artículo 25 de la ley. 

Art. 2 o La administración de impuestos 
internos tomará las medidas necesarias 
para que solamente sean munidas de los 
boletos referidos aquellas fábricas que 
están en regla con los impuestos internos 
derogándolos á aquellas que por cual- 
quier causa demorasen el pago.- Buenos 
Aires, Marzo 7 de 1894.— C. Elisalde, se- 
cretario, vil a 



Banco de la Nación Argentina 

BALANCE DE LA CASA CENTRAL Y SUCUR- 
SALES EN 28 DE FEBRERO DE 1894 

ACTIVO 

$ OfO $ Monrihi Innol. 

Acciones 50.000.000 00 

Gobierno Nacional (ct. 

Emisión Menor)...'... 8.300.000 00 
Banco Nacional en li- 
quidación 7.470.075 82 

Documentos desconta- 
dos 40. 002. 254 20 

Adelantos en cifc\ cor- 
riente 15.020 00 

Letras á recibir LÍOS. 750 3!) 

Inmuebles 3.231.033 :tl 

Deudores en gestión.. ¡)23.is7 i:> 

Gastos generales 272.102 11:) 

Empf," Nacional Interno 

1$ 2Í .564.000) al 75 %. Ki.l7H.000 00 

Corresponsales en el 

exterior 42.401 OS 

Conversión 5.007 Sli 

Muebles y titiles 477.287 22 

intereses. 00.205 50 

Gastos judiciales 1 3 .080 I» 

Caja de Conversión. De- 
creto Junio 30 del 02. 

garantía dedepósitos 23.000.000 00 

Ganancias v pérdidas. ios 25 

Tesoro '. 5.000.000 00 

Caja 378.235 40 23.S30.3I0 50 





4. 440. 425 24 


187.173.08!! 05 


PASIVO 






Capital 

Caja de Conversión 




50.000.000 




50.000.000 00 


Emisión menor 




8.500.000 00 


Sucursales «operacio- 






nes pendientes» 


45.322 80 


001.024 38 


Depósitos á la vista v 






á plazo fijo 


325.155 32 


00.204.150 01 


Depósitos judiciales .. 


75.034 28 


I;,..» 41 . ;>, I 5 i 


Letras á pagar 




275.081 52 


Conversión 




1 '.1.402 02 


Comisiones v desetos. 


lí 07 


1.230.703 30 
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Fondo de previsión — 




435.1153 28 




440.425 24 


187.173.080 05 



Manuhj, A. Aouihhu, Presidente. -Jo*r M . /.(<>- 
i:al. Subsecretario.— Franrisco Brati, Contador 
General.-— V*. B°. Juan Antonio Areco, Sindico. 



Administración general de impuestos 
internos 

Con arreglo á lo dispuesto en el decre- 
to de 27 de febrero pptlo., el boleto con- 



Departamento N. de Minas y Geología 

TERRITORIO NACIONAL DEL CHUIJUT 
Bxj^lorííCñósR 

Chubut, 8 de febrero de 1894. — A) señor 
director general del departamento na- 
cional de 'minas y geología.— Jonh. H. Jo- 
nes, casado, minero, mayor de e-Jad, con 
domicilio en Bryn Guyn Valby de Chu- 
but, ante Vd. se presenta y respetuosa- 
mente expone: Que deseando verificar 
la existencia é importancia de aluviones 
auríferos y minerales en general en este- 
Territorio nacional 'del Chubut, solicita, 
se le conceda el derecho de cateo del te- 
rreno cuya ubicación precisa es la si 
guíente: A la plaza del Seirra Edwyn, 
principiando en el nacimiento alíñente 
de más al sud, que corre al arroyo de 
Cuts v siguiendo en la dirección norte. 
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La extensión del cateo está dentro de dos 
picos notoriosos en la vecindad, con caí- 
da de agua al Cwts y Black Sand. Los 
terrenos son incultos, no medidos, no 
cultivados ni cercados y pertenecen al 
estado.— Es justicia.— John Henry Jones. 
Presentado hoy veinte y seis de lebrero 
de| mil ochocientos noventa y cuatro á 
las 2 y 45 p. m.— Conste— Resta. 
■ Febrero 27 de 1894.— En esta (echa en- 
tró cñ el departamento.— Juan de Caries, 
secretario; 

Márzd 5 de Í894.— ¡Regístrese y publí- 
fcjüese en üri diario de la capital, conforme 
ál artículo 25 del código de minería. Fí- 
jese Cartel aviso en las puertas del depar- 
tamento y notifíquese al interesado.— H. 
D. Hoskold, director general. 

OTRO 

Señor director general del departa- 
mento de minas.— ^J. L. Smart y F. S. 
Smart, de la razón social Jumes" Smart, 
con domicilio legal en la calle Piedad, 
núm. 556, de esta capital, ante Vd. respe- 
tuosamente se presentan y dicen: Que 
solicitan de acuerdo con las disposicio- 
nes del Código de Minería, se conceda 
á dicha sociedad James Smart, una con- 
cesión compuesta de tres pertenencias 
mineras que corresponden A sociedad, 
para establecimiento Jijo de explotación 
de aluviones auríferos y que ya se han 
descubierto, sobre el arroyo Black Sand 
en el Territorio Nacional del Chubut, de- 
biendo ubicarse dichas tres pertenencias 
á continuación y hacia el oeste de la con- 
cesión pedida por Richard Williams ó 
Isaac Ellis, bajo el nombre de King 
Howell. Rogamos se dé á la concesión 
una extensión de doscientos (200) metros 
de ancho por mil quinientos (1500) metros 
de longitud. A la concesión de la refe- 
rencia damos el nombre de Micawber. 
El terreno es de propiedad de la nación, 
inculto y no cercado.— Es justicia, etc.— 
J. L. Smart.— F. S. Smart. 

Presentada hoy quince de marzo año 
del sello, siendo las dos p. m. —Conste.— 
Resta. 

Marzo 15 de 1894.— Con esta fecha entró 
en el departamento.— -Carlos A. L. Hos- 
kold. 

Marzo 19 de 1894.— Regístrese y publí- 
quese en un diario de la capital, confor- 
me al artículo 119 del Código de Minería. 
Fíjese cartel aviso en las puertas del de- 
partamento y notifíquese al interesado. 
—H. D. Hoskold, director general. 

OTRO 

Chubut, 8 de febrero de 1894. — Al se- 
ñor director general del departamento 
de minas y geología.— David Rogers, sol- 
tero, minero, mayor de edad, con domi- 
cilio en Brvn Gloyn, territorio del Chu- 
but, ante Vd. se presenta y respetuosa- 
mente expone: Que deseando verificar 
la existencia é importancia de aluviones 
auríferos y minerales en general en este 
territorio nacional del Chubut, solicita 
se le conceda el derecho de cateo del te- 
rreno cuya ubicación precisa es la si- 
guiente: á" continuación del cateo de John 
H. Jones en el rumbo norte. Los terrenos 
son incultos, no medidos, no cultivados 
ni cercados y pertenecen al estado. Es 
justicia.— David Rogcrs. 

Presentado hoy veinte y seis de febre- 
ro de mil ochocientos noventa v cuatro 
á las 2 y 45 p. m. Conste.— Resta. 

Febrero 27 de 1S94.— En esta fecha en- 
tró en el departamento. --Juan de Car- 
ies, secretario. 

Marzo 5 de 1894.— Regístrese v pnblí- 
queseen un diario de la capital, conforme 
al artículo 25 del código de minería, fíje- 
se cartel aviso en la puerta del departa- 
mento y notifíquese al interesado. — II. 
JD. Hoskold, director general. 



OTRO 

Chubut, febrero 8 de 1894.— Al señor 
director general del departamento na- 
cional de minas y geología. — Elias Ou- 
ven, soltero, profesión minero, mayor de 
edad, con domicilio en la chacra núm. 
206 A, valle de Chubut, ante Vd. se pre- 
senta y expone: Que deseando verificar 
lajexistencia é importancia de aluviones 
auríferos y minerales eii general en este 
territorio nacional del Chubut, solicita 
se le conceda el derecho de cateo y ex- 
ploración del terreno c.üya ubicación pre- 
cisa es la siguiente: aliado del Sud de 
nombre Cuts, minas de vecindad de Ye- 
ca en el arroyo Black Sand, á la costa 
Oeste de las pertenencias alotado en la 
vecindad de dicho arroyo en la juntura 
de dos afluentes de dicho arroyo. Los 
terrenos son incultos, no med'dos, no 
cultivados ni cercados y pertenecen al 
estado. Es justicia.— El las Oitven. 

Presentado hoy veinte y seis de febre- 
ro de mil ochocientos noventa v cuatro á 
las 2 y 45 p. m. Conste.— Resta". 

Febrero 27 de 1894.— En esta fecha en- 
tró en el departamento —Juan de Caries 
secretario. 

Marzo 5 de 1894,— Regístrese y publí- 
quese en un diario de'la capital, confor- 
me al artículo 25 del código de minería. 

Fíjese cartel aviso en las puertas del 
departamento y notifíquese al interesa- 
do.— H. D. Hoskold, director general. 

OTRO 

Chubut, 8 de febrero de 1894. —Al señor 
director general del departamento nacio- 
nal de minas y gcología.—Georgo Wi- 
lliams, casado, "minero, mavor de edad' 
con domicilio en Irelcw, valle del Chubut. 
ante Vd. se presenta y respetuosamente 
expone: Que deseando verificar la exis- 
tencia é importancia de aluviones aurífe- 
ros y minerales en general, en este terri- 
torio nacional del Chubut, solicita se le 
conceda el derecho de cateo del terreno 
cuya ubicación precisa es la siguiente: 
A ía barranca sud de la laguna Nant Fall 
la laguna forma de la costa norte del te- 
rreno que incluye los arroyos que en- 
tran de la misma. Dicha laguna es el na- 
cimiento del arroyo que pasa la colonia 
36 de Octubre al Caren-lcuíú.á la parada 
oeste de las prccordillcras dentro Sei- 
rras de Yeca y la colonia. Los terrenos 
son incultos, ño medidos, no cultivados 
ni cercados y pertenecen al estado. Es 
justicia. Gcofgc Williams. 

Presentado hoy veinte y seis de febre- 
ro de mil ochocientos noventa y cuatro 
á las 2 y 45 p. m. Conste. -Resta, 

Febrero 27 de 1894.— En esta fecha en- 
tró en el departamento.— Juan de Caries 
secretario. 

Marzo 5 de 1894. — Regístrese y publí- 
qnese en un diario de la capital, confor- 
me al artículo 25 del código de minería, 
fíjese cartel aviso en las puertas del de- 
partamento y notifíquese al interesado. 
—II. D. Hoskold, director general. 



puesto, pues no hay prórroga ni tiempo 
que perder. 

Al mismo tiempo, se hace saber que 
los jurados que deben entender en los 
reclamos que se interpongan, funciona- 
ran del I o al 15 de abril inclusive.— Bue- 
nos Aires, marzo 17 de 1894.— El admi- 
nistrador. v30m 



Administración general de Contribución 
Territorial y Patentes de la Nación. 

Se previene á los siguientes gremios 
que deben venir por sus correspon- 
dientes boletas de patente á esta admi- 
nistración: 

Médicos, consignatarios, corredores 
de frutos y haciendas, corredores de 
seguros y bolsa, constructores de obras, 
prácticos" lemanes, estivadores, calafa- 
tes, carpinteros de ribera, vivanderos, 
comisionistas viajeros, hipódromos y 
frontores, compañías de seguros, conta- 
dores, peritos tasadores, navegaciones 
de cabotaje y de ultramar, seguridad 
de máquinas de vapor, privilegios de 
paquetes y ambulantes. No dejar para 
el último "momento el pago de este im- 



Miiiisícsrio de 1. C; é í. Pública 



Consejo Nacional cié Educación 

Llámase A licitación por ei término dé 
treinta dias para la construcción de un 
edificio escolaren «Villa Devotto», con 
arreglo á los planos y pliego de condi- 
ciones que estarán á la disposición de 
los interesados todos los dias hábiles de 
12 á 4 p. m. en la secretaría del consejo. 

El acto de la licitación tendrá lugar el 
día 8 de Abril próximo á las 2 p. m. de- 
biendo presentarse las propuestas con el 
sello correspondiente y acompañadas del 
certificado de depósito relativo al 1 /o 
sobre el importe total de la obra, no to- 
mándose en consideración sino las que 
vengan en la forma debida.— Buenos Ai- 
res,' Marzo 8 de 1894.— El secretario. 

v8a 

LICITACIÓN 

Llámase á licitación por el término de 
treinta dias, para la construcción dedos 
edificios: uno con destino á escuela en 
el terreno calle Arenales N°. 2733, y otro 
para las oficinas del Consejo en la esqui- 
na Paraguay y Rodríguez Peña; ambos 
de acuerdo 'con los planos y pliegos de 
condiciones que estarán á la disposición 
de los interesados todos los dias hábiles 
de 12 á 4 p. m. en la Secretaría del Con- 
sejo. 

El acto de la licitación para el primero 
de dichos edificios tendrá lugar el día 
27 del próximo Marzo; y para el segundo 
el din 29 del mismo mes, á las dos déla 
tarde; debiendo presentarse las propues- 
tas en pliego cerrado y con el sello y 
depósitos correspondientes, no tomán- 
dose en consideración sino las que ven- 
gan en debida forma. — Buenos Aires, 
Febrero 24 de 1894.— El Secretario. 

v26m 

LICITACIÓN 

Llámase á licitación por el término de 
30 días, para la ejecución de las repara- 
ciones necesarias en los edificios ocupa- 
dos por las escuelas núm. 5, 12 y 13 del 16° 
Distrito de acuerdo con los detalles y 
pliego de condiciones que estarán á dis"- 
posíción de los interesados todos los días 
hábiles de 12 m. á 4 p. m. en la Secreta- 
ría del Consejo. 

El acto de la licitación tendrá lugar el 
día 5 de Abril próximo á las 2 p. m., 
tomándose en consideración únicamente 
las propuestas que estén en debida for- 
ma.— Buenos Aires, Marzo 3 de 1894.— 
El Secretario. v3a 



Ministerio do Guerra y Marina 

Comisaria General de Guerra 

LICITACIÓN 

El 17 de Abril próximo á las 2 p. m, 
tendrá lugar en la Ayudantía del Estado 
Mayor General del Ejército una licita- 
ción pública por pliegos cerrados para la 
provisión de 2500 kepíes con destino al 
ejército. 

Por datos y pliego de condiciones, los 
interesados deben ocurrir á esta comi- 
saría hasta el día 16.— Marzo 17 de 1894. 
— El comisario general. vl7a 
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Ministerio del Interior 



Policía de la capital 

LICITACIÓN 

Por el presente aviso se llama á licita- 
ción para la provisión de los artículos 
siguientes que se necesitan para unifor- 
me de invierno de los vigilantes, bombe- 
ros, ordenanzas, caballerizos, etc., de 
esta repartición: catorce mil metros pa- 
ño, diez mil id lienzo asargado, mil tres- 
cientos id raso de lana, dos mil cien id 
lona para entrelcla, doscientos cincuen- 
ta id paño para vivos, ochocientos id fra- 
nela punzó, mil ochocientos id percalina 
plomo, seiscientos ochenta id id negra, 
cuarenta y ocho mil botones grandes 
para chaquetillas, veintiocho mil id chi- 
cos para id, mil ochocientos id lisos gran- 
des, ochocientos cincuenta id lisos chi- 
cos, cuatro mil quinientos broches para 
el cuello, cuatro mil seiscientos id para 
pantalones, cuatro mil cuatrocientas he- 
billas para id, veinticuatro mil quinien- 
tos botones para id, tres mil doscientos 
morriones, ciento ochenta gorras para 
ordenanzas, quinientos cuarenta metros 
cinta blanca para ginetas, mil setecien- 
tos pares de botas, dos mil seiscientos 
id botines, cien id botas para caballeri- 
zos, tres mil id polainas, cuatro mil id 
guantes, cincuenta metros paño punzó 
para vivo, ciento treinta id trencilla pun- 
zó para el cuello, quinientos id cordón 
para hombreras, mil granadas, cuatro 
mil quinientos botones grandes para 
hombreras, dos mil ochocientos id chicos 
para id, cincuenta y cuatro metros galón 
para ginetas de bomberos, quinientos 
cascos para bomberos. Las propuestas 
podrán hacerse por todos los artículos 
indicados ó por parte, siempre por can- 
tidad ó medidas expresadas, debiendo 
pi-esentarse en el papel sellado corres- 
pondiente. Las propuestas se recibirán 
el 10 de Abril próximo á las 2 p. m. en el 
despacho de la jefatura y se abrirán en 
presencia de los interesados y escribano 
de gobierno. No se tomarán en consi- 
deración las que no acrediten haber de- 
positado en el Banco de la Nación el 
20 °¡a del importe de las propuestas y no 
vengan firmadas por un fiador de reco- 
nocida responsabilidadad. Los artículos 
se entregarán iguales á las muestras que 
se tengan en la mayoría de este depar- 
mentor El pago se hará por tesorería 
nacional, previa tramitación de la cuenta 
debidamente autorizada —Buenos Aires, 
Marzo 10 de 1894.— Juan M. Oyuela, co- 
misario de órdenes. " vlOa 

LICITACIÓN 

Se llama á licitación por el término de 
30 días para la provinsión de cuarenta 
toneladas (40.000 kilos) alfalfa seca de 
primera clase, treinta toneladas (30.000 
kilos) maiz morocho de primera clase, 
seis toneladas (6.000 kilos) afrecho de 
primera clase. 

Las propuestas, que podrán hacerse 
por cualquiera de los artículos á que se 
refiere este aviso ó por todos, se abrirán 
el día 9 de abril á las 3 p. m. en pre- 
sencia de los interesados que concurran 
al acto. 

Los artículos licitados deben entregar- 
se en los depósitos del establecimiento 
Recoleta, dentro de los veinte días de 
aceptada la propuesta. Si el el contra- 
tista no los entregase en las condiciones 
y dentro de los plazos establecidos, la 
comisión podrá adquirirlos en plaza á 
cualquier precio por cuenta de aquel, 
quedando á este íin afectado el depósito 
efe 10 °/ que debe hacer en garantía al 
presentar la propuesta. 

El pago se verificará dentro de los diez 
días del recibo de los artículos— Buenos 
Aires, marzo 7 de 1894.— El secretario. 

v9m 



LICITACIÓN 

Se llama á licitación por el término de 
30 días para la construcción de las obras 
domiciliarias en las «casas de obreros 
de la municipalidad», calle general Las 
Meras 664, de acuerdo con'los planos, 
presupuestos, memorias y pliegos de 
condiciones que estarán visibles en la 
inspección general de cloacas domici- 
liarias, cal!e"Rivadavia núm. 123S, altos, 
todos los días hábiles de 12 á 4 p. m. 

Las propuestas se presentarán en un 
sello de cinco pesos por la primera 
foja y de uno por las subsiguientes; los 
proponentes acompañarán á su propues- 
ta un certificado de depósito hecho en 
el Banco de la Nación Argentina ó en 
la tesorería de. la comisión, á la orden 
del presidente de la comisión que repre- 
sente el 1 °¡ del valor presupuestado de 
las obras. 

Las propuestas se presentarán cerra- 
das en la secretaría de la comisión, para 
ser abiertas en presencia de la comisión 
y de los interesados que concurran al 
acto el día 10 de abril á las 3 p. m.— 
El secretario, vlOa 

Por disposición de la Comisión de fe- 
cha 18 del corriente, es obligatoria la eje- 
cución de las obras domiciliarias en los 
distritos 8 y 12, de acuerdo con la ley 
1917 y el reglamento vigente. 

Los planos que aún falten en estos'dis- 
tritos se presentarán hasta el 31 de Mar- 
zo)' las obras domiciliarias correspon- 
dientes deberán quedar terminadas el 31 
de Mayo del corriente año. 

Los propietarios que no dieren cumpli- 
miento á esta resolución, incurrirán en 
las multas que establece el reglamento. 

Las calles comprendidas por el distrito 
8 son las siguientes: 

Norte á Sud 

Río Bamba de Juncal á Charcas; Río 
Bamba de Paraguay á Corrientes; Ava- 
cucho de Juncal á Lavalle; Junín de Jim- 
cal á Paraguay; Andes de Juncal áPara- 
guay. 

Es/e á Oeste. 

Lavalle ele Río Bamba á Ayacucho; Tu- 
cumán de Río Bamba á Ayacucho; Via- 
monte de Callao á Ayacucho; Paraguay 
de Río Bamba á Andes; Charcas de Rio 
Bamba á Andes; Santa Fé de Rio Bamba 
á Andes; Arenales de Rio Bamba á An- 
des; Juncal de Rio Bamba á Andes. 

Las calles comprendidas por el Distrito 
12 son las siguientes: 

Norte á Sud 

Passo, de Venezuela á Méjico; Pichin- 
cha de Victoria á Méjico; Mathcu de 
Rivadavia á Belgrano; Azcuénaga de 
Cangallo á Rivadavia; Alberti de Riva- 
davia á Méjico; Larrea de Cangallo á 
Rivadavia; Saavedra de Rivadavia á Mé- 
jico; Passo de Cangallo á Rivadavia; Mi- 
siones de Rivadavia á Belgrano; Castelli 
de Cuyo á Rivadavia; Jujuy de Rivada- 
via á Méjico; Centro América de Can- 
gallo á Rivadavia; Catamarca de Rivada- 
via á Méjico (hasta el número 555); 2 a 
Catamarca de Moreno á Méjico (hasta el 
núm. 555). 

Este d Oeste 

Venezuela de Passo á Rioja; Belgrano 
de Pichincha á Rioja; Moreno de Pichin- 
cha á Rioja; Alsina de Pichincha á Ca- 
tamarca; Victoria de Pichincha á Cata- 
marca; Rivadavia de Matheu á Catamar- 
ca; Piedad de Azcuénaga á Centro 
América: Cangallo de Azcuénaga á 
Centro América.— Buenos Aires, Enero 
20 de 1894— El Secretario. 

LICITACIÓN 

Se llama á licitación por el término de 
treinta dias para la provisión de 10.000 
toneladas métricas de carbón de piedra. 

El pliego de condiciones puede verse 
en la secretaría de la comisión, Rivada- 
via 1255, de 1 á 4 de la tarde. 



Las propuestas se abrirán el día 14 de 
Abril del corriente año á las 2 p. m. 

Buenos Aires, marzo 12 de 1S94.— El Se- 
cretario. vl4 a 

INSTRUCCIONES 

A los señores propietarios ó inquilinos 

Siendo las obras de Salubridad de la 
Capital, propiedad de sus habitantes, 
conviene á los intereses de la comunidad 
que la explotación se haga con la mayor 
economía posible y que las obras fun- 
cionen debidamente. Por lo tanto, la 
Dirección de las Obras haceá los señores 
propietarios é inquilinos, las indicacio- 
nes siguientes: 

I o Que es completamente inútil dejar 
abiertas las canillas para que corra agua 
á la cloaca. Con esto, solo se consigue 
disminuir la presión y desperdiciar aque- 
lla, lo cual perjudica á la comunidad. El 
desperdicio de agua es, además, penado 
con multa. 

2 o Que cuando se use de las letrinas, 
debe tirarse la cadena del depósito de 
agua hasta conseguir su descarga com- 
pleta. En las letrinas con desagüe de 
piso, debe echarse diariamente sobre el 
asiento y el piso, uno ó dos baldes de 
agua. Debe ventilarse las letrinas todos 
los dias, dejando las puertas ó ventanas 
abiertas. 

3 o Que la pileta de cocina debe recibir 
todas las aguas que contengan grasas, 
Es perjudicial echar agua caliente por- 
que arrastra la grasa á la cañería. 

4 o El interceptor de grasa debe espu- 
marse diariamente, con especialidad en 
verano, volcarse los residuos al cajón de 
basura, y limpio de la grasa, echarle un 
balde de agua fría. 

5 o Que los estanques ó depósitos de 
agua automáticos que sirven á mingito- 
rios, deben descargar cada dos horas A 
lo más, durante cf día, y por la noche, 
hasta la hora en que haya personas que. 
los usen. 

6 o Que en las piletas de patio debe le- 
vantarse la rejilla una vez por semana 
cuando menos, retirar los residuos depo- 
sitados y renovar el agua del sifón, 
echando de golpe dos baldes de agua. 

7 o Que deben hacer componer inme- 
diatamente ó dar aviso á la Administra 
ción, calle Rivadavia núm. 1255, cuando 
se produzcan escapes de agua en la ca- 
ñería, canillas y demás aparatos. Igual- 
mente deben dar aviso de cualquier des- 
compostura, obstucción, malos olores, 
etc., que notaren. 

Se recuerda igualmente á los señores 
propietarios que con arreglo á los artí- 
culos 27 y 29 del Reglamento, es prohi- 
bido bajo pena de multa, hacer altera 
ciones en la cloaca ó provisión de agua 
sin autorización previa. 

8 o Que en la letrina no deben echarse 
trapos, basuras, sobrantes de comida, 
aguas con grasa ni objetos que puedan 
obstruir los sifones y cañerías. Se reco- 
mienda el uso del papel especial para 
letrinas ó por lo menos papel de estrasa 
cortado en pedazos no muy grandes.— 
Buenos Aires, Julio I o de 1893.— La Di- 
rección. 

Ferrocarril Nacional Andino 

LICITACIÓN 

Llámase á propuestas para el servicio 
de los buffets Río 4' y Villa Mercedes, de 
esta linca. 

Las condiciones están á disposición de 
los interesados, en la secretaría de esta 
administración. 

Las propuestas deben hacerse con arre- 
glo á la ley de contabilidad y referirse á 
los dos buffets indicados, y se abrirán en 
presencia de los interesados que concu- 
rran al acto el día 20 de abril próximo, á 
las 5 p. m., en la secretaría de la adminis- 
tración.— La Administración. — Río4°, 
marzo 17 de 1894. 
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Dirección General de Correos y Telógr vfos 

Llámase á propuestas durante treinta 
dias para efectuar el trasporte de la co- 
rrespondencia entre Bahía y Patagones. 
Por datos ocurrir á la secretaria~genc- 
; ral de correos y telégrafos.— Buenos Ai- 
; res, marzo 9 de 1894.— Pedro N. Elisa- 
-. garay, secretario general. vlOa 

LICITACIÓN 

Llámase á propuestas durante treinta 
dias para efectuar el trasporte de la co- 
rrespondencia entre Cuyo y Reconquista. 

Por datos ocurrir á la secretaria gene- 
ral de correos y telégrafos.— Buenos Ai- 
res, marzo 7 de 1894.— Pedro N. Eli.zaga- 
ray, secretario general. v9a 

LICITACIÓN 

Llámase á propuesta durante treinta 
dias para efectuar el trasporte de corres- 
pondencia entre esta casa central y las 
estaciones de ferrocarriles v puerto de 
la capital. 

Por datos ocurrir á la secretaria de 
correos y telégrafos. Buenos Aires, mar- 
zo de 1S94.— Pedro N. Elizagaray, secre- 
; tario general. ' " vlOa 

LICITACIÓN 

Llámase á propuesta din-ante treinta 
dias para efectuar el trasporte de la cor- 
respondencia entre Villa Libertad v San 
José de Feliciano. 

Por datos ocurrir á la secretaría gene- 
ral de correos v telégrafos.-- Buenos Ai- 
res, marzo 7 de" 1894. — Pedro iV. Elisaga- 
ray. secretario general. 

vlO a 

LICITACIÓN 

Llámase á propuesta durante treinta 
dias para efectu ir el trasporte de la 
correspondencia entre Pilar (F. C. P.) á 
lasjestaciones del tramway y ferrocarril. 

Por dates ocurrir á la secretaria gene- 
ral de correos y telégrafos.— Buenos Ai- 
res, marzo 7 de 1794.— Pedro A r . Alizaga- 
ray, secretario general. v7a 

LICITACIÓN 

Llámase á propuestas, durante treinta, 
días, para eíectuar el transporte de la 
correspondencia entre la estación Pat- 
quia y Malanzan. 

Por dalos, ocurrir á la secretaria ge- 
nerales de correos y telégrafos. 

Buenos Aires, febrero 27 de 1894.- 
- Juan Migoní, oíicial mayor. v27m 



TEAT^OjS 



Intendencia Municipal 

LICITACIÓN 

Para la construcción de 30.000 niel ros 
cuadrados de adoquinado de madera. 

En la secretaría de la intendencia mu- 
nicipal se recibirán propuestas el 15 de 
Mayo próximo á las 4 p. m. para la ejecu- 
ción del trabajo indicado. 

Dichas propuestas estarán sujetas al 
pliego de condiciones que se encuentra 
en la Sección Obras Públicas, para ser 
entregado impreso á los interesados que 
Jo soliciten.— Marzo 17 de 1894.— jorge N. 
Williams, secretario. 

LICITACIÓN 

Para la construcción de una cocina y 
servicio en el hospital Rawsou 

Bajo las condiciones que pueden con- 
sultar los interesados en la Sección 
Obras Públicas, se recibirán propues- 
tas en esta secretaria el 30 del corriente 
á las 4 p. m. 

Buenos Aires, Marzo Id de 1894.- Jo r- 
ge iV. Williams, secretario. 

v 30 m 



'Feairo <3« l.-i <»pero« — K.Ml'RKSA A. Khuuam— 
Temporada ríe 18!»— Gran compañía lírica italia- 
na—Muestro eoncortador v director do orquesta: 
Com. Kduardo Mnseheroni; sopranos dramáticos- 
Teresa Arkel, Ulisa Petri. Saúl Othon; dama li- 
gera' Kate Beusberg; medios sopranos contra 
altos: Maria Maldice. Carolina Zawner; primeros 
tenores- (liuseppe Cromonini. Benodel.o Lucigna- 
ni; primeros barítonos- Antonio ScolL Guglielmo 
Cazuson; primeros bajos: Remo Kreolani. Luigi 
Broglio, Napoleonc Limonta; maestro de coros 
Achule Clivio; coreógrafo v director de escena 
Rinaldo Rostí; maestro director de la banda: Gu- 
glielmo Kellucci; apuntador: Nazareno Massi. Or- 
questa de 70 profesores. í!) artistas de ambos se- 
xos. 24 bailarinas, banda cío. 2í músicos, lil re- 
pertorio se escogerá entre las mejores obras de 
los célebres maestros, ligurnndo entre otras, las 
óperas «Tannhauser», de Wagner; «Romeo y .lu- 
lietan. de Gounod. ele. Desde la fecha queda 
abierto el abono de 50 funciones, comprendiendo 
las fiestas mayas y Julias. 

Precio* de las Localidades 

Palcos bajos y de balcón con í entradas $ 50.00 
ii altos » » » » 30.UO 

» do cazuela » 12.00 

Tertulias orquesta v balcón con entrada. » 0.00 

Lunetas cazuela— Primera lila » 2.00 

« » otras lilas » 1.40 

Los precios de las localidades sobrantes serán 
fijados diariamente v excederán siempre á los 
precios de abono, lil pago será dividido en dos 
cuotas como sigue: la primera en el acto de sus- 
cribirse y la segunda á la llegada de la compa- 
ñía, que será en la primera quincena de mayo. 
Los señores abonados a la temporada Úrica del 
año pasado, tendrán preferencias á sus localida- 
des hasta todo el día 15 del corriente mes. Los 
abonos se reciben en la secretaria del teatro lo- 
dos los dias de 1 á 5 p. m.— Buenos Aires, de 
marzo de 181)1.— La ismpkksa. 

Oiiviiliin — Kmprcsa Otlaneo -Temporada de 
ópera y operetas alemanas en el próximo invier- 
no.— En la secretaría del teatro so halla abierto 
para dicha temporada un abono deliü funciones, 
divididas en «series de 10 fnnciones cada una de 
aquellas en esta forma: Abono I. corresponden 
lunes; abono 2, corresponden martes; abono 3. 
corresponden miércoles; abono í. corresponden 
jueves; abono b. corresponden viernes: abono 
corresponden sábado. 

Los domingos serán funciones fuera de abono. 
Los precios son como sigue; 

Palcos P y 2' galería sin entrada, 25 s; id ;!, 
id id; 15: id cazuela id id. 10; tertulia de órques 
la y primera galería con entrada, r>; id de 3- sa- 
laria id id. 3; id id cazuela id id. 2.50; asientos 
de paraíso id 1,50. Sobro estos precios de bole- 
tería, los alionados tienen un derecho do lo .■■• 

Hl importe del abono so depositará on el Ban- 
co Alemán Transatlántico v será "devuelto á los 
abonadossi.el abono suscrito no diera resultado. 
Este se cerrará definitivamente el 2S de febrero 
publicándose su resultado. 

Arcudií».— 800 al 000 Florida— primer jardín en 
Sud-América- abierto todas las noches de 8.30 á 
12— todas las noeliosbnsta nuevo aviso v á las 10.15 
Snowden descenderá desde la punln'del Tobo- 
ggan sobre patines v el bicielo: v de 10.30 ti 1 1,3o 
performaeiones en el teatro al aire libre. Knírada 
ps. 1.00-üna vuelta en el Toboggnn 0.30 ó í vuel- 
tas ps 1.00 viernes 2 de marzo, gran noche de 
moda. Un irada 2 ps. 



MENCIONES ESPECÍALES 



LIBRERÍA ESCARY-Acabade reci- 
bir: Le Moulin de Nar:arelli de Marcel 
Prevost, de la colección Lemerre, ilus- 
tración Myrbacli. 



Dr. .PÉREZ AlONTT---Abogado-San 
Martín 142, altos 25. En las horas de la 
mañana, en su domicilio, Rivadavia2443. 



FRANCISCO COY Y ^-Especiali- 
dad en camisas sobre medida -- Flori- 
da 66. 



FRANCISCO LLUSA Y C :l -Sombre- 
rería v artículos para hombre. Victoria 
693 á 699. 



Dr. RAFAEL RUIZ DE LOS LLA- 
NOS— Aboyado—Corrientes 721 . 



Dres. GARCÍA y CASTILLO- Abo- 
yados— Piedad 38;'. 



DOCTOR CARLOS CASTRO Y 
SUN.DBLAD-Me.dico del Hospital de 
niños. Consultas de 1 á 2. Alsinaül?. 



DOCTOR BUTI. GUIDO -Médico ocu- 
lista-Artes 317.— De 8 á 10 y de 2 á 4. 



DRANGOSCII y BEINES.-Casa edi 
tora de música y pianos.— Piedad 1032. 

RAMÓN ESPASA - Casa edictora y 
centro de publicaciones. — Cerrito 170 
al 174. 

FABRICA DE CALES -Sistema Ce- 
rrano, Corrientes 534. 

PASTOR TAPIA --Ingeniero: - lia 
reabierto su Estudio, Chacabuco 332. 

ALMACÉN Dli MÚSICA de Alfonso 
Ensinck, Florida 274. 

J. A. MEDINA. — Casa de música y 
pianos. Florida 119. 

CARLOS OLiMÍ. — Casa de remates. - 
Florida 270. 



Sociedades' 
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Compañías Argentinas de (Seguros 

Seguros contra incendios: 

Estas compañías aseguran compren- 
diendo las explosiones de gas y de vapor 
v los daños causados por el rayo, ries- 
gos situados en la capital y en todos los 
puntos de la República Argentina. 

Seguros Hirviales y marítimos 
Sobre' buques, electos, lletes, ganancias 
isoeradas, comisiones, etc. 

Para convenir condiciones especiales de Sogu 
ro Marítimo y abrir Pólizas Piolantes sobro expe- 
diciones de los puertos de los rios y de ultramar 
ocúrrase á la SUin-fcí-jóa! <¡i«siv: > n3 

^ 222 FLORIDA 222 •** 



GUIA BE VAPORES 
Mensagerias Marítimas' 

VAPORES-CORREOS FRANCESES 

Salidas los dias 5 y ¿2 de cada mes 

Vapor Eiasí¡st<!iir comandante l.arllguo. saldrá 
el 22 de Marzo do lsili. á las lil a. ni. del puerlo 
Madero, para Burdeos, con escalas en Mon- 
tevideo. Kio de Janeiro. Pabia. Pomambuoo v 
Lisboa. 

[:k>j-<!:>«'jj--. o< imandanfo l.emoíne. saldni i-l íll 
de Marzo para Burdeos. 

5.a ¡¡"íulii, comandante Haule. saldrá el 5 dr 
Abril del puerto di- La Plata para Burdeos, con 
escalas en Montevideo. Rio de Janeiro. Iiakar v 
Lisboa. Habrá un l.ivn especial di-. Lenlral a jas 
II y l/í a. m. 

Por mas informes ¡i la Agencia, calle Recon- 
quista %\'i. 



Compañía Trasatlántica 

BjáPAÑOLfA 

Vapores correos subvencionados por 
el gobierno español. Servicio lijo entre 
el "Rio de la l'iala y Europa. Las sa- 
lidas de este puerto 'serán oí di. a 2, cada 
dos meses, para Santa Cruz de Tenerife, 
Cádiz y Barcelona, admitiendo carga, y 
pasajeros, así como para Vigo, Coruñá, 
Santander, Bilbao y demás puertos im- 
portantes de España. 

i-a. magnifico v.M'on 
CIUDAD DE CÁDIZ 

Saldrá de este, puerlo el día a «V .llirií de IK.'í. 
Por iiifiH'iiies o dalos, ocurras,- a sus agentes. 
Antonio Loor:/, "> ('.. Alsina 'é'.O. 

NOTA-So expiden pasajes de venida de lodo 
los puertos de lispana. 
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Para Vigo, I.islion, I?nr<!«os, PlymoutSi 
y Liverpool 

KL IÍSI>I.KN'DU)0 VAPOR INGI.IÍS 

LIGURIA 

Iluminado con luz eléctrica, de 4700 toneladas, 
saldrá el 20 de Marzo en viaje directo á Lisboa v 
Vigo, sin tocar en el Brasil, Viaje rapidísimo. " 

AGENTES 

WILSON, SONS y C°. Limited 

365-RECONQ UISTÁ-365 



LA VELOCE 

NAVEQAZSONE ITALIANA 
249— cuyo— 249 



KSPERAIXM3 : 

Marzo 25. — Sh<i AinCs-ica, de Genova, Barce- 
lona, Palmas y La Plata. 

Acento— P. Christophersen. 



Mensagerias Fluviales de! Plata 

RECONQUISTA ESQUINA CUYO 
LLEGADAS 



DE MONTEVIDEO 

Míirtes vapor Helios 
Miércoles » Labrador 
Sábados » Montevideo 



DEL SALTO 

Miércoles «Montevideo» 
Sábados «Helios» 
Domingos «Labrador» 



SALIDAS 



PARA URUGUAY 



PARA MONTEVIDEO 



Martes vapor Helios I Miércoles «Montevideo» 
Miércoles » Labrador I Sábados «Helios» 
Sábados » Montevideo | Domingos «Labrador» 



BANCOS 



Banco do la Nación Argentina 

TASA DE INTERÉS 
COBRA: 

Moneda legal anua 
Por descuentos de letras de pequeños in- 
dustriales v pequeñosagrieultores. hasta 
la suma de $ 10.000, con 10 % de amorti- 
zación trimestral (hasta $ 3.000 en las 

sucursales) % 

Por descuentos de letras de ganaderos, 
agricultores é industriales, hasta la su- 
ma de $ 40.000 con 25 % de amortización 9 » 
Por descuentos con 50 % de amortización 8 » 
Por descuentos de letras de pago íntegro 7 » 
Por descuentos de pagares de comercio ..7 » 
ABONA 

Moneda legal anual 

Por depósitos en cuenta corriente 1 % 

Depósitos ¡i plazo lijo de 30 días 3 » 

» » i) » 00 días 4 » 

» » » ■» 00 días 

en adelante 5 » 

ídem en Caja de Ahorros hasta $ 5.000, 

después de 00 días 5 » 

Depósitos mavores de 250.000 $, á 30 días. 2 » 

ídem ¡i «0 días 2 1/2 

ídem á SO días y en adelante 3 » 

Depósitos a premio 3 » 

ORO 

Depósitos a plazo fijo de 00 dias 3 % 

» » » » 6 meses en adelante 4 » 

IrtREtl'IrOlUO: 

Presidente: Manuel A. Aguirre, Bolívar 107. 
Vice /• l)r. Antonio K. Malaver, Belgrano t|i¡6. 
» ü- Manuel Correa Morales, Santa Vi 2010. 
Director: Dr. Amaneio Alcorüi, Victoria 837. 

» Carlos J. Becú, Suipaclin 0(19. 

» Dr. Miguel Cañé, General Lavalle 1535. 

» Ángel lililí Rivarola, Santa Fe 1(¡72. 

» Ángel Estrada, Bolívar 406. 

» Dr. Domingo Frías, General Lavalle 30S. 

» Dr. Vicente García. Callao 170S. 

» Dr. Baldomero Llorona, Callao 330. 

ij Francisco Mnllmann, Perú 175. 

» Agustín Muñoz Snlvigni, Cangallo 137. 

» Hugo von Uernard, Cangallo 4i¡2. 

» Francisco Uribuni. Corrientes 327. 

» Mariano Unzué, Florida 45. 
Gerente; Augusto J. Martin, 
Sub » Nicasio Duarte, 
Secretario: Tem. Gittardi. 
Sub » José Manuel Llovet, Moreno 1100. 
Síndico: Dr. J. A. Areco, Cangallo 521. 



Establecido en 1SCÜ 

Capital suscrito libras 1.000.000 

Capital realizado.. 
Fondo do reserva. 



libras 500.000 
320.000 



libras 820.000 
Responsabilidad ulterior de los 

accionistas » 500.000 

Londres, Buenos Aires. Rosario, Montevideo, 
Río Janeiro. Santos, San Pablo. 

Gira sobro Inglaterra, Irlanda. Francia, Alema- 
nia, España y todos los punios principales do 
Europa, Estados Unidos y del Brasil. 
a non A 

M\n. Oro 

Por depósito en cuenta corriente 

y a la vista... 1 % sin interés 

Por depósitos a retirar con 7 días 

de aviso hasta 50.000 ps 2 % y. 

Id id id 30 días id id id 50.000 ps. 4 » 3 » 

Id id a plazo fijo de 3 meses 4 » 4 

Por depósito a mayor plazo convencional 

i;0!H(A 

Anticipos en cuenta corriente.. 12 % 

Buenos Aires, Marzo 15 do 1894.— ;•'. M. Ilertot, 
Gerente. 



Banco de Londres y Río de la Plata 

I.uu<lon, Priiifics Slrct K. C 

París, 16 rué TIalevy; Buenos Aires, 

Montevideo, Rosario, Paysandú, 

Río Janeiro 

Letras de cambiojg transferencias telegráfica? 

Sobre Inglaterra 
Francia 

Italia y España 
Alemania. 

Suiza. 

Portugal, 
Bélgica, 

Estatlos Unidos 
Canadá, 
Brasil, 
Estado Oriental, 
Chile, " 
África, 
Australia, 

ABONA 

moneda legal 
Por dopúsüos on cuenta corriente 

y á la vista 1 V a 

Id. con 30 días do aviso 2 í> 

Id. por ilO dias. plazo fijo 4 » 

Id. por fi meses, plazo lijo 4 » 

Id. por 12 meses, plazo fijo convencional 

oro sellado 

Cuentas corrientes sin interés 
Por depósitos á retirar con 7 días 

de aviso 2 % 

Id. con 30 días 2 » 

Id. con 00 dias plazo lijo 4 » 

SE COBRA 

Por adelantos en cuenta corriente, mpi 9 % 
ídem, Idom oro 9 « 

Buenos Aires Diciembre de 1893. 

/{. A Thurburn, Gerente. 



Banco de Italia y Rio de la Plata 

PIEDAD 456 

Capital autorizado, pesos 8.000,000 oro sellado 
Integrado, pesos 5.000.000 oro sellado. Reserva 
al 31 de Diciembre de 1892, ps. 850.000 oro sollado: 

sr? aiiona: 

Por depósito en cuenta corriente á 
la vista en moneda legal y oro se- 
llado 1 % anual 

Id id á plazo fijo do 30 dias 2 » » 

Id id fijos por 00 días 3 » » 

Id id lijos por 90 dias 4 » » 

comí a: 
Por adelantos en cuenta corriente.. 10 ojo anual 

Por descuentos de letras, pagarés ú otros do- 
cumentos, convencional. Se ocupa de toda clase' 
de negocios bancarios. Gira sobre todas las 
principales ciudades de Europa. — Mavo lo de 
1893.— O. Stoppani. Gerente 



El Banco Anglo-Argentino, limit. 

London: 15 Nicolás Lañe 15, C. 

Buenos Aires: PIEDAD 4S6 y •/.«— Montevideo 
Calle Zabala ó'? 

Capital suscripto Libras 450.090 

ídem pagado » 250.000 

Fondo de reserva » 5.000 

Re abren cuentas corrientes. — Se reciben de- 
pósitos a la vista y por plazos fijos. — Se nego- 
cian letras. 

ABONA POR DEPÓSITOS M¡legal Oro sell. 
Por dep. en cíete, v a la vista 1 % sin inlerés 
Id. id. con 30 dias de aviso ... 3 » 1 ojo anual 

Id. Id. con (id dias fijo 3 1[2 2 » 

Id. id. con 3 meses lijo 4 3 » 

Ilugli Millar, Gerente interino. 



callií de Reconquista, núm. 144 

Buiínos aires: 

Deutsche Ueberseeische Bank, BERLÍN. 

Cnyltul: 20.000,000 marcos 



Se encarga de toda clase de operaciones bas- 
carías y gira sobro todas las plazas de comercio 
y los pequeños pueblos de Italia, España, Ale- 
mania. Francia, Inglaterra, Rusia, Suiza, etc. 

DA cartas de crédito para viajeros y para la 
compra de mercaderías. 

Abre cuentas corrientes y recibe depósitos. 
PAGA: 

Moneda legal Oro 
Por depósitos en cuenta corriente 

hasta 200.000 pesos 1 '/, — 

Arriba de 200.000 pesos convencional 

ft. plazo lijo de 3 meses hasta 20.000 

pesos 4% 3 % 

Por mayor suma ó plazo mas largo, el interés 
sera convencional. 

COBRA : 
Por adelantos en cuenta corriente 12 % 12]% 

Buenos Aires, Marzo 15 de 1893. 

tíustaco Fredcrking—A ugusto>Schul3e 
Directoras. 



Banco de Londres y Brasil 

390 CALLE PIEDAD 390 

Capital suscripto, lbs. est. 1.500.000; ídem reali- 
zado, lbs, est. 750.000— Fondo de reservu lbs. est. 
500.000. 

SK AnONA MJN ono 

En cuenta corriente sobro 

saldo hasta ps. 100.000... 1 % Sin interés 
Depósito 30 días de aviso. 3 li2 % 2 % 
» 00 » » .. 4 % 3 V. 

» 90 » » .. 4 1i2 •/„ 3ti2% 

» llmesesíljo 4 1]2 y. 3li2% 

» » y arriba, convencional. 

Gira sobre todas ias principales ciudades de 
Europa, Se ocupa de toda clase de negocios ban- 
carios.— Marzo I o de 1893. 

A . F. Ennor, 
Gerente. 



Banco Español del Rio de la Plata 

1S0 RECONQUISTA 180 
Entre Piedad y Cangallo 



Capital realizado: 0.000.000 pesos moneda nacional 

irés 



SK ABONA MIN ORO 

Depósito en cuenta corriente. 1 y. sin inte 

» a 30 dias lijos 3.3 y, 

a a fií) » 4 » 4 » 

» ¡1 90 i 4 n 4 » 

i) a mavor plazo convencional. 

r.OIUÍA: M[N ORO 

Kn cuenta corriente 10 oro 10 oto 

Descuentos de letras y pagarés convencional. 
Horas de despacho: dias ordinarios, de 10 a. 
a 3 p. m.; Sábados v fines de mes, do 10 á 4 p. 
—Buenos Aires, Marzo V de 1893.— Augusto 
Coelho, Gerente. 



J. 




BUENOS AIRES 

MONTEVIDEO, 

ROSARIO, 

ASUNCIÓN 
BERLÍN 

Mandan efectuar pagos en Europa 
por telégrafo 



Giran ¡otras de cambio á la vista 

y á noventa dias sobre las principales 

ciudades de Europa 

EXPORTACIÓN 
DE FRUTOS DEL PAÍS 



IMPORTACIÓN 

lie tejidos, comestibles, madera y especialmente 
de víaos de Bárdeos > licores íluos 



BOLETÍN oficial 



AVISOS 




piEMDegq.^fíipgl 



SE ENCARGAN 



DE 



Todas clases de impresiones 

Y LA CONFECCIÓN DE LIBROS 

Especiales para Oficinas Públicas 

El surtido en útiles para escritorio 

de esta casa 

es el mejor que existe en Buenos Aires 

GALLÍ HERMANOS 

PIEDAD esquina SAN MARTIN 

Fotogf&fía 

WITCOMB 

364-FLQRIDA-384 

Especialidad en retratos 

PL7ATINOTIPE. 

RETRATOS AL OLEO 

Acuarela y Porcelana 

Í^E^ATOS' AD ErAPIZr 

ESMALTES VITRIFICADOS AL FUEGO- 

VISTAS DE CASAS 

Quintas, animales de raza, etc. 



Francisco Llusá y Ca. 

Casa Introductora 

De Mercaderías Generales. 

ESPECIALIDAD EN 

Sombrerería y camisería 

693— VICTORIA— 699 

ESQUINA CHACABUCO , 96 

Únicos agentes de los acreditados som- 
breros de W. EDWAEDS & C°, London. 

Únicos depositarios de las elegantes 
camisas Fd. Penet, París. 

Variado surtido de bonetería inglesa y 
francesa. 

Depósito permanente de botones con 
chapa de oro: resorte de los últimos sis- 
temas. 



COLLET Y LLAEVIBI 

SAN MARTIN 175, CANGALLO 470 

Remates semanales todos los Martes y 
Jueves, a la 1 p. m., en nuestra casa. Los 
Martes, de perros finos, aves y pájaros de 
todas clases y los Jueves, de carruajes, 
caballos de tiro, de silla y animales finos 
en general. 



ENRIQUE DEPPERT 
Sastrería Civil y Militar 

CALLE CUYO 727 AL 73i 

Se confeccionan todn cióse de uniformes para 
feíes y oficiales del ejército, marina y guardia 
nacional. Kepies, tiros, dragonas, charreteras, 
corras, espadas, bordados militares de todas 
clases. 

Se atienden los pedidos de cualquier punto do 
la República enviando las medidas por corroo. 

La casa se encarga también de la confección 
de toda clase de uniformes y kepies de tropa, 
guardia nacional, policías y guardia do cárceles. 
Referencias por correo. 

Precios módicos.— Pídanse catálogos. 

Enrique Deppert. 

CALLE CUYO 727 AL 731 



lili §1{MIÍIM, 



DE 



A. PRAT 

140 CALLE DE SUIPACHA 140 



Se limpia, se tiñe y se repone á nuevo 

toda clase de ropas 

de hombres, señoras y niños 

SUCURSALES: 

375 Chacabuco— 1428 Paseo de Julio 

71-CALLAO— 79 

BUENOS AIRES 



"La Gran China" 

ALMACÉN INGLÉS 

871- CALLE P1EDAD-873 

FRENTE A SAN MIGUEL 

Hoy la mejor casa en tees, cafees 

Y VINOS' PINOS' 
ROGAMOS VISITAR LA CASA 

Luis R. Schehier y Ca. 

d p m 



EXTRACTO DE TABACO 

PARA CURAR LA SARNA EN LAS OVEJAS 

W.SCHNEIDEWINDyCa. 

INTRODUCTORES 

288 CALLE MAIPÚ 288 

Modo de usarlo: Para curación en baño 
100 partes de agua tria ó caliente, dulce 
ó salada. 

Para curación á mano 80 partes de 
agua. 

Esta preparación contiene 7 por ciento 
de nicotina, según informe del doctor 
Arata. 



La Industrial Argentina 



Francisco Francioni y Ca. 

25 de Mayo, 258 al 264. 

Casa Introductora 

ARTÍCÜLOSKAVALES 
BE^E^EI^ÍA Y MENAJE. 

Agentes de la pintura submarina — 
LA INTERNACIONAL 



GRAN 




DE 



npjigco M i & 

Premiada con gran premio MEDA- 
LLA DE ORO. 

Especialidad en camisas de baile 

G6-FLORIDA-60 



CUBIERTOS METAL BLANCO 

GARANTIDO 

Marca Selecta XXX 

Ventas por Mayor y al detalle 

ÚNICOS IMPORTADORES DE LA MARCA 

SELECTA XXX 

JUAN PENCO Y HNO. 
CHACABUCO 361 

ENTRE BELGRANO Y MORENO 

NOTA— La marca Selecta XXX es el mejor me- 
tal blane» conocido hasta hoy, garantiéndose 
que queda siempre blanco como plata pura. 
Cada pieza a mas de la marca Selecta XXX lleva 
nuestro nombre como garantía. 



§l:J»EJtíOH »E HOI,AN»A 

REAL HOLLANBS 

LA REINA DE LAS GINEBRAS 
INTRODUCIDA DESDE EL AÑO 

18 5 8 

¥/m. PAATS y Ca. 

3 U—VA ÍXE VENEZUEL A — 3<44 



^OTIj^El^IE 

SPOPSMAH 

DE 

RAYMONDLAPEME 

Casa especial y de primer orden 

En cocina francesa y criolla 
ÚNICA EN BUENOS AIRES 

SERVICIO PERMANENTE TODAS LAS NOCHES 

HASTA DESPUÉS 

DE LAS FUNCIONES DE TEATRO 

SALONES PARTICULARES 

PARA FAMILIAS 

La casa cuenta con un Bar-room inde- 
pendiente del Restaurant, que permanece 
abierto toda la noche, donde se expenden 
las mejores bebidas y cuyo decorado, lo 
mismo que el servicio está montado al 
estilo de los más notables de Norte Amé- 
rica. 

226, 228 y 234, FLORIDA, 226, 228 y 234 



boletín oficial 



FARMACIA 

Y DÍ^OGPUEr^IA^ODON 
ANTIGUA DE TORRES 



DE 



A. ROLON Y C A - 

201 al 215 calle Defensa 

Esquina Alsina 
BUENOS AIRES 



DEPÓSITO 



DE 



EQUIPOS MILITARE 



DE 



FERRAN Y TÜRDERA 

34 -San Martin -34 

BUENOS AIRES 
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ROMANO 

HIDROTERAPIA T ATMITRIA 
286-S UIPACHA-286 

Tratamientos especiales, con aparatos de reco- 
nocida eficacia, en uso hoy en las principales 
clínicas europeas. 

■ Blenorreas (Rota militar) y blenorragias, cura- 
ción en poco tiempo por el sistema Langlebert, 
evitándose estrecheses y otras complicaciones. 

listrecliescs </e la uretra— Dilatación inmediata 
ó gradual por medio de la uretrolisis. liste pro- 
cedimiento está dando espléndidos resultados en 
Europa. 

CaVrro crónico de la r.ejif/a— Tratamiento con 
las ir ('trociónos intravecicales. 

Ap ¿aciones tópicas de anhidro carbónico 
para .a debilidad de los órganos genitales. 

Consultas todos los «lias de 10 a S 

LOS JUÉVIiS GRATIS 

NOTA — El enfermo puede pagar después de 
conluído el tratamiento — Iil Administrador. 





DE 



FRATELLI BRANCA 

MILÁN 
Es el licor más higiénico según certificado de muchos módicos de fama 



ÚNICOS AGENTES EN LA REPÚBLICA ARGENTINA 

H. TRAGER Y COMP. 

ALSINA 434-BUENOS AIRES 

Cuidado con las falsificaciones y las imitaciones que bajo el nombre de 
FERNET se ofrecen. 

FRANCISCO CONSTEHLA 

REMATES Y COMISIONES 

BOLÍVAR 120 

LOS MARTES: MERCADERÍAS 
LOS JUEVES: MUEBLES 

Vende casas, campos, hac'endas, etc., 

ANTICIPA DINERO 



SASTRERÍA CIVIL Y MILITAR 

CLAÍ^Erp Y CA. 
116-CALLE FL0RIDA-Ü6 

Especialidad en casimires y paiios para ropa ci- 
vil y militar; confecciónase toda clase de unifor- 
mes pora jefes y oliciales del ejército y armada 
como también kopies y gorras y encárganse do 
toda clase de bordados militares. 

Kn la misma casa hallarán charreteras, tiros, 
dragonas, espadas y bandas. 



HISKY 



G. B. ESPECIAL 

Únicos introductores 

C. SOLARÍ é HIJO 

Chacabuco y Moreno 




LAS MEJORES MÁQUINAS 

DE COSER 
Para uso de familias 

LAS VENDEN 

Arnold Schulze y Ca. 

154 DEFENSA 164 



FRAUDES 



EN LOS 



$5 



&> 



^^miimro Rco 



% 



% 




CAPEES POR EXCELENCIA 



Off&QOg 

Marca ÁGUILA 



ADVERTENCIA 

Mis CAFÉS TORRADOS tomando cada dia ma- 
yor extensión, es digno de notarse rjue la mala 
intención v el deseo de hacer negocio, ha indu- 
cido ¿i algunos á expender Cafés Torrados en 
tarritos con etiquetas íalsilicadas y parecidas á 
las que llevan mi marca de fábrica y mi lirma 
do garantía. 

Bajo varias formas mas o menos parecidas a 
mi Águila, se encuentran tarros cuyas etiquetas 
son flagrantes imitaciones de las que llevan mi 
marca de fábrica y ¡ni firma. 

Hallándose esas etiquetas falsificadas y los tar- 
ros llenados con cafés inferiores ó mezclas no- 
civas, recomiendo á mis favorecedores que al 
comprar los tarros de los excelentes cafes To- 
rrados de la marca ÁGUILA, se fijen bien en lo 
siguiente' 

f Comprar el articulo soiamente^en almacenes 
de confianza. 

2' Que los tarros sean cerrados conveniente- 
mente. 

3' Que la banda de garantía que lleva mi firma 
y encierra las tapas, sea^bien intacta y sin ro- 
turas. 

4 1 Que la marca registrada que lleva la etique- 
la sea bien reconocida la de mi propiedad, una 
Águila, que nadie puede imitar sin sufrir el peso 
de la ley. 




EN TODOS LOS ALMACENES 

Y 

CONFITERÍAS 
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NUEVA PUBLICACIÓN 





\£¿i^' 



1 



COMENTADO 

Por la jurisprudencia de las dos Cámaras de Apelaciones de Buenos Aires, clasificada 

■90-^ ed doctor GAl\IiO$ MAIiAGA'^'^lGA 

UN VOLUMEN ENCUADERNADO, DIEZ PESOS MONEDA NACIONAL 

FÉLIX LAJOUANE— Editor- Perú 85 
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MIGUEL LANÚS 

1224-CALLE RIVADAVIA-1224 

« LA BUCKEYE > 

Segadoras, guadañadoras, engavil] adoras 
y atadoras de Adriance, Platt y Ca. 

Trilladoras inglesas de Richard Garret 

y Sons.— Prensas de enfardar 

« Whitman* 

Molinos de viento sistema «Corcoran» 

ÚNICO AGENTE 

MIGUEü IrANÚj^ 

1224-CALLE RIVADAVIA-1224 

Surtido completo de arados, rastras sembra- 
doras y toda clase de maquinaria agrícola. 

TALLERES DE FUNDICIÓN 



¡Cuidado con ei engaño! 

Al pedir las ricas 




no ■permitan awe un woí neao- 
ciante tes entzeyue un aúicu-to 
interior, -u «i trata de -fiacetfo, de-íen 
descontiav de -tos demás atti culos 
que tenga en venta, 



Aan oíienido seis medallas de oro, 
tteinta u dos 'ptemios en iodo, en 
(as exposiciones de batida, ¿We- 
matvia, SLotte £lw ¿tica, diatia, 
cBtaoi-f -u SUipúítica ¿Jígeivtirta. 




er 



Óptico 




Instituto 
Oculístico 



DE 



J^GHNABIJ & CÍA. 
171-CALLE DE FLORID A- 



17! 



lltlllül 



volm 



Anteojos para cualquier defecto de 
la vista. Jemelos de marina, cam- 
po y teatro. Instrumentos de 
cirivjía, medicina, inge- 
niería, electricidad, 
fotograíia y de- 
mas ciencias. 

SUCURSAL: MONTEVIDEO 




El que tiene más aceptación en toda la 
República Argentina, por lo esmerado 
de su fabricación. Pídase papel carme 
y blanco oro. 



VINOS PARA FAMILIAS 

Viiios fíiüLi'C Burdeos } del' Khi n"' 

Champagne marca "A\ALA" 

til mas lino do lodos 

Agua mineral "Monopol 

I.a más refrescante de todas 




Licores, Coñacs 

ETC. 



ALMIDÓN DE AHEOZ 

LA COQUETA" 

Calidad inmejorable 



Cerveza alemana "IMPERIAL" 

I.a preferida de las señoras.— Se vende lioy casi al precio de la cerveza del país 



